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El propósito de este libro es examinar el papel estratégico 
de los gobiernos locales mexicanos en la coyuntura actual y 
hacia el futuro para fundamentar una agenda basada en la 
competitividad y el bienestar social. 

Esta agenda es fundamental considerando que los proble-
mas de pobreza e inseguridad pública se han agravado. Con 
lo cual, se plantea la necesidad de fortalecer el papel de los 
gobiernos locales en cinco políticas que son el objeto central 
del libro y que promueven el desarrollo local: participación 
ciudadana, transparencia, remesas, ordenamiento territorial y 
gestión ambiental respectivamente. Estos problemas en 
el transcurso de los años se han agudizado ante los cambios 
del entorno y fundamentalmente, ante la incapacidad de 
los gobiernos locales mexicanos de generar un buen desem-
peño y una eficaz y eficiente administración en materia de 
desarrollo local.

La importancia de este estudio radica en que se funda-
menta la necesidad de que los gobiernos locales mexicanos re-
diseñen su visión, su administración y su política de desarrollo 
local bajo las dimensiones social, económica, política y ambien-
tal, que en su conjunto condicionan los problemas públicos. 
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El (re)descubrimiento del nivel local de gobierno podría  
iconsiderarse uno de los rasgos más destacables de los estu­

dios sobre administración en el inicio de este milenio. Los estudios 
sobre reinvención de los gobiernos centrales y las moderniza­
ciones de las pesadas maquinarias burocráticas federales fueron 
la gran obsesión de los procesos de renovación del paradigma 
burocrático que vimos desarrollarse en los 25 años finales del 
siglo xx. Las reflexiones sobre el gobierno local tenían ese tono 
gris de los estudios de detalle y su producción generaba, esencial­
mente, un diálogo entre especialistas que no llegaba a los lecto­
res de ciencia política o de gestión pública, ni mucho menos al 
público en general. Sin embargo, algo está cambiando, y la con­
ciencia de las dificultades de encontrar respuestas a nivel central, 
por mucho New Public Management que se incorpore, hace que 
se vuelva la vista a los niveles más cercanos de gobierno y a la 
democracia local.  

El libro del profesor José María Ramos no sólo toma los 
gobiernos locales como espacio de su investigación, sino que, 
además, se centra en cinco políticas que, a su vez, son toda una 
expresión de la nueva agenda sistémica que la posmodernidad 
arroja sobre nuestras sociedades. Para empezar, la participación 
ciudadana. Ya es un lugar común en los estudios sobre democra­
cia reconocer que la falta de credibilidad de la clase política de­
manda soluciones legitimadoras. Esas soluciones ya no pueden 
venir de la ciencia, pues en un mundo complejo, interdependien­
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te y diverso cultural y socialmente no hay soluciones únicas, 
sino debates permanentes y diálogos más o menos fluidos, eso 
sí, con datos y argumentos cada vez más sofisticados. De ahí 
que se busque fortalecer la legitimidad de nuestras instituciones 
políticas mediante la incorporación de la ciudadanía a la toma 
de decisiones, a la aportación de propuestas e, incluso, a la implan­
tación de programas. Esa ciudadanía, bien directamente, bien a 
través de empresas, ong o grupos de interés diversos empieza 
a ver abiertas las puertas de organizaciones públicas y gobiernos 
locales para que introduzca allí sus ideas, intereses y valores. 
Algunos critican esa vía participatoria por introducir un sesgo a 
favor de los intereses organizados en la toma de decisiones, 
como si las decisiones de los políticos electos, sin participación, 
fueran puras e imparciales. Otros vuelven con la vieja cantinela 
del peligro de las masas y los peligros autoritarios de la demo­
cracia directa. Opiniones respetables, sin duda, pero que no 
consideran las dificultades que la clase política tiene para tras­
pasar la barrera del cinismo, cuando no desprecio, ciudadano. 
En suma, que Ramos toma uno de los asuntos más calientes en 
el debate político y lo hace con valentía, promoviendo un enla­
ce estratégico entre empresarios, grupos locales y administra­
ción local para hacer frente a los retos del nuevo milenio y ge­
nerar desarrollo. 

También la transparencia es uno de las más importantes te­
mas de análisis en la ciencia política y de la administración 
contemporáneas. Los datos indican que administraciones trans­
parentes acaban siendo más eficaces. Más aún, países con admi­
nistraciones transparentes se desarrollan más y mejor que donde 
la opacidad reina. Todo ello sin contar con la obligación ética de 
abrir las puertas a la ciudadanía para que ésta compruebe la 
eficacia y honestidad de las actividades gubernamentales. Kant 
recordaba que el interés general comienza a alcanzarse con la 
transparencia en la actuación del gobierno. Y hoy, múltiples 
autores y organizaciones dedicados al análisis y lucha contra la 
corrupción están haciendo de la transparencia el centro de su 
investigación y de sus  propuestas. 

�� Manuel Villoria



La preocupación medioambiental y la racional y sostenible 
ocupación del territorio constituyen un factor clave de la buena 
gobernanza local. La experiencia española al respecto nos indica 
que cuando la especulación y la visión cortoplacista del desarro­
llo sustituyen a una coherente planificación, respetuosa del en­
torno y sostenible, los efectos sobre la calidad de vida y sobre la 
calidad de las instituciones locales son trágicos. Corrupción, 
deterioro de las condiciones de vida, ineficiencia e inequidades 
surgen cuando se olvida la función social de la propiedad y cuan­
do los gestores locales no actúan como garantes del bien común 
a medio y largo plazo. Por ello, los errores españoles me hacen 
destacar el buen tino del autor al dar relevancia a estas materias 
y hacer de ellas uno de los fundamentos del desarrollo local. 

Finalmente, es necesario destacar el factor migratorio como 
uno de los datos insoslayables del mundo actual. Y es preciso 
verlo como un fenómeno social del que es preciso recalcar sus 
enormes potencialidades y no como un fenómeno sólo cargado 
de amenazas. El estudio de las remesas, esa maravillosa forma de 
solidaridad micro, que está permitiendo que tantos hogares so­
brevivan en entornos de pobreza, es uno de los temas más dig­
nos de análisis por las ciencias sociales hoy en día. Ramos se 
preocupa de buscar vías para que esta llegada de fondos se con­
vierta en un instrumento mucho más eficaz y eficiente, y sitúa 
a las instituciones locales frente al reto. No cabe duda de que 
los gobiernos locales pueden ayudar a reforzar los efectos posi­
tivos de tales llegadas. Aun cuando también hay que proteger a 
los hogares de los posibles abusos de una excesiva intervención 
pública sobre algo tan íntimo y ligado a la solidaridad de la 
sangre. 

En suma, estamos ante un libro que es como un crisol de los 
grandes temas a que este mundo tiene que hacer frente. La sos­
tenibilidad del desarrollo, la preocupación por el medio ambien­
te, las migraciones, la ordenación del territorio y la vivienda 
digna, las nuevas formas de participación ciudadana y la relegi­
timación de la democracia, la lucha contra la corrupción, la 
pobreza…Y todo ello desde el espacio de gobierno más cercano 
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al ciudadano, desde el gobierno local. Con la conciencia de que 
hoy ya nadie gobierna por sí solo, con la claridad de miras de 
quien sabe que la intergubernamentalidad y la gestión de redes 
se han convertido en factor insustituible en la formulación e 
implantación de políticas. Por todo ello, les recomiendo vivamen­
te el disfrute sereno de este libro y la reflexión con el autor, en 
ese diálogo al que sólo tienen acceso quienes siguen creyendo 
en el placer de la lectura.

�� Manuel Villoria
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Introducción

El propósito de este libro es examinar el papel estratégico de  
ilos gobiernos locales mexicanos en la coyuntura actual y 

hacia el futuro para fundamentar una agenda basada en la com­
petitividad y el bienestar social.

La importancia de este estudio radica en que se fundamenta 
la necesidad de que los gobiernos locales mexicanos rediseñen su 
visión, administración y políticas de desarrollo local bajo las 
dimensiones social, económica, política y ambiental, que en su 
conjunto condicionan los problemas locales. Estos problemas se 
han agudizado en el transcurso de los años ante los cambios del 
entorno, pero fundamentalmente ante la incapacidad de los 
gobiernos de generar un buen desempeño y una eficaz y eficien­
te administración en materia de desarrollo. 

La premisa central del libro consiste en que los gobiernos 
locales mexicanos se han visto limitados por su incapacidad de 
superar la etapa de la gobernabilidad, generando, adicional o 
paralelamente, procesos de gobernación con una visión estraté­
gica y orientada hacia el desarrollo local. En este sentido, el es­
tudio sustenta la importancia de un enfoque de gestión estraté­
gica, en el cual se revaloriza la importancia de generar un mayor 
bienestar social con base en una administración y una política 
eficaz y eficiente.

La relevancia de un análisis estratégico de la gestión pública 
local se fundamentará con base en el examen de cinco temas 
centrales de los gobiernos locales mexicanos. El primero, la par­
ticipación ciudadana en los gobiernos locales está implícito en 
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la mayor parte de la agenda local de los municipios, el problema 
es que generalmente los gobiernos en México no han logrado 
promover una participación ciudadana efectiva porque no han 
logrado superar su tradicional enfoque autoritario, jerárquico y 
de control. En consecuencia, los proyectos estratégicos en mate­
ria de desarrollo local basados en una activa participación ciuda­
dana son incipientes. Por ello, este estudio enfatiza la relevancia 
de un enfoque de gestión estratégica asociada como una opción 
para promover el desarrollo con base en una alianza entre go­
bierno, empresarios y grupos sociales. 

Un segundo tema es la transparencia, la cual, vinculada con 
una mayor rendición de cuentas representa uno de los asuntos 
torales de la administración local, pero a pesar de su reiteración 
en el discurso gubernamental ha quedado pendiente en la agen­
da local a causa de los rasgos tradicionales de la cultura política 
y de gestión en México: sin transparencia no puede existir una 
gestión eficiente de los recursos municipales y con ello el desarro­
llo local se limita.

El tercer tema de análisis del libro son las remesas y su 
relación con el desarrollo económico. En los últimos años se 
ha enfatizado la importancia nacional, regional y local de las 
remesas y donaciones enviadas por organizaciones de migran­
tes en Estados Unidos; sin embargo, se argumenta que la ma­
yor parte de los gobiernos locales mexicanos, y particularmen­
te los municipios semiurbanos, cuenta con limitaciones para 
potencializar las remesas o las donaciones como una alterna­
tiva para promover el crecimiento y el desarrollo local. Tales 
limitaciones se atribuyen, desde nuestra perspectiva, a que 
esos gobiernos han carecido de una gestión estratégica que les 
permita articular las remesas con proyectos factibles de desarro­
llo productivo local.

Los siguientes temas de análisis se asocian a la gestión del 
ordenamiento territorial y ambiental. En el primer caso, desde 
la presente administración federal se ha promovido el diseño de 
planes de ordenamiento territorial con un enfoque interguber­
namental. La finalidad de tales planes es promover mejores ni­



introducción� 13

veles de vida. El ordenamiento del territorio constituye un ins­
trumento fundamental para planear el desarrollo regional-local 
de manera compatible con las aptitudes y capacidades del terri­
torio, al igual que mediante dicho ordenamiento se debe buscar 
una distribución equitativa de los recursos existentes en el en­
torno. Como tal, el ordenamiento del territorio es un medio y 
no un fin en sí mismo, pues la elaboración de un plan o progra­
ma que contemple las dimensiones sociales, naturales, económi­
cas y políticas de un territorio es sólo el comienzo de un proceso 
que debería tener como finalidad la implantación de los meca­
nismos eficaces para promover el desarrollo local.

El último tema de análisis es la gestión local ambiental. La 
participación de los gobiernos locales en la definición de una 
agenda ambiental es relevante en la medida en que permite pro­
mover tanto la competitividad como un desarrollo sustentable; 
sin embargo, generalmente los gobiernos locales han carecido de 
la capacidad de generar proyectos de crecimiento en donde se 
valore el potencial del desarrollo sustentable. En tal sentido, 
este estudio destaca que una agenda ambiental sustentable no 
se contrapone a una política de inversión para promover el cre­
cimiento; tal equilibrio es factible de alcanzar en la medida en 
que los gobiernos locales cuenten con la capacidad técnica, po­
lítica y social de promover dicha agenda.

Los temas anteriores reflejan que los gobiernos locales en 
México tienen que desempeñar un papel estratégico en materia 
de desarrollo local en el contexto de promover una agenda basa­
da en la competitividad y el bienestar. Para tal efecto, el libro 
propone un enfoque de gestión estratégica en los gobiernos lo­
cales para promover una agenda de desarrollo local basada en la 
competitividad y el bienestar. El potencial de establecer e insti­
tucionalizar un enfoque estratégico de gestión existe, sin embar­
go, generalmente los gobiernos locales han carecido de la visión 
y la capacidad de aprovechar las oportunidades para rediseñar 
su propia gestión.

Los municipios fronterizos del norte del México han sido 
pioneros en los procesos de democratización nacional, destacan­
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do los casos de Tijuana,� en el estado de Baja California,� Ciudad 
Juárez,� en Chihuahua, y recientemente Mexicali, capital del 
estado de Baja California. Estos municipios se han caracterizado 
por procesos de alternancia democrática desde principios de los 
años noventa;� sin embargo, tal alternancia no ha determinado 
una gobernación efectiva, entendida ésta como la capacidad de 
los gobiernos locales de contar con una administración eficaz, 
eficiente y que genere beneficios sociales para la comunidad. En 
este sentido, el estudio distingue entre democracia como proceso 
electoral y democracia como ejercicio de la capacidad de gobier­
no (cómo gobernar con eficacia, eficiencia y efectividad).

Asimismo, es conveniente distinguir entre gobernabilidad y 
gobernación local. Tradicionalmente los estudios sobre democra­
tización en México le han concedido mayor importancia al fomen­
to de la gobernabilidad pero poca atención al estudio de las 
capacidades de gobernación en los municipios mexicanos; no obs­
tante, en la medida en que exista una gobernación eficaz se puede 
promover la gobernabilidad. Desde la perspectiva de Aguilar Villa­
nueva (2000), la gobernación, a diferencia de la gobernabilidad:

• No son sólo procesos electorales, sino ejercicio efectivo de 
gobierno.
• No son sólo decisiones del Ejecutivo, sino de las relaciones 
entre los poderes.
• No resulta sólo de las relaciones entre los poderes, sino de 
su relación con la sociedad.

�El municipio de Tijuana fue gobernado por cuatro administraciones del Partido Ac­
ción Nacional (pan) desde el año de 1989. El año pasado perdió la elección a alcalde obte­
niendo el triunfo el candidato del Partido Revolucionario Institucional (pri) Jorge Hank 
Rohn. En ambos casos se puede considerar que uno de los factores de la alternancia demo­
crática fue la incapacidad gubernamental para brindar resultados a la población de estratos 
populares en tales municipios.

�Baja California fue el primer estado gobernado por un partido de oposición en Méxi­
co en el año de 1989 bajo el gobierno del empresario Ernesto Ruffo Appel (pan).

�Ciudad Juárez también tuvo alternancia democrática en el 2004 luego de dos admi­
nistraciones locales del Partido Acción Nacional.

�La insatisfacción por la democracia en Baja California se ha reflejado en las últimas 
elecciones, en las que se presentó un abstencionismo de cerca del 65 por ciento de la pobla­
ción con derecho a votar.
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• No resulta sólo de las relaciones formales entre instituciones 
y la sociedad, sino de las prácticas reales y efectivas entre ellos.
• No es sólo la acción de gobierno, sino las acciones de los 
actores económicos y las relaciones entre los actores sociales.

Por lo tanto, a los gobiernos locales mexicanos de alternan­
cia democrática les ha faltado capacidad para resolver o reducir 
los problemas de sus comunidades, los cuales se han agudizado 
en los últimos años. Los problemas principales de la limitada 
gobernación en los gobiernos locales mexicanos son, entre otros, 
los siguientes: 

1. La falta de profesionalización de los funcionarios muni­
cipales. 
2. Bajo desempeño gubernamental. 
3. Aumento en el abstencionismo electoral (60 por ciento de 
la población no vota).
4. Inestabilidad de la democracia local mexicana.
5. Procesos de descentralización y escasas capacidades lo­
cales. 
6. Corrupción y escasa transparencia.
7. Escasa participación de la sociedad civil en procesos de 
toma de decisiones.
8. La ausencia de sistemas de planeación municipal. 
9. La ausencia de instrumentos de gestión para incorporar 
una visión integral del desarrollo local.
10. Aumento y mayor complejidad de los problemas públicos.

Otro ángulo de la gobernación local en el caso de los gobier­
nos fronterizos mexicanos es que éstos, además de gestionar su 
propia agenda local, tienen que afrontar problemas transfronte­
rizos con gobiernos locales de Estados Unidos, quienes cuentan 
con mayor capacidad de gobernación local en términos de insti­
tucionalización de políticas, desarrollo administrativo y, sobre 
todo, con mayor capacidad de gestión (Ramos, 2004). Esta in­
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fluencia externa podría ser un estímulo para que los gobiernos 
locales mexicanos mejoraran su capacidad de gobernación local, 
pero esto no necesariamente ha sucedido.

Por lo tanto, la agenda local se hace más compleja, lo que ha 
evitado que los gobiernos locales aprovechen las oportunidades 
de la cooperación transfronteriza con gobiernos locales estadou­
nidenses.



[17]

La capacidad gubernamental y la gestión intergubernamental  
ien los gobiernos locales en México son dos aspectos funda­

mentales para promover el desarrollo local. 
Tradicionalmente la literatura sobre gobiernos locales en 

México ha enfatizado las limitaciones de tales gobiernos para 
fomentar una gestión eficaz de los recursos y facultades mu­
nicipales. Entre los problemas generales (Cabrero, s/f) para el 
logro eficiente de las funciones de una administración muni­
cipal en México se encuentran, entre otros, los siguientes:

1. La fragilidad del marco normativo, donde la administración 
municipal transcurre en un escenario de insuficiencia y obsoles­
cencia de las leyes y reglamentos que rigen los municipios. Se 
han presentado avances, especialmente en aquellos municipios 
con más de 100,000 habitantes, en donde las crecientes deman­
das sociales han planteado la necesidad de una modernización 
de los gobiernos locales para promover mejores servicios públi­
cos y una mayor recaudación de ingresos.

2. La persistencia de sistemas administrativos obsoletos en muchos 
de los casos altamente improvisados y casi siempre inadecuados 
a la amplia agenda de asuntos municipales; esto genera ineficien­
cia y derroche de los escasos recursos disponibles. La ineficiencia 
administrativa es consecuencia de un deficiente sistema de ges­
tión, cuyos enfoques han evolucionado bastante en los últimos 
años pero no han logrado integrarse en la mayor parte de los 
municipios mexicanos a causa de una escasa profesionalización 
del servicio público.

Capítulo 1

Gobiernos locales en México:  
una agenda pendiente en desarrollo local
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3. La precariedad de sistemas de gestión de servicios públicos munici-
pales, los cuales no están técnicamente actualizados y suficiente­
mente extendidos para atender de forma adecuada –en cobertura 
y calidad– a la totalidad de usuarios. En este rubro se ha avanzado, 
considerando que una de las prioridades de los municipios mexi­
canos ha sido atender las demandas de servicios públicos; sin 
embargo, uno de los problemas estructurales es la inseguridad 
pública, cuya problemática se ha agudizado en la mayor parte de 
los municipios mexicanos a causa principalmente de un enfoque 
de gestión policial obsoleto (Ramos, 2006).

4. La falta de profesionalización de los funcionarios municipales, 
los cuales generalmente llegan a la administración municipal sin 
una experiencia o preparación previa, sin los conocimientos téc­
nicos necesarios y sin el espíritu y ética de servicio público de­
seable. Este es un rasgo que también se aplica a los funcionarios 
provenientes del sector empresarial. 

5. La ausencia de sistemas de planeación municipal que den una 
visión de mediano y largo plazos al desarrollo local. La visión de 
corto plazo sin evaluar las consecuencias de cada decisión, sin 
involucrar agentes no gubernamentales y sin tener clara una 
concepción integral de las acciones, es parte del escenario común 
de los municipios del país. En efecto, la ausencia de sistemas de 
planeación eficaces y con visión de impacto social ha provocado 
que el desarrollo local presente limitaciones en la mayor parte 
de los municipios mexicanos. El problema se sigue presentando 
en municipios de alternancia política, en donde se supondría 
una mejora en los sistemas de gestión para dar respuestas a los 
problemas locales. Sin embargo, en la medida en que dichos 
municipios reproducen los problemas de escasa profesionaliza­
ción, enfoques obsoletos de gestión y corrupción, condicionan 
el papel de la gestión pública para dar respuestas eficaces a los 
problemas locales. Como consecuencia, algunos municipios 
mexicanos repiten la alternancia política como producto de una 
deficiente administración y del desencanto social.

6. La ausencia de instrumentos de gestión para incorporar una vi-
sión integral del desarrollo local que permita concebir al municipio 
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como un agente promotor del desarrollo y parte de un proyecto 
regional, con actores diversos y recursos a la vez complementa­
rios y en competencia entre regiones del país. La visión del 
municipio como un ente aislado, que debe ser autosuficiente y 
único, ha generado ineficacia en sus políticas y debilidad en sus 
proyectos. Este problema es consecuencia de un limitado enfo­
que de gestión del desarrollo local por parte de los funcionarios 
locales y estatales. Es de destacar que a pesar de la divulgación 
teórica del papel estratégico de los municipios para el desarrollo 
nacional, esto no ha influido para un cambio sustancial en los 
procesos de toma de decisiones locales. Incluso, gobiernos lo­
cales de alternancia que se supone han promovido procesos de 
modernización local se enfrentan a un problema estructural 
de desarrollo social, porque su meta fundamental no ha sido el de­
sarrollo, sino el crecimiento local; o, en su defecto, dichos gobier­
nos reproducen políticas clientelares que no disminuyen la pro­
blemática social.

Se considera que el factor principal de los problemas ante­
riores es la limitada capacidad gubernamental para rediseñar la 
gestión local y, particularmente, generar procesos eficaces de 
planeación. En este marco, se justifica la necesidad de un nuevo 
enfoque de gestión en el ámbito local en México con la finalidad 
de optimizar recursos y generar resultados socialmente acepta­
bles que en su conjunto permitan el desarrollo. 

La necesidad de un cambio en el papel y en el enfoque de 
gestión del Estado, del gobierno y de sus administraciones en el 
ámbito local, es y será determinante, porque las condiciones de 
vida de la población mexicana siguen caracterizándose por la 
pobreza y una creciente desigualdad social. En tal sentido, según 
el Banco Mundial, en el periodo de 1992 a 2000 México registró 
un aumento de 0.9 por ciento en el nivel de pobreza extrema, 
aquellas personas que viven con menos de un dólar al día, mien­
tras que la distribución de los ingresos mejoró apenas en 1.4 por 
ciento. Cabe mencionar que en el año 2003 la economía mexi­
cana creció 1.4 por ciento, mejorando de manera notable al si­
guiente año cuando ésta se ubicó en 4 por ciento, pero cayó  
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a 3.1 por ciento durante 2005 y se prevé que podría ubicarse en 
3.6 por ciento en el 2006 (Banco Mundial, 2006b). 

Estas condiciones pueden determinar que se mantengan las 
condiciones de desigualdad social. De acuerdo con el Banco 
Mundial México requiere de una tasa anual de crecimiento eco­
nómico adicional de 2.1 por ciento para lograr una efectiva re­
ducción de la desigualdad social y así tener avances en la lucha 
contra la pobreza. En tal contexto, los municipios mexicanos 
tienen un papel fundamental para reducir la pobreza y con ello 
disminuir las desigualdades sociales.

Importancia de los procesos de cambio  
en el ámbito local

Uno de los grandes retos de los gobiernos locales en México es 
la generación de procesos de cambio que permitan promover y 
consolidar el crecimiento y el desarrollo con base en un equili­
brio entre competitividad y desarrollo. Esta meta no ha sido 
totalmente posible a causa de la ausencia de un pensamiento 
estratégico, sistemático y de impacto en el desarrollo. En tal 
sentido, en este apartado se describen algunos elementos que 
integran una metodología para la generación de proyectos estra­
tégicos en materia de desarrollo.

Esta metodología pretende propiciar el fortalecimiento mu­
nicipal a través de:

• Diseño e instrumentación de un proceso sistemático que 
facilite la ejecución de planes y programas de desarrollo.

El problema central es la dificultad de definir prioridades 
ante una diversidad de problemas de tipo social, económicos, 
políticos y de gestión a los cuales se enfrentan los municipios en 
la coyuntura actual. Estos problemas generalmente se han agu­
dizado ante una gestión y una política deficientes.

• Ampliación de bases fiscales y diversificación de fuentes 
financieras para sustentar proyectos.
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Desde una visión tradicional, la base financiera ha sido de­
terminante para la implantación de proyectos, sin embargo, las 
deficientes focalizaciones en materia de prioridades de desarro­
llo han determinado que los recursos no se optimicen, por lo 
cual el impacto ha sido, generalmente, la ausencia de desarrollo 
local. En tal sentido, es una prioridad estratégica que los gobier­
nos locales mexicanos promuevan una eficaz gestión financiera 
local en donde se equilibren la relevancia de unas finanzas pú­
blicas locales y el desarrollo.

• Fomentar una visión de largo plazo promoviendo que la 
sociedad se apropie de proyectos que trasciendan los perio­
dos gubernamentales.

La principal justificación para la generación de proyectos es 
que respondan a la creación de valor público, sin embargo, gene­
ralmente ha estado ausente tal criterio, lo que no ha permitido 
generar resultados socialmente aceptables para la comunidad. 
Esta ausencia explica el escaso impacto de los gobiernos locales 
para generar desarrollo, de ahí la importancia de la participación 
ciudadana en las distintas fases de los proyectos de desarrollo, y 
especialmente en aquellas que permitan la institucionalización 
de tal participación.

Una de las metas de esta iniciativa de fortalecimiento muni­
cipal es la que se orienta a proporcionar herramientas que per­
mitan a los funcionarios municipales:

• Identificar, evaluar y tomar decisiones para la selección, 
promoción y gestión de proyectos estratégicos.

Una de las dificultades en la generación de proyectos de 
desarrollo en el ámbito local es que puedan responder a la diver­
sidad de problemas que lo caracterizan. En los próximos años los 
proyectos deben de promover un equilibrio entre competitividad 
y bienestar, porque de lo contrario no se generarán los niveles de 
crecimiento que demanda la población. En tal sentido, los temas 
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de remesas, medio ambiente y de ordenamiento territorial ana­
lizados en este libro nos proporcionan una visión de la impor­
tancia de promover un equilibrio entre los temas de inversión y 
de desarrollo.

• Realizar propuestas de proyectos, claras y sustentadas, que 
faciliten el entendimiento y la participación de los distintos 
actores locales.

El sustento específico de los proyectos de desarrollo depende 
de que los actores concreticen sus prioridades bajo un equilibrio 
entre competitividad y desarrollo. En la práctica, la participación 
ciudadana se ha visto limitada por una cultura de gestión tradi­
cional que no incentiva tal participación porque no responde a 
una de sus prioridades; sin embargo, la promoción de la partici­
pación favorece la legitimidad institucional y, por rendimientos 
de los gobiernos, permite optimizar recursos ante su escasez. 

En suma, la propuesta de fortalecimiento municipal preten­
de generar un instrumento de fácil comprensión que:

• Proporcione un modelo conceptual del proceso de gestión 
estratégica.

Sus vertientes son el pensamiento, la dirección y la planea­
ción estratégica.

• Proporcione un modelo conceptual para la identificación 
de proyectos estratégicos.
• Los proyectos deben de promover un equilibrio entre com­
petitividad y desarrollo.
• Promueva la toma de decisiones sustentadas.

La toma de decisiones deriva de un diagnóstico eficaz en el 
cual se fundamenta la calidad de un proyecto acorde a sus di­
mensiones social, económica, financiera, cultural, política, de 
gestión y ambiental.
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• Promueva una gestión responsable e impacto social de 
proyectos.

Una gestión estratégica eficaz es la base para promover pro­
yectos con impacto social.

En suma, el fortalecimiento municipal se fundamenta en 
una metodología que permita: 

• Evaluar técnica, financiera, social y ambientalmente los 
proyectos.
• Emplear fuentes alternativas de financiamiento.
• Contar con esquemas de asociación pública-privada.
• Realizar las evaluaciones sobre los posibles impactos urba­
nos y ambientales.
• Priorizar y toma de decisiones entre dos o más proyectos.
• Dar seguimiento, control y ejecución a los proyectos (uabc 
y Sedesol, 2003).

Bajo este esquema, el fortalecimiento municipal se orienta a 
generar y consolidar una gobernabilidad en materia de desarro­
llo que implica entre otros aspectos:

Ejercicio de la autoridad política, económica y administrati­
va en todos los asuntos del desarrollo.

La base de la gobernabilidad es una gestión eficaz, eficiente 
y responsable que pretende responder a las principales deman­
das sociales.

La gobernabilidad en materia de desarrollo comprende to­
dos los mecanismos, procesos e instituciones a través de los 
cuales los ciudadanos y grupos:

• Articulan intereses.
• Ejercen derechos.
• Cumplen obligaciones. 
• Concilian diferencias.

Igualmente, la gobernabilidad en materia local se concibe 
como un proceso en el que las responsabilidades de las autorida­
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des locales y sus actores asociados son transformadas o incorpo­
radas en acciones con un alto sentido social.

Estos procesos implican, entre otros aspectos:

• Participación ciudadana.
• Organizaciones comunitarias.
• Sesiones de cabildo abiertas.
• Reglamentos. 
• Institucionalización de procesos y estructuras.
• Cumplimiento de metas de trabajo y gobierno. 
• Administración del ramo 33 (uabc y Sedesol, 2003).

El fortalecimiento municipal implica la generación, consoli­
dación y evaluación de proyectos estratégicos en materia de:

• Competitividad. 
• Crecimiento sustentable económica y ambientalmente.
• Visión de largo plazo.
• Participación ciudadana.
• Equidad.
• Transparencia.
• Desarrollo.

El fortalecimiento municipal en México se caracteriza por 
dos procesos centrales: 

Primero, la planeación, que implica: 

• Plan de desarrollo municipal. 
• Plan de desarrollo urbano.
• Prioridades. 
• Unidad de Protección Civil. 
• Reservas territoriales. 
• Mejoramiento ambiental y protección ecológica. 

Los avances en la modernización de los municipios mexica­
nos en los últimos años han permitido promover mayores pro­
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cesos de planeación en el ámbito local, sin embargo, esto no 
significa que los problemas locales se hayan reducido, no ha 
ocurrido así porque la variable determinante en los procesos de 
cambio y su impacto en la gestión pública se asocian a la capa­
cidad de gestión y de políticas públicas de los actores locales. En 
otras palabras, si bien es importante que los gobiernos locales 
cuenten con instrumentos de planeación y que generen planes, 
lo fundamental es que tales planes se puedan implementar y 
generen impactos sociales. La experiencia reciente en México 
nos indica que ha existido una deficiente implementación de 
planes que se asocia a una escasa profesionalización de los fun­
cionarios locales.

El segundo proceso se vincula a la profesionalización de los 
funcionarios:

1. Un amplio número de municipalidades continúan some­
tidas a decisiones tomadas por instancias estatales o federales 
como resultado de la visible debilidad de su estructura adminis­
trativa y de la deficiente formación profesional de sus integran­
tes. También es expresión de un centralismo que no se ha redu­
cido sustancialmente con la alternancia política del año 2000 ya 
que responde a un problema estructural.

2. Entre 1995 y el año 2000, el número de funcionarios 
creció alrededor de un 70 por ciento mientras persistían defi­
ciencias en los perfiles de funcionarios, existiendo a su vez una 
alta rotación de personal (García y Rivera, 2001).

El aumento del número de funcionarios es reflejo del proce­
so de descentralización y modernización que ha caracterizado a 
los municipios del país durante ese periodo. Un reto pendiente 
es que tal aumento de personal se asocie a un mayor fortaleci­
miento de las capacidades de los municipios, sin embargo, el 
problema de la rotación es producto de la ausencia de un servicio 
civil de carrera local.

3. Según la Encuesta Nacional sobre Desarrollo Institucio­
nal Municipal 2000, el 8.13 por ciento de los responsables de la 
seguridad y el 5.87 por ciento de los contralores internos del 
municipio no cuentan con primaria. En contraparte, sólo el 43 
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por ciento de los tesoreros tienen la licenciatura terminada, 
siendo éste uno de los puestos más delicados en la administra­
ción (García y Rivera, 2001).

Los bajos niveles de preparación académica en los muni­
cipios mexicanos es un problema estructural. En el transcur­
so de los años ha habido avances que reflejan una mayor 
participación de funcionarios con mayores niveles de prepa­
ración, especialmente los asociados a gobiernos identificados 
con el pan.

Es importante una mayor profesionalización, sin embargo es 
fundamental que los funcionarios adopten también criterios de 
mayor responsabilidad y ética profesional en el ejercicio de sus 
funciones. 

El perfil e impacto de los recursos humanos y de la infraes­
tructura en la gestión local es fundamental. Este proceso se 
compone de aspectos tales como: 

• Calificación de los funcionarios.
• Prioridades en capacitación. 
• Estructura administrativa. 
• Área de oficinas. 
• Material y equipo de oficina. 

En este proceso es fundamental la calificación de los funcio­
narios y sus prioridades de capacitación pues influye en el desem­
peño gubernamental. Tradicionalmente la calificación de los 
funcionarios mexicanos ha sido baja, lo cual ha condicionado la 
capacidad de la administración local para resolver los problemas 
de coyuntura y de largo plazo. 

4. En los últimos años se ha acentuado la participación de 
funcionarios con un perfil empresarial en el ámbito local.

Al interior de los municipios mexicanos existen tres grupos: 
a) municipios donde la extracción de sus funcionarios es neta­
mente del sector público; b) municipios que tienen un perfil de 
funcionarios con una mezcla sector público-sector privado; y c) 
municipios donde los equipos de trabajo provienen exclusiva­
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mente del sector privado. Este fenómeno nos habla de que los 
municipios pueden estar orientando sus gestiones hacia prácti­
cas de mercado, pues existen 19 casos de municipios cuyos 
mandos medios y superiores surgen totalmente del sector priva­
do contra 21 que provienen en su totalidad del sector público 
(García y Rivera, 2001).

Las racionalidades del ámbito empresarial y el público son 
distintas; de igual forma la búsqueda de valor público no es la 
meta esencial de una visión tradicional empresarial, por lo que 
es indispensable que tal enfoque se adopte en los ámbitos social 
y político que caracterizan la acción pública gubernamental o, 
en su defecto, generen un rediseño en función del enfoque de 
readministración (Bjur y Caravantes, 1997), en donde se consi­
dera importante un enfoque empresarial pero contextualizado 
en el ámbito de la acción pública. Un enfoque empresarial o 
público no es un problema esencial en la medida en que ambos 
puedan generar eficacia, eficiencia, impacto social, transparencia 
y sentido ético de la acción gubernamental.

Uno de los retos de los municipios es generar y consolidar 
procesos de largo plazo en donde se refleje tal visión en térmi­
nos de: 

Participación ciudadana

Participación en términos de sector empresarial y social susten­
tada en ciertos acuerdos básicos y que permitan la gobernabili­
dad y el desarrollo en los proyectos estratégicos.

Transparencia administrativa y decisoria

Una de las principales demandas en el ámbito local es la necesi­
dad de transparentar los procesos de toma de decisiones, espe­
cialmente en la definición de proyectos productivos; sin embar­
go, el problema estructural es que tradicionalmente los gobiernos 
locales han carecido de reglamentaciones que permitan transpa­
rentar sus procesos.
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Sustentabilidad ambiental y financiera

Los proyectos productivos deben de ser factibles en términos de 
sus objetivos, metas e impactos ambientales, financieros y socia­
les. Tal criterio es especialmente relevante considerando que 
generalmente los proyectos han carecido de tal orientación y por 
lo cual se ha condicionado su desarrollo.

En suma, la transparencia y la sustentabilidad son dos aspec­
tos fundamentales que permiten fundamentar el desarrollo y la 
competitividad.

Otras tendencias que caracterizan a los municipios mexicanos 
en términos de cambios en su gestión local son las siguientes:

La primera tendencia de cambio se asocia a una gestión 
moderna basada en la nueva gestión pública (ngp). Con base en 
Cabrero (2003), se estima que alrededor de la mitad de los go­
biernos locales en México se orientaban a programas asociados 
con la atención al usuario en trámites con la administración 
municipal y en la certificación en sistemas de calidad. También 
en esos municipios se integraba o coexistía otro proceso de re­
forma más amplio que buscaba fortalecer la democratización de 
la estructura municipal de gobierno, es decir, que promovía una 
nueva forma de gobernanza local; por ejemplo, integración de 
consejos ciudadanos en las decisiones del gobierno municipal. 
Estos cambios se pueden explicar en gran medida porque el per­
fil de los alcaldes es de mayor escolaridad y provenían del sector 
privado. Este perfil en la gestión local se manifiesta especialmen­
te en municipios del norte y centro del país (85 por ciento) y 
gobernados por el pan y el pri (Cabrero, 2003).

El segundo tipo de gestión se caracteriza por una reforma 
administrativa tradicional que se orienta a mejoras enmarcadas 
en una visión convencional de la administración; son municipios 
con una baja autonomía financiera y se manifiesta especialmen­
te en el centro y sur del país y en gobiernos del pri.

Finalmente, el tercer tipo de gestión local se caracteriza por 
una construcción administrativa elemental (mayor énfasis), la 
cual generalmente se presenta en municipios del centro del país. 
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En estos municipios el escenario futuro de la administración 
municipal mexicana se basaría en una paulatina adaptación de 
una reforma gerencial (Cabrero, 2003).

Estos rasgos generales de la gestión local reflejan avances y 
retrocesos; la modernización no se puede generalizar a todos los 
municipios mexicanos no obstante de que ha habido cambios 
administrativos. Sin embargo, siguen prevaleciendo problemas 
sociales que se han agudizado en el transcurso de los años, por 
tanto, la gestión local se enfrenta al reto de promover una mayor 
eficacia, eficiencia y transparencia, de lo contrario los problemas 
locales se agudizarán. 

Los elementos del problema:  
la inexistencia de sistemas de planeación

La vida municipal generalmente y en años anteriores se ha efec­
tuado en una dinámica de acción inmediata, alejada de la pla­
neación y la previsión. Esto evidentemente genera grandes pro­
blemas, sobre todo en lo que se refiere al ámbito urbano y 
ambiental, ya que los costos sociales y económicos asociados a 
este tipo de sectores son graves y muy frecuentemente irreversi­
bles. La evidencia de este problema se caracteriza, de manera 
general: 

De acuerdo con la Ley Nacional de Planeación todo muni­
cipio debe elaborar un plan, pero esto no se cumple en la mayo­
ría de los municipios del país. Sin embargo, el problema mayor 
se refiere al papel que juega el plan cuando éste existe: en gene­
ral el plan se realiza como un requisito burocrático, adopta un 
carácter muy general y no incluye objetivos claros. 

En algunos casos los planes, en efecto, han sido elaborados 
cuidadosamente, sin embargo tampoco así han podido conver­
tirse en un instrumento eficaz para la acción municipal. A me­
diados de los años noventa, sólo un 8 por ciento de los munici­
pios urbanos tenían un cumplimiento de planes por arriba del 
70 por ciento de lo previsto, el resto reconoce tener un nivel de 
cumplimiento muy por debajo de lo previsto (Cabrero, s/f)
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La ineficacia de los planes –cuando existen– puede también 
explicarse por el hecho de que en sólo 33 por ciento de los mu­
nicipios del país contaba con un área específica de planeación. 
Además, en sólo 23 por ciento se tenía también una actividad 
de evaluación y seguimiento (Cabrero, s/f), es decir, que en alre­
dedor de 70 por ciento de los municipios las administraciones 
municipales, al carecer de la función misma de planeación, difí­
cilmente pueden establecer una previsión mínimamente ordena­
da y secuenciada, ni en la asignación de recursos ni, por lo tanto, 
en la organización de un proyecto de gobierno. 

Se estimaba que en el 74 por ciento de los municipios no 
existía un reglamento de planeación, limitación que lleva al hecho 
de que en casi 60 por ciento de los municipios se reconocía no 
tener ningún mecanismo de integración de la participación ciu­
dadana en la precaria actividad de planeación. Cuando existe, el 
plan se realiza muy frecuentemente con la ayuda del nivel estatal 
de gobierno, es decir, se busca tener un documento “correcta­
mente escrito” más que un instrumento de acción que resulte de 
una integración de las expectativas de los actores municipales 
(Cabrero, s/f). En otros casos, el instrumento se concibe como 
un requisito para obtener el financiamiento del gobierno estatal 
o federal, con lo cual no tiene ningún impacto para promover el 
desarrollo. 

La alternancia política de 2000 no disminuyó sustancial­
mente la limitada planeación en los municipios mexicanos. Por 
ejemplo, se tiene el caso del municipio de Tijuana, Baja Califor­
nia, que después de cerca de cuatro administraciones locales 
gobernadas por el pan ascendió en el 2004 un gobierno del pri 
a cargo de un empresario político con nula experiencia en la 
administración pública. Como consecuencia, el impacto general 
en el campo de la gestión pública se puede caracterizar de la 
siguiente manera:

• Ascenso de políticos en la administración.
• Nula implementación de nuevos esquemas de gestión 
pública.
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• Los sistemas de planeación a cargo de políticos de segunda 
categoría.
• Nula planeación con enfoque estratégico.
• Nulo papel de los institutos de planeación local.
• Escasa profesionalización del servicio público.
• Constantes cambios de funcionarios de mandos princi­
pales.
• Aumento de sueldos sin indicadores de desempeño.
• Limitada transparencia local.
• Los problemas locales se han agudizado.
• Escasa gestión y cooperación intergubernamental en los 
temas estratégicos locales.

Como se puede ver –a manera de introducción– el panorama 
de la planeación municipal en México es muy precario, aunque en 
los últimos años algunos gobiernos locales han promovido algu­
nos procesos de modernización (Cabrero, 2003). Sin embargo 
también se observan en el otro extremo nuevos problemas: algu­
nos municipios urbanos han incorporado sistemas de planeación 
estratégica altamente flexibles y dinámicos, lo que evidentemente 
supera el problema de la elaboración burocrática del plan, lo hace 
más útil y permite tener una visión de largo plazo sobre la acción 
inmediata de la administración municipal (Cabrero, 2003). El 
problema que se comienza a observar es el de una tendencia a 
privilegiar en el proceso de planeación la opinión y preferencias 
sólo de determinados grupos; de ahí la importancia de buscar 
sistemas de planeación que generen equilibrios, al menos en la 
captación de preferencias de los ciudadanos, y de evitar el surgi­
miento de sistemas de planeación técnicamente interesantes pero 
políticamente cerrados a buena parte de la población que, al igual, 
cuentan con dificultades para llevarlos a la práctica. 

El problema estructural es la persistencia de una cultura 
política y de gestión que no permite generalizar los cambios al 
conjunto de la administración local, situación que explica la esca­
sa legitimidad por rendimientos de las administraciones locales, 
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y que conlleva una constante alternancia política local en detri­
mento de los ciudadanos que no ven una disminución de los 
principales problemas sociales. 

Poco se ha reconocido al nivel municipal de gobierno como 
aquél prioritariamente preocupado y responsable del desarrollo 
local, esta tarea ha sido asumida en algunos casos por agencias 
gubernamentales federales y más frecuentemente por los gobier­
nos estatales. Si bien por su fragilidad el nivel municipal ha esta­
do poco preparado para asumir esa función, también es cierto 
que pocos espacios se le han permitido asumir en este sentido. 
En ese contexto, adquiere importancia la capacidad, la visión y el 
liderazgo de los alcaldes para incentivar una política de desarrollo 
local bajo tres vertientes de gestión centrales: una gestión interor­
ganizacional, una gestión de los actores públicos, privados y so­
ciales, y la gestión intergubernamental, respectivamente.

El nuevo contexto en lo económico, en lo político y en lo 
social refleja que en México los gobiernos locales deben asumir 
una gran responsabilidad en el desarrollo. Se reconoce que buena 
parte de las fallas del desarrollo se deben a que éste ha querido 
ser encauzado desde arriba sin entender las dinámicas microrre­
gionales; sin embargo es muy frecuente que tampoco los gobier­
nos locales hayan entendido esto. Como consecuencia, los es­
quemas de gestión intergubernamental, que son la esencia de las 
políticas de competitividad y desarrollo en el ámbito local, no se 
pueden implantar, lo que disminuye la posibilidad para que los 
municipios puedan tener una mayor presencia en las políticas de 
desarrollo. 

Desde la perspectiva de Cabrero (s/f) hay evidencia de las 
dificultades para que los municipios mexicanos asuman un ma­
yor protagonismo en el desarrollo local:

Los recursos económicos con los que cuentan la mayoría de 
los municipios del país dificultan una mayor presencia en pro­
yectos de desarrollo: más del 70 por ciento de estos municipios 
canalizan casi 80 por ciento de sus recursos al pago de nómina, 
por lo que, los márgenes para llevar a cabo proyectos de inver­
sión para el desarrollo son prácticamente inexistentes, pues este 
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tipo de proyectos requieren muy frecuentemente recursos impor­
tantes (Cabrero, s/f). Sin embargo, si los municipios contaran 
con una mayor visión buscarían alternativas locales, regionales, 
nacionales o internacionales para la búsqueda de financiamientos 
para el desarrollo. Ejemplo de instancias para tales propósitos es 
la Coordinación de Gestión Financiera del municipio de Tijuana 
creada durante la administración local (2004-2007) del alcalde 
Jorge Hank Rohn. Estas instancias son relevantes en la medida 
en que efectivamente logran sus propósitos y sí logran articular­
se con los planes de desarrollo local; de lo contrario, el papel de 
esas instancias tendría un impacto particular.

La tradición de los gobiernos locales en México es la de 
buscar la autosuficiencia para así lograr la autonomía. Cualquier 
instancia de coordinación con otros gobiernos municipales gene­
ra el temor de pérdida de autonomía, de igual forma, cuando se 
lleva a cabo algún proyecto en coordinación con el ámbito esta­
tal se hace por subordinación política más que por interés de 
generar redes de acción regional (Cabrero, s/f). De esta manera 
se ha limitado el desarrollo de esquemas de gestión interguber­
namental en el diseño e implantación de políticas locales, lo cual 
resulta contradictorio considerando que tales esquemas de gestión 
son determinantes para la supervivencia de los municipios mexi­
canos, especialmente en materia de desarrollo social, desarrollo 
económico e infraestructura. La ausencia de un enfoque intergu­
bernamental sólo refleja la ausencia de una gestión estratégica y 
de gestión política para promover el desarrollo local.

La realidad internacional muestra que es por la vía de la 
interacción y construcción de redes de cogestión y cofinancia­
miento –a partir de un enfoque de gobierno multiniveles– como 
se puede fortalecer el desarrollo local y no por la vía de la bús­
queda de autosuficiencia. Este desinterés por crear instrumentos 
y redes de gestión del desarrollo es difícil de erradicar ya que 
está instalado en la cultura misma de la acción gubernamental. 
No bastará, por tanto, con crear los instrumentos, el problema 
es generar un cambio en las tradiciones locales, al igual que la 
capacidad de gestión para llevarlos a la práctica. De ahí la nece­
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sidad de que los gobiernos cambien su cultura política y de 
gestión con la finalidad de promover el desarrollo local.

Por lo antes expuesto, se considera que el papel del Estado, 
el gobierno y la administración pública sigue siendo importante 
para orientar, corregir y rediseñar procesos de toma de decisio­
nes orientados a promover el desarrollo y la planeación. El pro­
blema radica, entre otros factores, en que su bajo desempeño, 
sus limitaciones de capacidad y escasa experiencia en gestionar 
intergubernamentalmente han provocado que no cumpla sus 
objetivos y metas de desarrollo local o regional.
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Este capítulo analiza el papel de la gestión local para promo- 
iver la participación ciudadana bajo un enfoque de gestión 

estratégica asociada. Este enfoque es una de las opciones para 
promover el desarrollo local� en un marco en donde generalmen­
te el gobierno y las organizaciones civiles mexicanas han tenido 
diferencias ideológicas y sociales y, sobre todo, respecto a cómo 
concebir e implementar el desarrollo local.

Este capítulo sustenta el argumento de que si bien la parti­
cipación ciudadana, a través de organizaciones civiles y la socie­
dad en general, se ha incrementado en las entidades locales y 
estatales mexicanas (Bazdresch, 2003), ha tenido dificultades 
para poder incidir en la gestión y en las políticas de desarrollo 
local. El problema central lo atribuimos a que generalmente los 
gobiernos locales en México no han adoptado e institucionaliza­
do un enfoque de gestión estratégica asociada� porque mantie­
nen una administración tradicional, en donde predomina el 
control y el énfasis en la autoridad gubernamental.

*Este capítulo contó con el apoyo de Marcela Reyes, profesora de la Facultad de 
Ciencias Sociales y Políticas, uabc.

5El objetivo del desarrollo local es reforzar la capacidad de una zona concreta para 
buscar de forma autónoma su propia vía de desarrollo. Así, se crea un entorno favorable al 
desarrollo utilizando las características y riquezas de cada territorio. Por lo tanto, la fuerza 
de las iniciativas locales depende de la aplicación de un conjunto de elementos: la dimensión 
económica y social, la intervención pública y la iniciativa privada y las tecnologías más 
avanzadas, entre otros.

�El enfoque plantea una alianza estratégica entre gobierno y sociedad civil u organis­
mos civiles. Su propósito central consiste en generar beneficios e impactos sociales en tér­
minos de bienestar y calidad de vida mediante la adopción de un enfoque proactivo y sus­
tentado en los consensos con distintos actores.

Capítulo 2

Gestión estratégica asociada  
de la participación ciudadana*
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En otros casos, cuando han adoptado elementos de la nueva 
gestión pública (Cabrero, 1998 y 2003), su interpretación no es 
la adecuada, provocando que la implantación del enfoque pre­
sente limitaciones para promover la participación ciudadana 
local. Como consecuencia, los procesos de democratización local 
que se han manifestado en México desde los años noventa� no 
necesariamente han promovido una participación ciudadana 
efectiva� en el sentido de fortalecerla para incentivar proyectos 
comunitarios y en general de desarrollo local. El impacto princi­
pal del avance democrático nacional ha sido generar conciencia 
de la relevancia de la participación ciudadana (Merino, 1994; 
Guillén, 1996; Regalado y Ramírez, 2003). 

La aseveración anterior no descarta que los gobiernos lo­
cales mexicanos –de cualquier filiación ideológica– hayan im­
plantado formas de participación ciudadana bajo una gestión 
tradicional. Sin embargo, tales políticas no necesariamente han 
promovido el fortalecimiento ciudadano en materia de desarro­
llo, y especialmente que hayan coadyuvado en la disminución 
de los problemas de inseguridad pública, desempleo, drogadic­
ción, entre otros.

En años recientes varios gobiernos locales mexicanos han 
modernizado su administración con la adopción de elementos 
de la nueva gestión pública (Cabrero, 2003). Uno de los impac­
tos de esos cambios ha sido que no necesariamente se ha reformu­
lado la relación con la sociedad civil mediante la creación de 
mecanismos efectivos de participación ciudadana. Esto ha suce­
dido porque, contradictoriamente, la adopción de nuevos enfo­
ques de gestión ha provocado que los procesos de democratiza­
ción local se hayan limitado (Cabrero, 2003).

�El debate académico de principios de los noventa en México fue la democratización, 
pero este proceso no necesariamente ha impactado en una mayor capacidad de gobernación 
y de articulación con la sociedad civil en proyectos de desarrollo local. Véanse Aguilar 
(2000), Mizrahi (1995), Ward (1998) y Regalado y Ramírez (2003).

�Un ejemplo que se consideró exitoso en términos de promover la participación social 
en proyectos comunitarios fue el Programa Nacional de Solidaridad; sin embargo, en el 
transcurso de los años se puso de manifiesto que tal programa no promovió el desarrollo 
comunitario con una perspectiva de largo plazo, al igual que tampoco estableció las bases 
para sustentar una gestión asociada en materia de desarrollo local.
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Entre las causas que explican la desvinculación entre demo­
cratización local y participación ciudadana en el caso mexicano 
se encuentra la adopción de un enfoque de gestión tradicional 
o nuevo (gerencial) en las autoridades mexicanas, pero desvincu­
lado de la sociedad, lo que se puede explicar debido a una inter­
pretación errónea del enfoque y a una cultura tradicional de 
gestión y política de parte de las autoridades.�

Los alcances de la promoción de la participación ciudadana 
a través de organizaciones civiles u otras instancias ciudadanas 
también se atribuye, desde un plano general, a que el Estado 
mexicano no se ha renovado en términos de cambiar su enfoque 
de gestión para promover una efectiva participación ciudada­
na.10 En otros casos, las propias organizaciones civiles reprodu­
cen los vicios de una cultura de gestión tradicional (corrupta, 
clientelar, paternalista, etcétera), con lo cual, en ambos sentidos 
(gubernamental y social), no es posible promover una gestión 
asociada efectiva en materia de desarrollo local.

Estado, participación ciudadana y desarrollo

En los últimos años se ha experimentado una serie de procesos 
sociales, políticos e institucionales que han promovido una ma­
yor participación ciudadana en el ámbito local, nacional e inter­
nacional. 

En el ámbito internacional son distintas las experiencias de 
participación ciudadana promovidas tanto por gobiernos como 
por la sociedad civil (Gomá y Font, 2001; Gomá y Rebolledo, 
2001 y Giménez, 2002). Entre los instrumentos que se han 
implantado en el plano internacional se encuentran: los meca­
nismos de base asociativa, relacionados básicamente con los 
consejos territoriales; los mecanismos deliberativos de base 

�Entre los ejemplos en donde se puede apreciar que un gobierno no cambia su enfo­
que de gestión de la participación ciudadana en términos de control y clientelismos está 
el caso de los comités vecinales de participación ciudadana en el Distrito Federal, especial­
mente durante el periodo de 1990 a 2001. Véase Martínez (2002).

10Para un mayor análisis sobre la importancia de una concepción ciudadana en el Es­
tado véase a Oszlak (1997). 
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personal, y los mecanismos de base directa (referéndum) (Gomá 
y Font, 2001). 

El debate internacional sobre los gobiernos locales y parti­
cipación ciudadana se ha centrado fundamentalmente en temas 
tales como redes participativas, planificación participativa local, 
planes estratégicos y gobierno local, presupuestos participati­
vos, desarrollo y sustentabilidad, políticas públicas y agenda 
local y, por último, equipamiento de servicios (Gomá y Font, 
2001). Estos temas han sido incorporados de manera marginal 
en el análisis como en la práctica de las organizaciones civiles en 
México. 

Dos contextos han promovido la participación ciudadana en 
un marco general: por un lado la liberalización y, segundo, los 
avances en la democratización. La promoción de tal participa­
ción de parte de los gobiernos locales mexicanos ha sido hetero­
génea y con impactos distintos. Como práctica general sigue 
predominando lo que Aguilar (1997) ha denominado una polí­
tica sin ciudadanos y una administración “sin público”, o que no 
es pública, porque no considera las demandas o propuestas de 
los ciudadanos.11 

En este punto se ha manifestado un desfase de la gestión 
local en México, es decir, una administración que generalmente 
se ha justificado porque es autoridad, elegida democráticamente, 
pero que no se ha legitimado por su buen desempeño guberna­
mental (Bañón y Carrillo, 1997) y, por tanto, no ha respondido 
a las expectativas y demandas de los ciudadanos.12 

En América Latina recientemente ha tomado relevancia la 
legitimidad por rendimientos como una nueva forma de conce­
bir el ejercicio de gobernar y gestionar los asuntos públicos 
(clad, 1998). Es de tal importancia este tema que las democra­
cias emergentes se enfrentan al reto de promover gobiernos efi­

11Este planteamiento no se puede generalizar a todos los gobiernos locales mexicanos. 
El indicador general de la ausencia de una política pública nacional se aprecia en el aumen­
to de la pobreza en los últimos 10 años.

12Un indicador de esta falta de legitimidad institucional es el aumento del abstencio­
nismo electoral, tanto en elecciones federales como estatales y locales en México en los úl­
timos años.
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caces y transparentes;13 es decir, la política o condiciones de 
gobernabilidad son importantes, pero para mantenerla se requie­
re de gobiernos eficaces.

La administración pública en países como México tiene 
pendiente adoptar un enfoque en el cual el público ciudadano 
deje de ser un objeto y destinatario de la acción de gobierno 
para convertirse en un sujeto activo que interviene en el plan­
teamiento y solución de los problemas sociales. La participación 
ciudadana no se concibe como una actividad política marginal, 
por el contrario, en tal perspectiva es algo sustentador y sus­
tantivo del Estado –republicano– y estructurante de la forma 
de gobierno democrático, donde se consuma la calidad univer­
sal de ser ciudadano (Aguilar, 1997). 

Algunos gobiernos locales mexicanos han adoptado elemen­
tos de la llamada nueva gestión pública (Cabrero, 2003) pero 
mantienen un enfoque tradicional en la promoción de la parti­
cipación ciudadana. Esta contradicción se explica porque se han 
introducido elementos o conceptos técnicos del nuevo enfoque 
de gestión, pero la cultura política y de gestión de los funciona­
rios mexicanos no ha cambiado. 

Aquí se manifiesta un problema central de la gobernación en 
países de América Latina: cambia la conceptualización de cómo 
administrar en términos de técnicas y procedimientos para ge­
nerar eficiencia, pero los valores tradicionales del ejercicio de la 
responsabilidad pública, como es el servir y atender las deman­
das sociales, no existen o se ven marginados a causa de la inep­
titud, corrupción, nepotismo, ineficiencia y falta de transparen­
cia de los funcionarios.14 Estos valores los conceptualizamos 
como parte de la cultura de gestión pública. 

En cambio, los valores de la cultura política los asociamos 
básicamente a promover una gestión política, y particularmente 
los consensos y una gestión interorganizacional, al igual que a 

13Este tema lo desarrolla ampliamente Dror (1996).
14No se pretende generalizar tales rasgos al conjunto de los funcionarios públicos 

mexicanos.
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promover la democratización y específicamente la participación 
ciudadana en los procesos de toma de decisiones. 

La cultura de gestión y la cultura política representan valores 
esenciales de la gobernación democrática. Estos valores son im­
portantes para promover una gestión pública hacia el desarrollo 
y, fundamentalmente, la calidad en las instituciones de gobierno. 
Tales valores, según Fukuyama (2004), son producto de la edu­
cación, del liderazgo y de la interacción con otras sociedades, lo 
que explica los valores profesionales de transparencia y rendición 
de cuentas.

La importancia de los factores culturales en la calidad de 
las instituciones se puede contextualizar bajo la experiencia 
de los estados de Asia oriental: 

(sus) instituciones eran de mayor calidad en comparación 
con Latinoamérica, lo que conformaba un factor importante 
para explicar su mayor rendimiento económico. El factor 
determinante de tal calidad institucional se atribuye al arrai­
go de una tradición burocrática mandarina específica en 
cada país, que se remontaba a años anteriores (Fukuyama, 
2004). 

Aquí se aprecia la importancia de los factores sociales y cul­
turales en la construcción y en la calidad de las instituciones.15

Cambios en las tendencias  
de la administración pública

Los objetivos y reformas del cambio gubernamental han carac­
terizado al proceso de modernización y reforma del Estado 
desde los años ochenta (Prats, 1992), pero su impacto ha sido 
más particular en países desarrollados. En estos casos, se han 

15No se pretende hacer una comparación entre América Latina y los países asiáticos. 
Asimismo, se considera que los factores culturales no son determinantes del cambio econó­
mico de un país, pero sí uno de los factores influyentes de tal cambio. Para un mayor aná­
lisis del papel de los valores culturales para promover el desarrollo en América Latina véase 
a Kliksberg (2004).
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promovido cambios en los procesos de toma de decisiones, los 
cuales han mejorado las condiciones de vida. 

En los países en desarrollo la tendencia ha sido la contra­
ria: los estados generalmente se han marginado de las políti­
cas de bienestar social y, aunque han cambiado ciertos aspec­
tos de la gestión, han sido insuficientes para promover el 
desarrollo. Como consecuencia, el fomento del bienestar so­
cial es uno de los problemas más importantes para estos paí­
ses (Sojo, 2003).

El cambio de la administración pública en el plano inter­
nacional ha oscilado entre dos procesos: por un lado, la estruc­
tura y proceso de gobierno (naturaleza pública), cuyos aspec­
tos centrales han sido la democratización del régimen y la 
necesidad de fomentar un estado de derecho (la ley esencial 
para la coordinación y convivencia social). El segundo proceso 
se asocia al ejercicio profesional y como disciplina, cuyo rasgo 
esencial es la capacidad administrativa (gerencial) y que ha 
incluido dos características básicas: medidas de ajuste y equi­
librio presupuestario para superar la crisis fiscal, y capacidad 
de respuesta a las demandas sociales por bienes, servicios y 
oportunidades.

La recuperación y reactivación de la naturaleza pública ciu­
dadana de la administración está sujeta, entre otros factores, a 
valores de cultura de gestión: la legalidad, transparencia, ren­
dición de cuentas y sentido social de la acción gubernamen­
tal. Estos valores tienen implicaciones sociales en el sentido de 
que son el sustento cultural de una gestión asociada. El elemen­
to central es la legalidad de la actuación gubernamental que, 
vinculada al estado de derecho, representa el marco legal e ins­
titucional de la acción gubernamental y de los ciudadanos. En 
cambio, la transparencia de los procesos de toma de decisiones 
es determinante en la reformulación de las relaciones con los 
ciudadanos. 

El Estado y sus políticas gubernamentales no pueden re­
novar su gestión si sus procesos no son transparentes y ape­
gados a la legalidad: todo Estado moderno y que se conciba 
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como democrático debe rendir cuentas de sus actos de gobier­
no, debe ser responsable de sus decisiones y corresponsable 
con el resto de los actores sociales. La falta de rendición de 
cuentas ha sido uno de los problemas estructurales de la go­
bernación mexicana. 

En resumen, la legalidad, la transparencia y la rendición de 
cuentas son valores de gestión de todo gobierno democrático. 
Su impacto central es promover una mayor corresponsabilidad 
social.

Los desafíos del Estado en la coyuntura actual

La adopción de un enfoque de gestión asociada no ha sido 
totalmente posible en los gobiernos locales mexicanos porque se 
sigue manteniendo una perspectiva tradicional de la administra­
ción pública que no ha logrado superar su enfoque normativo, 
autoritario y de control. Esta situación ha sido en parte produc­
to de que el Estado mexicano tiene limitaciones en su capacidad 
institucional y administrativa para renovarse y, sobre todo, por­
que ha tenido problemas para diseñar e implementar políticas 
con una perspectiva social.

El actor central es el Estado y su capacidad y calidad insti­
tucional para gestionar la gobernación con un sentido público y 
social, por ello el análisis de las funciones, las capacidades y los 
ámbitos de legitimidad de los gobiernos es un tema fundamental 
en el análisis del Estado. De ahí que resulte de interés la interro­
gante planteada por Fukuyama (2004) en el sentido de, ¿por qué 
en la mayoría de los países en desarrollo los estados son dema­
siado débiles y no demasiado fuertes? 

Desde la perspectiva de este libro, un Estado fuerte se 
concibe como aquel que cuenta con la capacidad institucional 
y de gestión para solucionar los problemas nacionales, median­
te el rediseño de sus enfoques de administración y de sus po­
líticas, logrando con ello un mayor desempeño gubernamental 
y generando beneficios sociales. En tal planteamiento está 
presente una articulación entre gestión, política e impacto 
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social, porque de antemano el referente conceptual es la bús­
queda del interés social, del ciudadano. Esta articulación se 
contrapone a una noción en la cual los enfoques de gestión y 
de política cambian o se vuelven más técnicos pero no generan 
valor público, es decir, beneficios sociales para el conjunto de 
los ciudadanos. 

Desde la perspectiva de Fukuyama (2004), “la fuerza del 
poder del Estado o la capacidad de los estados para programar y 
elaborar políticas y aplicar las leyes con rigor y transparencia, 
equivale a lo que se denomina hoy en día «capacidad estatal o 
institucional». Sus elementos principales son la capacidad de 
elaboración y ejecución de políticas y de promulgación de leyes, 
administración eficaz con la mínima burocracia, control del so­
borno, la corrupción y el cohecho, mantenimiento de un alto 
nivel de transparencia, rendición de cuentas en las instituciones 
públicas y cumplimiento de leyes.

Desde finales de los ochenta y hasta principios de los noven­
ta, las cuestiones referentes a la capacidad del Estado y a la 
construcción del mismo brillaron por su ausencia en el debate 
político internacional (Fukuyama, 2004). Es decir, durante esos 
años el planteamiento común era la ausencia de Estado, porque 
se concebía como un obstáculo para el desarrollo de la libre em­
presa; sin embargo, los resultados de las políticas del Consenso 
de Washington para los países en desarrollo determinaron la 
necesidad de reconsiderar tales recomendaciones enfatizando un 
papel central y eficaz del Estado para promover el desarrollo. 
Estas recomendaciones fueron consideradas en algunos países, 
pero en el caso de México se considera que existen aún dificulta­
des para abordar los problemas nacionales junto con políticas de 
Estado, en las cuales éste debe desempeñar un papel estratégico 
y transparente.

El cambio en la concepción del Estado mexicano que se 
propone existirá en la medida en que se reforme, pues gran par­
te de las deficiencias del país en la coyuntura actual se deben a 
que el Estado no se ha reformado para adaptarlo a los problemas 
sociales que se han agudizado en los últimos 20 años. Es decir, 
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ante la desigualdad, el desempleo y la inseguridad, el Estado 
mexicano debe asumir un papel importante y estratégico según 
términos de Dror (1997); para ello es fundamental “reinventar 
la administración: hacer el Estado más eficiente y sensible” (Sti­
glitz, 2002).

Un ejemplo del cambio del Estado lo sustenta el propio 
Stiglitz al concebir que “los gobiernos del este asiático adopta­
ron medidas activas para asegurar que el crecimiento beneficiara 
a la sociedad, mediante reducción efectiva de las desigualdades 
salariales e incrementando las oportunidades educativas”.16 Es­
tas políticas son resultado de estados eficaces y con una concep­
ción más social, lo que incide en una gobernación eficaz y en el 
desarrollo. El desarrollo, según Stiglitz, consiste en “transformar 
las sociedades, mejorar las vidas de los pobres y que todos ten­
gan oportunidades y acceso a la salud y educación”.17

Gestión estratégica, valor público  
y participación ciudadana

En este apartado se examinan algunos antecedentes generales 
de la llamada nueva gestión pública y en particular de la gestión 
estratégica (Moore, 1998), las cuales fundamentan la capacidad 
de los gobiernos locales para promover la participación ciudada­
na en materia de desarrollo. 

Este tema es relevante porque los gobiernos locales en Méxi­
co se enfrentan a la necesidad de promover reformas administra­
tivas pero que tengan un alto contenido social. Tal meta se podrá 
alcanzar en la medida en que los gobiernos locales se rediseñen 
mediante el cambio en sus paradigmas y superen sus limitacio­
nes en sus valores de gestión respectivamente. 

La nueva gestión pública parte del supuesto de que las bue­
nas organizaciones son aquellas en las que el conjunto de redes 

16Igualmente véanse los planteamientos sobre la capacidad institucional en el caso de 
esos países por parte de Fukuyama (2004).

17Para un mayor análisis de los retos pendientes de las políticas públicas en materia de 
desarrollo y disminución de la pobreza en América Latina véase Sojo (2003).
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de dependencia funciona bien; es decir, con eficiencia en el ejer­
cicio de los fondos públicos, con eficacia en la interacción con 
agentes y agencias externos, y con legitimidad en la prestación 
del bien o servicios que produce (la satisfacción al cliente y la 
rendición de cuentas) (Barzelay, 1992). 

El enfoque deriva de las dos tendencias en la administración 
pública contemporánea que se han descrito con anterioridad: la 
revalorización de la naturaleza pública del gobierno y de la ad­
ministración, y la renovación de la capacidad administrativa del 
gobierno y de la administración pública (Aguilar, 2002). 

La gestión estratégica representa un salto cualitativo hacia el 
entorno en busca de promover un mayor valor para los ciudada­
nos y su comunidad, es decir, crear valor público (Moore, 1998). El 
sector público genera valor al proveer a la sociedad de determi­
nados bienes y servicios que el sector privado no puede producir; 
especialmente crea valor en la manera como produce dichos 
bienes, es decir, a través del diálogo comunitario, la participación 
social y el respeto a los valores constitucionales y democráticos 
(Moore, 1998: 16).

El enfoque de gestión estratégica parte del supuesto de que 
los directivos públicos pueden ser más útiles a la sociedad si 
cuentan con la iniciativa de buscar y aprovechar nuevas opor­
tunidades para promover beneficios sociales mediante una ges­
tión adecuada, es decir, si los gobiernos locales tienen la capa­
cidad de crear resultados socialmente aceptables para la 
comunidad. 

Un elemento fundamental de la gestión estratégica es la 
imaginación gerencial en el diseño e implantación de la gestión. 
Sus principios básicos, acorde con Moore, son: 

a) nuevas demandas no se deben de ver como un problema, 
sino como una oportunidad; 
b) reposicionar y adaptar a las organizaciones para satisfacer 
nuevas necesidades;
c) no garantizan la continuidad de las organizaciones, sino 
tratan de cambiar lo que hacen y cómo lo hacen, por último 
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cuestionarse continuamente el valor de las actividades públi­
cas, lo que favorece la tendencia a ser proactivos y creativos.

Las condiciones para desarrollar un enfoque útil del valor 
público desde el enfoque de la gestión estratégica se asocian a 
una reflexión sustantiva sobre lo que es valioso para los ciuda­
danos y eficaz (eficiencia administrativa y calidad); un diagnós­
tico de las expectativas políticas (de los distintos actores) y un 
análisis detallado de lo que es viable operativamente (factibili­
dad organizacional en términos de sus capacidades para promo­
ver el desarrollo). 

El problema estructural es cómo concebir una nueva forma 
de pensar el papel de la ciudadanía bajo esquemas de gestión 
tradicional y que generalmente no han atendido las demandas 
de los ciudadanos. 

Un gobierno local en materia de promoción de la participa­
ción ciudadana sería valiosa si, y sólo si, cuentan con los siguien­
tes criterios:

Criterios para promover participación social

• Aprovecha las oportunidades para desarrollar su misión 
(contribución al desarrollo, participación ciudadana y promo­
ción de las capacidades sociales, y en general del conjunto de 
actores del desarrollo local).
• Se adapta a circunstancias cambiantes (para estimular las 
capacidades distintas de los actores sociales; entorno interno 
y externo).
• Aprovecha sus competencias para producir nuevas cosas 
valiosas para los ciudadanos (mayor legitimidad por desempe­
ño con los mismos recursos presupuestales).

Fuente: Aguilar (1997).

La adaptación de la propuesta conceptual de gestión estra­
tégica de Moore (1998) al contexto de los gobiernos locales 
mexicanos implica fundamentalmente un cambio cultural e ins­
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titucional para que la toma discrecional de decisiones de los 
funcionarios sea responsable socialmente y no se generen oscu­
rantismos y corrupción. Para incrementar la responsabilidad de 
los funcionarios se necesita de una conducción ética, de una 
nueva cultura de gestión y de diálogo con la comunidad para 
crear valor público. 

El enfoque de Moore es importante porque expone una filo­
sofía de la gestión pública, es decir, la idea de lo que los ciuda­
danos deben esperar de los gestores públicos, las responsabilida­
des éticas (el ejercicio de la discrecionalidad en la toma de 
decisiones) que asumen al tomar posesión de su cargo y lo que 
constituye una ejecución íntegra. En segundo lugar, establece la 
relevancia de los esquemas de diagnóstico para guiar a los gesto­
res en el análisis del contexto en el que operan y calibrar el po­
tencial para llevar a cabo una acción efectiva. Finalmente, iden­
tifica tipos de intervención que los gestores pueden realizar para 
explotar el potencial del contexto político y organizativo con el 
fin de crear valor público.

Valor público  
y participación ciudadana

La articulación entre gestión local y participación ciudadana 
es fundamental para promover la legitimidad gubernamental; 
sin embargo, la participación ciudadana, para concebirse como 
tal y generar valor público, debe de contar con una serie de con­
diciones que generen beneficios para las comunidades, éstas se 
asocian a los siguientes aspectos:

• La participación ciudadana rebasa los procesos electorales. 

Generalmente se piensa que la ciudadanización de los pro­
cesos electorales es uno de los aspectos más importantes de la 
democracia, sin embargo, cuando los valores de la cultura polí­
tica no existen o presentan limitaciones, en términos de trans­
parencia, rendición de cuentas y equidad, no generan legitimi­
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dad social, de ahí que resulte fundamental el cambio o la 
renovación de los valores de la cultura política como condición 
esencial para promover tanto la gobernabilidad como una gober­
nación eficaz.

• Las garantías individuales y los derechos políticos repre­
sentan una plataforma institucional para reivindicar la par­
ticipación ciudadana, pero son insuficientes, si no hay leyes 
y programas.

Tales garantías han estado tradicionalmente presentes como 
parte del marco constitucional, pero no tienen impacto en la 
legitimación social en la medida en que no existen acciones 
concretas para hacerlas explícitas y que, por tanto, generen va­
lor público. Este planteamiento nos remite a la tradicional des­
vinculación entre el deber ser (teórico) y la escasa o limitada 
articulación con la política pública, que deja de ser tal cuando 
no considera las prioridades sociales.

• Diversas formas de participación social que generan una 
gestión social.

Existe una diversidad de formas de participación social que 
legitiman la acción gubernamental y que por tanto generan for­
mas de valor público y social en la medida en que representan 
espacios para plantear demandas, exigir responsabilidades insti­
tucionales y son, por tanto, maneras de fomentar la correspon­
sabilidad pública entre los actores. Sin embargo, uno de los 
problemas de tales interrelaciones es la posibilidad de que se 
reproduzcan los rasgos negativos de la cultura de gestión en 
términos de control, clientelismos, paternalismos, patrimonialis­
mos y corrupción (Aguilar, 1997). De esta manera, se distorsio­
na la participación social porque existe una movilización y de­
manda por la búsqueda de favores particulares, se promueve la 
participación como transacción de los favores gubernamentales, 
subordinación y tutela.
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Entre las formas de participación social se encuentran:

Formas de participación social

• Opinión sobre los asuntos públicos y desempeño del 
gobierno.
• Promoción de temas, necesidades y preferencias para ser 
una prioridad en la agenda de gobierno; definición de pro­
blemas públicos. 
• Deliberación sobre las leyes, programas y presupuestos.
• Cooperación ciudadana (formal-informal) en la imple­
mentación de políticas públicas.
• Evaluación de los efectos de las políticas públicas y es­
crutinio de los poderes públicos.
• Contrapropuestas de política alternativa.
• Denuncias a los derechos humanos.

Fuente: Aguilar (1997).

El reto de la gestión y la política pública para promover 
estas formas de participación social es la creación de marcos 
institucionales en donde se eviten los problemas estructurales 
de una gestión en proceso de desarrollo (rotación de funciona­
rios, cambios de programas, ausencia o interés de promover 
la participación social, etcétera). En tal contexto, la capacidad 
de organización de los actores no gubernamentales y su nivel de 
influencia son determinantes para influir en la agenda pública. 
Entre algunas experiencias de participación social se tienen las 
siguientes: 

Experiencias de participación social

• Propuestas de necesidades, carencias y desventajas se 
han transformado en demandas públicas.
• Movilización de la opinión nacional.
• Recuperación y reivindicación de valores políticos y so­
ciales olvidados.
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• Información y diagnósticos confiables sobre hechos sociales.
• Conocimiento experto en identificación de causas y 
componentes de problemas públicos.
• Desarrollo de acciones que han mejorado las condiciones 
sociales.

Fuente: Aguilar (1997).

El enfoque de gestión estratégica incluye como un elemento 
central el fomento de la participación ciudadana y la generación 
de beneficios sociales; lo estratégico, desde la perspectiva de la 
gestión pública, tiene que ver con la creación de valor público, 
es decir, crear resultados sociales para las comunidades (Moore, 
1998). El hecho de que se adopte tal paradigma y no se entien­
da su sustento teórico original puede dar pie a distorsiones en 
su diseño e implantación; por ello, el problema de la adopción 
de elementos de la nueva gestión pública en países latinoameri­
canos tiene que ver fundamentalmente con su conocimiento, 
comprensión y calidad de su aplicación. 

En resumen, la aplicación de enfoques tales como la nueva 
gestión pública en países latinoamericanos no obedece total­
mente al enfoque por sí mismo, sino al conocimiento de los ac­
tores, sus valores en la cultura de gestión y política y, sobre todo, 
de que exista gobernabilidad (Cabrero, 1998).

La noción de gobernancia  
y las organizaciones civiles

El concepto de gobernancia alude al conjunto de prácticas que 
caracterizan el buen gobierno, sin embargo “...una noción más 
conocida de gobernabilidad incluye otros procesos contenidos 
en ella como son: legitimidad, eficiencia, eficacia; en suma, ca­
pacidad de ejercer el gobierno” (Olvera, 2001)

Una de las definiciones donde se plantea una relación explí­
cita entre la acción gubernamental y la participación ciudadana 

(Continuación)
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es aquella de la gobernación; esta, desde la perspectiva de la 
gestión y la política pública, se concibe como una acción central 
de coordinación social (Aguilar, 2000), en la cual se reitera el 
papel central del gobierno como un coordinador social, concilia­
dor y que, por tanto, cuenta con la capacidad legal, institucional 
y política de promover la gobernabilidad. 

La relación entre gobernabilidad (democracia) y goberna­
ción (governance) (menos mando y control, más diálogo, acopla­
miento y transacción entre actores) se manifiesta a través del 
principio de la coordinación, que es igual a diálogo, negociación, 
pacto, tregua, persuasión, disuasión. 

En resumen, la gobernación no es sólo un hecho o efecto 
gubernamental, sino un hecho social, público-privado, en el cual 
existe un proceso permanente de ajuste entre intereses diversos, 
o en conflicto, y de impulso de acciones de cooperación con los 
distintos actores. Este proceso tiene como impacto una partici­
pación ciudadana en tareas estratégicas para el desarrollo y cu­
yos ejes centrales se asocian a una serie de valores de gestión 
como son la participación, dominio de la ley, transparencia, res­
ponsabilidad, consenso, equidad, efectividad y eficiencia, rendi­
ción de cuentas y visión estratégica. 

Fortalecimiento institucional  
de las organizaciones civiles

El fortalecimiento de las organizaciones civiles es esencial si 
se pretende influir en la agenda pública y en las formas tradiciona­
les de gobernar; el problema es si las organizaciones han renovado 
sus valores tradicionales de vinculación con el sector gubernamen­
tal en términos de prebendas, clientelismos, paternalismos, etcé­
tera. Es decir, en la medida en que también las organizaciones 
civiles se renuevan, cambian el enfoque, las estrategias y la idea 
misma de cómo influir en el desarrollo local.

La participación ciudadana se arraiga, expande, normaliza y 
perdura si existen organizaciones estables que consoliden su es­
tructura directiva y operativa sin anquilosarse burocráticamente. 
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Es decir, el fortalecimiento de su capacidad de gestión es funda­
mental para poder incidir efectivamente en la agenda pública 
con base en propuestas sustentadas.

La relevancia del fortalecimiento de las capacidades radica 
en que una deficiente estructura y dirección de las organizacio­
nes civiles condiciona sus alcances e impactos y su influencia en 
los asuntos públicos. Por ello, el tema de las capacidades de ges­
tión, tanto en el ámbito gubernamental como social, es estraté­
gico para sustentar proyectos factibles de participación social y 
que generen valor público. En este marco, la escasa concientiza­
ción de las organizaciones civiles acerca de su papel, potencial y 
retos las ha condicionado –en varios de los casos– a meros recep­
tores de ayuda gubernamental, reproduciendo con ello los pro­
blemas estructurales del clientelismo, paternalismo, etcétera. 

Para la gestión asociada y el trabajo en alianza, Clemente (2000) 
parte de la hipótesis de “que los procesos de gestión asociada se 
definen por la identificación de intereses comunes y complemen­
tarios”, sobre los que establece la relación entre organizaciones 
civiles y administraciones municipales, cuyas características son: 
1. modalidad de trabajo; 2. objetivos estratégicos; 3. intereses 
comunes e; 4. intereses diferenciados. Asimismo, propone un 
sistema de indicadores de fortalecimiento institucional para es­
timar las capacidades de tales organizaciones para incrementar 
su incidencia en las políticas públicas; una efectiva gestión aso­
ciada parte del fortalecimiento de las capacidades gubernamen­
tales y de las organizaciones civiles para sustentar una agenda en 
común en materia de desarrollo local. 

La gestión asociada concibe tres tipos de capacidades: anti­
cipativa (influencia sobre el entorno para evitar problemas, 
conflictos o tensiones); adaptativa (vínculos entre la organiza­
ción y el conjunto de actores internos y externos para promover 
el consenso y la negociación) y, finalmente, una de tipo reactiva 
(se producen respuestas en función de los cambios del entorno) 
(Clemente, 2000). De estos tres tipos de capacidades se deducen 
una serie de indicadores de gestión que orientan la vinculación 
gubernamental-social (véase cuadro 1).
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Cuadro 1
Indicadores para el fortalecimiento  

institucional de organizaciones civiles  
para el trabajo en alianza

Dimensiones de análisis Indicadores

Capacidad asociativa • Participación en redes (sectoriales y temá­
ticas): ejecutar proyectos conjuntos con 
otras ong (consorcios).
• Relevamiento actualizado de actores y es­
cenarios.
• Capacidad para generar procesos asocia­
tivos entre otras organizaciones.

Capacidad de influencia  
en las políticas públicas 

• Demostración de soluciones alternati­
vas.
• Adecuación (orientación y metodología) 
de programas y proyectos oficiales.
• Ampliación de la escala de ejecución de 
las soluciones innovadoras a partir de sumar 
otras organizaciones (públicas o privadas) 
en la ejecución.
• Contribución a la actualización de agen­
das de trabajo.

Capacidad de transferencia  
de conocimientos y experiencias 

• Participación en eventos y publicaciones 
internacionales y nacionales.
• Conceptualización de problemáticas poco 
exploradas.
• Tecnologías para la capacitación de ob y 
funcionarios de gobierno.

Intereses diferenciados • Anticipación de escenarios y oportunida­
des.
• Diversificación de las fuentes de financia­
miento.
• Gestión asociada de recursos financie­
ros.
• Vincular la perspectiva económica y social 
en los programas. 
• Manejar metodologías de planificación 
y presupuestación de programas a escala 
local.
• Capacidad para analizar los presupuestos 
públicos.

Fuente: Clemente (2000). 
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Con estos indicadores se pretende favorecer los procesos de 
interacción (cooperación y negociación) de los gobiernos y las 
organizaciones civiles, que se constituyan en vehículo tanto 
para el desarrollo como para una mayor democratización de las 
relaciones.

Un concepto central para promover la gestión asociada es el 
fortalecimiento de las capacidades del gobierno, para incentivar 
la gobernación, así como de las organizaciones no gubernamen­
tales para tratar de incidir en la agenda pública. En la medida en 
que las capacidades de ambos entes se encuentren fortalecidas 
y sensibilizados los retos del desarrollo, es de esperarse que exis­
tan menos factores que puedan obstaculizar una agenda y una 
gestión asociada en materia de desarrollo local. Por ello, la ges­
tión asociada, desde un planteamiento estratégico, debería sus­
tentarse con base en sus experiencias, ideas, capacidades y 
motivaciones, en su sentido de dirección y en la capacidad de 
respuesta social, pero fundamentalmente tener la capacidad, 
tanto los gobiernos locales como las organizaciones civiles, para 
aportar conocimientos, técnicas y prácticas que contribuyan al 
desarrollo. 

A manera de resumen, uno de los temas pendientes en el 
análisis sobre participación ciudadana y organizaciones civiles 
en México es el papel estratégico de los gobiernos y la adminis­
tración pública local con el fin de incentivar el desarrollo me­
diante una gestión asociada. Generalmente la discusión sobre el 
tema de la participación ciudadana en México se ha centrado en 
su potencial, problemas, logros y desafíos para promover una 
agenda política, social, ambiental y económica. De manera 
incipiente, el análisis académico en México le ha concedido 
atención al papel e impacto de la gestión para promover la par­
ticipación ciudadana local desde una perspectiva asociada, al 
igual que a su influencia en las políticas públicas. En este capí­
tulo se ha justificado la necesidad de un cambio de enfoques en 
los gobiernos y administraciones locales mexicanos para promo­
ver una nueva perspectiva de gestión en materia de participación 
ciudadana. 
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También se ha examinado el nuevo papel que podría desem­
peñar el Estado, así como la importancia de la gestión estratégi­
ca en términos de sus rasgos básicos y de algunos lineamientos 
que pueden permitir que los gobiernos locales mexicanos pro­
muevan valor público para sus comunidades. Esto se logrará, 
efectivamente, cuando los gobiernos adopten nuevas formas de 
pensar y asuman su papel ante un contexto de escasez de recur­
sos y grandes necesidades sociales. En este marco, se concibe que 
la gestión asociada pueda potenciar las relaciones gobierno-so­
ciedad con base en la definición de las prioridades, los problemas 
y los desafíos en materia de desarrollo local. 

Existen proyectos locales en México en donde se han demos­
trado los logros y retos de una alianza estratégica asociada; sin 
embargo hay una serie de problemas que impiden que se genera­
lice el enfoque de una gestión asociada en materia de desarrollo 
local. Entre esas limitaciones destaca el desconocimiento de tal 
enfoque, los valores tradicionales de una cultura política y de 
gestión y la existencia de otras prioridades locales, que en su con­
junto nos remiten a problemas de capacidades de gobernación y 
de visión para promover el desarrollo local ante recursos escasos. 

Los gobiernos locales y las organizaciones civiles mexicanas 
tienen un papel estratégico que desempeñar para influir y propo­
ner una agenda de desarrollo local que responda a los intereses 
sociales, pero que a su vez está sujeta a que ambos entes superen 
algunos de sus vicios: paternalismo, clientelismo, oportunismo, 
falta de transparencia, corrupción; problemas que en su conjunto 
reflejan la ausencia de capacidad social y de legitimidad.
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Este capítulo tiene el propósito de analizar el problema de 
ila corrupción desde la perspectiva institucional y funda­

mentar una propuesta desde el enfoque de la gestión estratégica 
asociada. El análisis se puede concebir como un planteamiento 
conceptual diferente de la manera en que tradicionalmente se ha 
examinado la corrupción, especialmente en gobiernos locales en 
América Latina. 

El tema se plantea desde el enfoque de gestión estratégica 
asociada, el cual propone una alianza estratégica entre gobierno 
y sociedad civil u organismos civiles (Clemente, 2000). Su pro­
pósito central consiste en generar beneficios e impactos sociales 
en términos de bienestar y calidad de vida mediante la adopción 
del gobierno de un enfoque proactivo y sustentado en los con­
sensos con distintos actores. 

La prioridad del enfoque de gestión estratégica es generar 
valor público, es decir, beneficios sociales para la comunidad. 
En términos del objeto de estudio, la aplicación del enfoque 
estratégico pretende reducir y evitar la corrupción pública a 
partir de que los funcionarios asuman con eficacia y responsa­
bilidad sus tareas de administración y gobierno. Los mecanis­
mos de implementación del enfoque estratégico serían a través 
de acciones de transparencia y con una participación activa de 
la ciudadanía. 

La corrupción persiste y se ha agudizado en América Latina 
no obstante que los gobiernos y organizaciones internacionales 
han elaborado normativas e infinidad de reuniones para abordar 

Capítulo 3

Gestión estratégica  
de la transparencia local
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el problema. A pesar de esos avances, cabe cuestionar por qué la 
corrupción sigue siendo un problema social y público. 

La escasa reducción de la corrupción en gobiernos latinoa­
mericanos se puede atribuir a una falta de voluntad política y al 
desconocimiento gubernamental de cómo generar una política 
efectiva en materia de prevención de la corrupción. Estos facto­
res han determinado que la reducción de la corrupción no sea 
una prioridad en la agenda de los gobiernos locales mexicanos y 
en general de América Latina; la prioridad gubernamental ha 
sido la de establecer las condiciones de una gobernabilidad bajo 
agudos problemas sociales y políticos.18 

En ese contexto, se plantea el supuesto de que mientras no 
se fomente la gobernabilidad y se generen las condiciones bási­
cas de una efectiva gobernación la corrupción seguirá imperando 
en los gobiernos locales de América Latina. El reto gubernamen­
tal es fomentar gobernabilidad y capacidades de gobernación 
para promover un buen desempeño.19 La distinción entre gober­
nabilidad y gobernación es fundamental, porque una goberna­
ción deficiente en materia de una escasa transparencia no pro­
mueve la gobernabilidad sino que la cuestiona.

Los gobiernos locales en América Latina han carecido de 
capacidad para resolver o reducir la corrupción con base en una 
gobernación eficaz y efectiva. Esta limitación ha dado pie a que 
dichos gobiernos se caractericen por sistemas políticos y admi­
nistrativos vulnerables, la existencia de incentivos instituciona­
les perversos y el interés individual a involucrarse en acciones de 
corrupción (Kaufman, 2000). 

La fragilidad de la democracia no es justificación para no 
promover la transparencia, porque un gobierno que no está su­
jeto a la rendición de cuentas no puede ser calificado como demo­
crático aunque haya sido electo por el voto popular. La democra­
cia no comienza ni termina en el sufragio. Sólo una visión 

18Los recientes casos de Venezuela, Ecuador, Bolivia e incluso México, por las implica­
ciones de la acusación judicial al entonces jefe de Gobierno del Distrito Federal, Andrés 
Manuel López Obrador –de un supuesto desacato– reflejan problemas de gobernabilidad y 
de frágiles democracias.

19Esta afirmación se puede contrastar con el análisis de Kaufman (2000). 
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simplificadora puede reducirla a la elección de los gobernantes 
sin tomar en cuenta que el control de autoridades por parte de 
la sociedad, y no sólo su representatividad, es parte esencial 
de la democracia. 

El enfoque de gestión estratégica aplicado a la política anti­
corrupción puede ser una alternativa eficaz para reducir el proble­
ma en gobiernos locales de países latinoamericanos. La justifica­
ción radica en que tal enfoque se asocia a los valores tradicionales 
del ejercicio público: responsabilidad, beneficio social, transparen­
cia, legitimidad y eficacia gubernamental, valores que en su con­
junto deben de orientar la acción de gobernar en un marco de 
limitadas capacidades de gobernación, escasos recursos, bajo des­
empeño, creciente corrupción y falta de desarrollo. 

El objeto de estudio: contexto internacional,  
gestión pública y enfoques de estudio

Desde el surgimiento de los nuevos enfoques de administración 
pública a principios de los años noventa (Bañón, 1997) se ha 
reiterado la necesidad de una mayor responsabilidad y transpa­
rencia de las acciones de gobierno. En tal contexto, organizacio­
nes como Transparencia Internacional (1993) surgieron como 
una opción para evaluar y respaldar los procesos de democrati­
zación nacional, particularmente en los países en desarrollo. Un 
aspecto a destacar eran las implicaciones de que organismos 
externos exigieran a incipientes democracias la mejora en sus 
prácticas de gestión y transparencia administrativa. 

El Banco Mundial también ha promovido iniciativas para 
combatir la corrupción pública; por ejemplo ha planteado la 
importancia de evitar las prácticas de corrupción en los financia­
mientos para el desarrollo. Una política similar es la del Banco 
Interamericano de Desarrollo (bid), que ha condicionado algu­
nos apoyos para combatir la pobreza y ha exigido a los países 
beneficiados reformas para combatir la corrupción.20 

20Véase Banco Interamericano de Desarrollo (2004).
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La política en materia de financiamiento al desarrollo tiene 
dos limitaciones: por un lado existen indicios de presunta corrup­
ción en la administración de tales recursos de parte de algunos 
gobiernos; adicionalmente, las bajas capacidades de gobernación 
de los gobiernos han determinado un bajo desempeño en el uso de 
los recursos externos, con lo cual el desarrollo no existe o es li­
mitado a pesar del financiamiento internacional. 

En ese contexto, se explica el interés reciente del Banco 
Mundial y de otras organizaciones en exigir medidas anticorrup­
ción a los gobiernos beneficiados con las ayudas al desarrollo. 
Esas medidas, si bien son importantes y responden a principios 
de transparencia y eficiencia en el uso de los recursos públicos, 
son insuficientes y no tendrán impactos a largo plazo en los 
países latinoamericanos si no se integran o institucionalizan 
como parte de sus valores de gestión y de sus políticas antico­
rrupción. En resumen, el financiamiento hacia el desarrollo en 
América Latina se ha caracterizado por la ineficacia en la aplica­
ción de recursos, prácticas de corrupción, escasa transparencia y 
relativa rendición de cuentas; como consecuencia, el desarrollo 
local no ha existido o presenta limitaciones.

Otro organismo internacional relevante es el Grupo de Go­
bernabilidad del Instituto del Banco Mundial (wbi), el cual fa­
cilita programas de acción participativos para promover la buena 
gobernabilidad y combatir la corrupción en los países.21 La es­
trategia consiste en crear asociaciones con el propio Banco Mun­
dial, con organizaciones externas y con un gran número de or­
ganizaciones en los países clientes. El instituto lleva a cabo un 
enfoque integrado que se basa en el fortalecimiento hacia el 
desarrollo institucional, la gobernabilidad y la anticorrupción.

Otros organismos, como la Organización para la Coope­
ración y el Desarrollo Económico (ocde), han suscrito instru­
mentos tales como la Convención para Combatir el Soborno de 

21Actualmente, el Instituto del Banco Mundial provee programas de apoyo para me­
jorar la gobernabilidad y ayudar a combatir la corrupción, en colaboración con la rama 
operativa del Banco Mundial y frecuentemente en asociación con organizaciones interna­
cionales, a por lo menos 30 países, principalmente en las regiones de África, Latinoamérica, 
Europa del este y central y recientemente en Asia.
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Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales In­
ternacionales en el año de 1997. Igualmente, la Organización de 
Estados Americanos (oea) convocó la Convención Interamericana 
Contra la Corrupción en el año de 1996. La Organización de las 
Naciones Unidas (onu), por su parte, ha suscrito la Convención 
contra el Crimen Transnacional Organizado),22 mientras que la 
Organización Mundial de Comercio (omc) ha establecido el Acta 
de Compras de Gobierno. En el caso de Estados Unidos, existe la 
Ley de Prácticas Corruptas Internacionales de EUA (1977).

La atención internacional al tema de la corrupción también 
tiene orígenes comerciales y de inversión, pues se asocia a que 
en el ámbito de las actividades comerciales exista la suficiente 
transparencia para evitar prácticas ilegales que cuestionen el 
crecimiento de los mercados. 

Un ejemplo importante de evaluación de la corrupción en el 
plano internacional son los índices que identifican las percepcio­
nes sociales y respecto a la corrupción en cada país, en particular 
nos referimos al Índice de Percepciones de Corrupción de Trans­
parencia Internacional (1995). La percepción del nivel de corrup­
ción que existe en cada país latinoamericano se reflejó en dicha 
evaluación (véase cuadro 2).

La pregunta a plantear es: ¿por qué si los principales orga­
nismos internacionales han formulado recomendaciones para 
evitar la corrupción y el fomento a la transparencia, tales proble­
mas continúan y en algunos casos se han agudizado en países 
latinoamericanos? 

Los procesos de transparencia no se han generalizado en los 
países latinoamericanos por dos razones fundamentales: la au­
sencia de un paradigma de cómo administrar con eficiencia, 
eficacia y responsabilidad social los recursos para el desarrollo, y 
segundo, la ausencia o ineficiencia –cuando existen– de los mar­
cos técnicos y regulatorios anticorrupción. 

22Otros antecedentes a destacar son la Convención de las Naciones Unidas Contra la 
Corrupción, en 2003 y el tratamiento de este tema en la Declaración de Nuevo León, sus­
crita por 34 jefes de Estado y de gobierno de las Américas en el marco de la Cumbre Ex­
traordinaria de las Américas, celebrada en México en enero de 2004.
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Los intereses de los gobiernos latinoamericanos por evitar las 
prácticas de corrupción en el ejercicio público se han visto limi­
tados, han sido insuficientes y no tendrán impactos en el largo 
plazo, pues no se integran o institucionalizan como parte de la 
responsabilidad institucional y de un conjunto de valores aso­
ciados a una gestión pública eficaz, eficiente y transparente. 

Los gobernantes no son únicamente el producto de eleccio­
nes periódicas, sino de normas jurídicas y reglas de conducta que 
tienen por objeto apegarlos al sentido final de gobernar demo­
cráticamente. Este sentido no es otro que agregar a la represen­
tatividad de las autoridades el componente de responsabilidad 
ante la ciudadanía que les ha delegado el poder que ejercen. 

Diversos factores han influido en el debate sobre corrupción 
en el ámbito internacional: por un lado, las reformas estructura­

Cuadro 2
Percepción sobre el nivel de corrupción  

en países latinoamericanos

País No es significativo Poco significativo Muy significativo Total

Argentina 155
14.2%

235
21.5%

705
64.4%

1,095
100.0%

Bolivia 130
10.0%

343
26.4%

828 
63.6%

1,301
100.0%

Colombia 26
8.8%

81
27.3%

190
64.0%

297
100.0%

Costa Rica 13
13.1%

22
22.2%

64
64.6%

99
100.0%

República 
Dominicana

10
10.2%

47
48.0%

41
41.8%

98
100.0%

Guatemala 35
34.7%

39
38.6%

27
26.7%

101
100.0%

México 91
9.1%

396
39.8%

508
51.1%

995
100.0%

Panamá 18
17.8%

27
26.7%

56
55.4%

101
100.0%

Perú 109
27.5%

137
34.6%

150
37.9%

396
100.0%

Fuente: Transparencia Internacional (2003), Barómetro, Latinoamérica: datos y conclusio-
nes regionales.
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les “fallidas” en economías emergentes, así como el fracaso de las 
políticas de asistencia para el desarrollo de Estados Unidos (Ugal­
de, 2002). En el plano interno de los países latinoamericanos, la 
corrupción se atribuye a limitaciones en los valores de gestión 
basados en la responsabilidad, transparencia, eficacia y eficiencia 
gubernamental; la ausencia de esos valores agudizará la escasez 
de recursos para promover el crecimiento y el desarrollo. 

La corrupción se está convirtiendo en un problema de la 
seguridad nacional porque afecta al Estado y sus políticas de 
desarrollo. También es un problema de la seguridad de la nación 
porque perjudica que la sociedad no cuente con recursos que le 
permitan mejorar sus niveles de vida. De ahí que se pregunte: 
¿cuáles son las alternativas que tienen los países latinoamerica­
nos para reducir las prácticas de corrupción en el ámbito públi­
co, fortalecer la gobernación local y promover el desarrollo? 

Enfoques teóricos  
del estudio de la corrupción

Hay diversos enfoques teóricos para estudiar la corrupción, 
mismos que no se analizarán ampliamente en este capítulo,23 
entre los cuales se pueden mencionar: el enfoque funcionalista, 
que concibe a la corrupción como un “aceite” que lubrica las 
transacciones de una sociedad. Es una respuesta a la sobrerregu­
lación y a los altos costos de transacción para hacer negocios y 
cumplir con las leyes (Ugalde, 2002). Este enfoque considera 
que los gobiernos se caracterizan por una excesiva reglamenta­
ción, lo que da pie a prácticas de corrupción de parte de los 
distintos actores; el problema no es el reglamento, sino su efica­
cia para que se cumpla y sancione. Otro enfoque de estudio es 
el culturalista, en donde se argumenta, entre otros aspectos, que 
la corrupción es causada por actitudes y valores que han sido 
heredados históricamente por parte de la sociedad. En este en­

23No es el objetivo de este capítulo evaluar los distintos enfoques de estudio de la 
corrupción, sino presentar algunos rasgos generales que permitan contextualizar el objeto 
de estudio.
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foque se presupone que si cambian los valores ciudadanos frente 
a la legalidad entonces la corrupción desaparece. El problema de 
tal enfoque es su determinismo y que deja de lado que los com­
ponentes de la corrupción son varios y con diversas aristas. 

La política anticorrupción debe concebirse de manera inte­
gral y sustentarse en un ejercicio de responsabilidades públicas 
y ciudadanas. Los valores democráticos de participación, trans­
parencia, beneficio social, responsabilidad, están presentes en 
dicha conceptualización y son un componente fundamental de 
la acción gubernamental. Aquí radica el sustento de la alianza 
entre gobierno y ciudadanía.

Otro enfoque de estudio de la corrupción es el instituciona­
lista, en donde se concibe que ésta es causada por incentivos 
“perversos” que la estimulan y por instituciones deficientes para 
detectarla y sancionarla (Ugalde, 2002); la ausencia de capacidad 
administrativa de los distintos ámbitos de gobierno es responsa­
ble de las prácticas de corrupción. En este enfoque se concibe que 
la ausencia o limitaciones en la capacidad normativa del Estado, 
en términos de leyes, controles internos y externos, sistemas de 
información, métodos de supervisión y detección y sanciones, 
pueden coadyuvar en el aumento de la corrupción. 

Entre los problemas que presenta este enfoque se encuentra 
que si tal reglamentación es ineficaz y no se dirige a las fuentes 
del problema la corrupción no se puede reducir. El enfoque le 
concede importancia a la rendición de cuentas, el control de la 
corrupción, la existencia de un estado de derecho y la calidad de 
la regulación; si estas prioridades no se traducen en marcos nor­
mativos y administrativos eficaces o en acciones de política no 
tendrán impacto alguno en reducir la corrupción.

Los tres enfoques de estudio presentan limitaciones para 
sustentar una alternativa eficaz al problema. Las opciones de 
política se inclinarían a una mezcla de los tres, considerando que 
los gobiernos con excesivas reglamentaciones no han sido efica­
ces para evitar y prever la corrupción; además, el cambio de 
valores de los ciudadanos y gobiernos es una tarea compleja. El 
problema central en estos dos enfoques es la escasa considera­
ción a la responsabilidad pública en la acción de gobierno. 
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El enfoque institucionalista, en cambio, reitera la capacidad 
administrativa de los gobiernos para generar un conjunto de le­
yes y reglamentos que sancione en la corrupción pública. El 
problema se reitera: no es la ley como tal, sino su eficacia, trans­
parencia y equidad en su aplicación. La situación es critica en el 
caso de los países latinoamericanos, pues en la medida en que no 
exista una democracia entendida como ejercicio de la capacidad de 
gobierno (cómo gobernar con eficacia, eficiencia y efectividad) y 
no sólo como proceso electoral, entonces es cuestionable la existen­
cia de valores democráticos para prever la corrupción pública.

Este argumento contrasta con un estudio basado en el análisis 
de las percepciones de funcionarios de 62 países, 24 ante quienes la 
pregunta: ¿qué hacer para reducir la corrupción?, el 85 por ciento 
respondió promover un liderazgo ejemplar; una economía desregu­
lada el 73 por ciento; transparencia presupuestaria 72 por ciento; 
reforma del régimen contributivo 68 por ciento; voz y libertades 
civiles 64 por ciento; privatización 62 por ciento y, finalmente, la 
existencia de instituciones anticorrupción 36 por ciento.

Para ser efectivas, las políticas anteriores deben sustentarse 
en una gobernación eficaz y orientada por un enfoque de gestión 
y políticas en donde predomine la calidad, la eficacia, la eficien­
cia y la transparencia. La ausencia de tales criterios en las polí­
ticas anticorrupción en América Latina ha dado como resultado 
un aumento de la corrupción. 

Antecedentes del enfoque de gestión estratégica  
y la responsabilidad pública

Se pretende sustentar la importancia del ejercicio de las respon­
sabilidades públicas de los funcionarios como la mejor alternati­
va para reducir la corrupción en los gobiernos locales en Améri­
ca Latina. Es decir, si los funcionarios fueran responsables en el 
ejercicio de sus tareas públicas no sería necesario crear un marco 
legal para controlar la corrupción. Esta premisa puede concebir­

24Véase Kaufman (1997).
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se como sencilla o convencional, pues tiene que ver con las ta­
reas básicas de un funcionario público: gobernar y administrar 
en beneficio de los ciudadanos. 

Por lo general, el propósito anterior no se ha cumplido tanto 
en gobiernos autoritarios como de transición democrática por­
que los funcionarios adolecen de los valores tradicionales de la 
administración pública: transparencia, ética, sentido de responsa­
bilidad, entre otros, que son intrínsecos a una gestión responsable 
y eficaz. Estos valores generalmente no existen como una prác­
tica habitual en los gobiernos en América Latina porque preva­
lecen formas de administración autoritarias y jerárquicas en las 
cuales los ciudadanos no son relevantes. 

La situación en varios países de América Latina exhibe la 
tensión entre la emergencia de esa nueva forma democrática y 
de coordinación política que no termina de nacer, y un conjunto 
de prácticas e instituciones que reproducen tendencias autorita­
rias y poco transparentes. Uno de los fenómenos de esta tensión 
es el distanciamiento entre ética y política. 

El enfoque que podría restituir el retorno al ejercicio de la 
responsabilidad pública es el de gestión estratégica asociada. Como 
se ha sustentado en este libro, el fin último de la administración 
pública es la generación de beneficios sociales para la comunidad 
a través de una gestión eficiente, eficaz y transparente de los re­
cursos públicos. Desde esa perspectiva, no sería necesario que 
existieran mecanismos de control o coerción para que los funciona­
rios atendieran sus responsabilidades, pues se parte de la premisa 
de que ellos serían responsables de administrar eficaz y eficientemen­
te los recursos públicos; sin embargo, existe un problema: general­
mente los valores de una gestión pública que sea responsable y 
eficaz están ausentes en los funcionarios latinoamericanos. El 
cambio en el papel del funcionario público pasa por renovar sus 
valores de gestión con base en un nuevo paradigma. El reto es 
implementar un modelo de gestión ciudadana en lugar de un 
modelo de administración burocrático tradicional.25 

25Para profundizar sobre las distintas dimensiones del cambio de paradigma en la 
administración pública véase Losada (1999).
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La nueva gestión pública puede hacer una aportación impor­
tante para reducir la corrupción gubernamental a partir de que los 
funcionarios ejerzan con mayor responsabilidad sus actividades 
públicas. Uno de los enfoques de esta nueva conceptualización es 
la gestión estratégica, la cual ha comprobado su efectividad para 
promover una mayor responsabilidad pública y ciudadana.26

El enfoque estratégico de la gestión nos ofrece elementos de 
cómo pensar, reposicionar y adaptar a una organización para 
satisfacer las demandas sociales y atender nuevas necesidades. La 
prioridad gubernamental es social, si ésta no existe se anteponen 
las intereses individuales sobre los generales, los ciudadanos. 

El aumento de la corrupción gubernamental en países lati­
noamericanos está asociado a factores tales como una gestión 
pública ineficaz y poco transparente. En el caso de la gestión sus 
elementos condicionantes son:

Elementos condicionantes de la gestión

• Incapacidad gubernamental y de gestión.
• Ausencia de planeación estratégica articulada a enfoques 
de gestión y políticas públicas.
• Deficiente diseño y reformulación de políticas.
• Ausencia de visión a largo plazo.
• Enfoque de gestión técnico (limitado). 
• Filosofía de gestión no sistemática y programada.
• Ausencia de estructuras adaptativas.
• Relativa preocupación por el impacto social y ético.
• Insensibilidad social.
• Incapacidad de entender contextos socioculturales locales- 
regionales.
• Dificultad de crear consensos con otros ámbitos de gobier­
no y autoridades.
• Dificultad de negociación con actores de distintas posturas.

26El principal autor del enfoque de gestión estratégica respecto a la creación de valor 
público es el profesor y consultor Mark H. Moore de la Kennedy School of Government, 
Universidad de Harvard. 
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Estos aspectos se asocian a la gestión operativa y a la gestión 
política, sin los cuales los gobiernos y las administraciones pú­
blicas no pueden cambiar y, fundamentalmente, no pueden crear 
valor público y con ello resultados socialmente aceptables para 
la comunidad.

Gestión estratégica y creación  
de valor en política anticorrupción

Los gobiernos locales en México y en general en América Lati­
na se enfrentan a la necesidad de promover reformas administra­
tivas con la finalidad de ofrecer respuestas efectivas a la corrup­
ción gubernamental. Tal meta se podrá alcanzar en la medida 
en que los gobiernos locales se rediseñen mediante el cambio en 
sus paradigmas de gestión. Si la administración pública descono­
ce cuáles son los nuevos enfoques para entender y resolver los 
problemas de corrupción, es de esperarse que no sustenten nue­
vas formas de abordar los problemas públicos. El combate a la 
corrupción es un asunto de conocimiento y de capacidades ad­
ministrativas.

El enfoque de la nueva gestión pública deriva de dos tenden­
cias en la administración pública contemporánea: uno, la reva­
lorización de la naturaleza pública del gobierno y de la adminis­
tración, que se caracteriza, así mismo, por la revalorización del 
estado de derecho y la democratización del régimen; y una se­
gunda tendencia, referida a la renovación de la capacidad admi­
nistrativa (Aguilar, 2002). 

En el caso de la estructura y proceso de gobierno (naturale­
za pública), los aspectos centrales han sido la democratización 
del régimen, el aumento de las demandas sociales y la necesidad 
de fomentar un estado de derecho (la ley esencial para la coor­
dinación y convivencia social). El segundo proceso se asocia al 
ejercicio profesional y como disciplina, cuyo rasgo esencial es la 
capacidad administrativa (gerencial). 

La recuperación y reactivación de la naturaleza pública de la 
administración está sujeta, entre otros factores, a valores de su 
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cultura: legalidad, transparencia, rendición de cuentas y sentido 
social de la acción gubernamental. Estos valores tienen implica­
ciones sociales en el sentido de que son el sustento cultural de 
una gestión asociada. El elemento central es la legalidad de la 
actuación gubernamental que, vinculada al estado de derecho, 
representan el marco legal e institucional de la acción guberna­
mental y de los ciudadanos. 

El Estado y sus políticas gubernamentales se legitiman si sus 
procesos son transparentes y apegados a la legalidad. Todo Esta­
do moderno y que se conciba como democrático debe rendir 
cuentas de sus actos de gobierno; debe ser responsable de sus 
decisiones y corresponsable con el resto de los actores sociales. 
La falta de rendición de cuentas ha sido uno de los problemas 
estructurales de la gobernación en América Latina en sus últi­
mos 70 años. 

En resumen, la legalidad, la transparencia y la rendición de 
cuentas son valores de gestión de todo gobierno que se considere 
democrático. Su impacto central es promover una gobernabilidad.

Una efectiva y eficaz gobernación no se asocia únicamente 
a que un Estado sea democrático y cuente con legitimidad insti­
tucional; son elementos importantes, pero lo fundamental es 
que ese Estado cuente con la capacidad de resolver los principa­
les problemas sociales, económicos y políticos, es decir, que 
cuente con una capacidad de gobernación eficaz. Para ello, el 
Estado y sus gobiernos deben contar con enfoques y estrategias 
para diseñar e implantar políticas que generen resultados e im­
pactos sociales.

Se ha comentado que el enfoque de gestión estratégica parte 
del supuesto de que los directivos públicos pueden ser más útiles 
a la sociedad si cuentan con la iniciativa de buscar y aprovechar 
nuevas oportunidades para crear valor público; es decir, si las 
autoridades locales tienen la capacidad de reducir la corrupción 
a través de una mayor transparencia gubernamental y el fomen­
to de una mayor responsabilidad pública. 

Un elemento fundamental de la gestión estratégica es la ima­
ginación gerencial en el diseño e implementación de la gestión. 
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Sus principios básicos, acordes con Moore (1998) y que pueden 
aplicarse a una política anticorrupción, son los siguientes:

• No ver las nuevas demandas sociales como un problema, 
sino como una oportunidad.
¿Cuáles son las oportunidades que ofrece la lucha anticorrup­
ción para una legitimación social?
• Reposicionar y adaptar las organizaciones para satisfacer 
nuevas necesidades según las prioridades sociales.
¿Cuáles son las demandas sociales respecto a la transparen­
cia y las acciones anticorrupción?
• No garantizan la continuidad de las organizaciones, sino 
tratan de cambiar lo que hacen y cómo lo hacen para ofrecer 
respuestas efectivas a los problemas sociales.
¿Cuáles son los cambios que debe implementar la gestión 
ante la complejidad de la corrupción gubernamental?
• Cuestionarse continuamente el valor de las actividades 
públicas, lo que favorece tendencias a ser proactivos y crea­
tivos.
¿Cuál ha sido la eficacia de los gobiernos para prevenir la 
corrupción pública?

Las condiciones para desarrollar un enfoque útil del valor 
público para prevenir la corrupción desde el enfoque de la ges­
tión estratégica se asocian a una reflexión sustantiva sobre lo que 
es valioso y eficaz (eficiencia administrativa y calidad para redu­
cir la corrupción pública); un diagnóstico de las expectativas 
políticas (nuevos proyectos sustentados con base en los lideraz­
gos en distintos ámbitos de la administración pública); y un 
análisis detallado de lo que es viable operativamente (factibili­
dad organizacional en términos de sus capacidades para promo­
ver efectivamente el cambio organizacional y la legitimidad gu­
bernamental) y sus impactos en la reducción de la corrupción 
gubernamental. 

La creación de valor público de los gobiernos locales en 
materia de prevención de la corrupción pública se asocia a tres 
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dimensiones: la dimensión política (consensos entre partidos 
políticos y otros actores), la dimensión sustantiva (transparen­
cia en áreas de prioridad social) y la dimensión administrativa 
(eficiencia y eficacia), Desde esta conceptualización un gobier­
no local genera valor social en una política anticorrupción si y 
sólo si:

X

• Aprovecha las oportunidades para desarrollar su misión 
(contribución al conocimiento, calidad de los mecanismos 
anticorrupción y promoción de la participación ciudadana). 
• Se adapta a circunstancias cambiantes (entorno interno y 
externo).
• Aprovecha sus competencias para producir nuevas cosas 
valiosas para los ciudadanos (mayor legitimidad por desem­
peño con los mismos recursos presupuestales o acciones y 
mecanismos anticorrupción).

Fuente: Adaptación con base en Moore (1998).

Las cuestiones básicas para que los gobiernos locales generen 
valor desde la gestión estratégica para reducir la corrupción gu­
bernamental se asocian a los siguientes aspectos: 

1. El valor se encuentra en los deseos y las percepciones de los indi-
viduos y no en las transformaciones físicas y en la sociedad como 
una abstracción (Moore, 1998), es decir, en la capacidad de 
los gobiernos locales en América Latina para plantear y sus­
tentar proyectos factibles de desarrollarse y que reduzcan la 
corrupción; además, que promuevan una mayor calidad ins­
titucional con base en indicadores anticorrupción.
2. Existen diferentes tipos de deseos a satisfacer (bienes y servicios), 
que se definen en función de la visión y misión de los gobier­
nos locales respecto a la prevención de la corrupción guber­
namental en sus diversas manifestaciones. 
3. Los directivos pueden crear valor público, empleando los re­
cursos públicos y orientándolos a ciertas actividades, y 
gestionando una institución que atienda los deseos de los 
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ciudadanos. El impacto en términos del valor público se 
asocia a la existencia de capacidades de gestión de los go­
biernos locales para concretizar y hacer factibles políticas 
transparentes y con impactos precisos en la reducción de la 
corrupción.
4. Se altera la importancia de la actividad pública y la influencia 
de la política. El sentido de lo público en la gestión local se 
asocia al ejercicio de responsabilidades, sentido ético, y par­
ticularmente con la capacidad institucional de interiorizar e 
institucionalizar procesos orientados a promover la calidad 
y productividad gubernamental y su impacto en una reduc­
ción de la corrupción. Las estrategias para alcanzar tales 
objetivos presuponen el desarrollo de capacidades de gestión 
política con la diversidad de actores gubernamentales, admi­
nistrativos y políticos relacionados con la administración 
local, estatal y federal.
5. Los ciudadanos compran a los directivos públicos una política. 
Se valora si existe la capacidad de responder con desempeño 
y resultados en la reducción de la corrupción gubernamen­
tal. Las autoridades locales deben contar con la capacidad 
de desarrollar su misión y visión y con resultados efectivos 
para su comunidad. 

Las condiciones de creación de valor público orientan el 
papel de la gestión local para esforzarse en definir propósitos 
valiosos para la colectividad y producirlos, asegurar su continui­
dad y prepararlos para adaptar y reposicionar sus distintos pa­
peles en términos de una gestión responsable y eficaz.

Los rasgos de una estrategia orientada a crear valor público 
consisten básicamente en mirar fuera de la organización y pensar 
dinámica y estratégicamente con base en considerar los proble­
mas, demandas sociales y oportunidades que se ofrecen a los go­
biernos. Con esto se pretende posicionar el papel gubernamental 
para optimizar su gestión y la política anticorrupción. El plantea­
miento anterior se operacionaliza de la siguiente manera:
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a) Problema: falta de transparencia y aumento de casos de 
corrupción.
b) Demandas sociales: menor corrupción y mayor eficiencia 
y efectividad gubernamental.
c) Oportunidades: legitimidad institucional y por rendimien­
tos; legitimidad política y financiamientos externos para el 
fortalecimiento institucional.

Los gobiernos deben promover organizaciones adaptables y 
flexibles a los problemas y retos que implica la corrupción públi­
ca. Para alcanzar tal meta es fundamental identificar la capa­
cidad distintiva de las organizaciones, es decir, conocer las acti­
vidades en las cuales los gobiernos tienen mayor capacidad de 
dar respuestas efectivas. La pregunta central es, ¿cuáles son las 
capacidades de los gobiernos locales para reducir la corrupción 
gubernamental y promover una eficaz transparencia en los pro­
cesos de toma de decisiones? 

Resumiendo, desde la perspectiva de la gestión estratégica se 
puede sustentar una estrategia organizativa para reducir la corrup­
ción pública en términos de identificar:

• Misión o propósito general (reducir la corrupción). 
• Fuentes de apoyo y legitimidad (apoyos a la política anti­
corrupción entre los distintos actores).
• Explicación de la organización y gestión para conseguir los 
objetivos (consensos con base en información y comunica­
ción entre los distintos actores respecto a la política anti­
corrupción).

La propuesta de creación de valor público en las organiza­
ciones tiene como base teórica la gestión, sin embargo ésta no se 
da sin contenido, esto es, no se gestiona “en el vacío”. Así, lo 
que se gestiona son políticas, que son el verdadero contenido de 
la gestión pública. Las políticas públicas se realizan mediante 
una gestión (Moore, 1998: 26).
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La propuesta de gestión de Moore señala un lazo fuerte con 
las políticas públicas de el entendido en que para ambas se requie­
re de medidas que reduzcan la corrupción gubernamental. Gestio­
nar con sentido público supone hacerlo con políticas “cortadas a 
la medida”, una gestión localizada, con arraigo en la comunidad 
en la cual se pretende crear valor público. En opinión de Aguilar 
(1992), al hablar de políticas públicas se entienden decisiones de 
gobierno que incorporan la opinión, la participación, la corres­
ponsabilidad y el dinero de los privados en su calidad de ciudada­
nos electores y contribuyentes; como tal, la prioridad social de los 
gobiernos es promover una mayor responsabilidad y transparen­
cia en el ejercicio de los recursos públicos.

De manera hipotética, los elementos que pueden generar 
valor público en materia de una política anticorrupción son: 1. 
a través del sistema fiscal legal, una recaudación eficaz y trans­
parente de los recursos públicos; 2. a través de los procesos de 
elección democrática (incluye sistemas de valoración moral y 
ética y acceso a la educación); 3. a través de la definición del 
entorno (sus problemas) desde la perspectiva sistémica para 
atender todas las dimensiones de la corrupción; 4. a través de 
los medios de comunicación (electrónicos o no), pues los actores 
o líderes de opinión también deberían de tener un papel impor­
tante si se le concediera al combate a la corrupción una priori­
dad social. 

El enfoque de gestión estratégica forma parte de los procesos 
de cambio de las administraciones públicas en el ámbito inter­
nacional y que en algunos casos se han aplicado en países lati­
noamericanos.27 En el caso de las políticas de prevención de la 
corrupción pública en América Latina, y en particular en países 
como México, se considera que los avances han sido limitados 
sobre todo porque resulta difícil trascender una administración 
institucional caracterizada por el apego a una excesiva normati­

27Un ejemplo, aunque con limitaciones tanto conceptuales como operativas, es el lla­
mado Modelo Estratégico para la Innovación Gubernamental (2001-2006) de la actual 
administración federal mexicana. Para un mayor análisis de tal tema véase José Juan Sán­
chez (2004).
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vidad y por directrices de mando centralizado y jerárquico que 
han promovido de manera incipiente la transparencia en el ejer­
cicio de los recursos públicos.

A manera de resumen, el enfoque de la gestión estratégica 
concede atención primordial al sentido de dirección en la ges­
tión pública, la capacidad de innovación y de respuesta social, 
la visión política de futuro y, especialmente, a la calidad de sus 
decisiones. 

La adopción del enfoque estratégico en las políticas de preven­
ción de la corrupción pública en América Latina implicaría, entre 
otros aspectos, su adaptación al tipo de problemas, idiosincrasias, 
procesos y estructuras en el ámbito de los gobiernos locales en 
América Latina con el fin de alcanzar una mayor eficacia; de lo 
contrario, se generará una desvinculación de las distintas realida­
des –administrativa, política, social, burocrática, cultural y econó­
mica– que caracterizan la corrupción pública. Estas dimensiones, en 
la práctica, no han sido articuladas como parte de un cambio en la 
gestión y las políticas anticorrupción gubernamentales.

Legitimidad gubernamental, gestión estratégica  
y políticas anticorrupción

El cambio en los procesos de gestión y de gobernar tiene la fi­
nalidad de promover una mayor legitimidad gubernamental, la 
cual se entiende como la manera en que los gobiernos y los par­
tidos políticos se justifican ante la sociedad, ya sea a través de 
sus ámbitos de autoridad o por su eficacia en la acción pública. 
Es decir, la legitimidad de los gobiernos y de los partidos políticos 
se fundamenta en qué y cómo actúan para promover su acción de 
gobierno y representación de los intereses sociales.28 

La eficacia gubernamental se ubica, según Lipset (1987), en 
el contexto de que “(...) la estabilidad de cualquier democracia 
dada depende no solamente del desarrollo económico, sino tam­

28Los planteamientos de Habermas sobre la legitimidad mantienen su vigencia, espe­
cialmente en los países en transición democrática, en la medida en que se subestima la 
importancia de la legitimación de la acción gubernamental. Véase Habermas (1975). 
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bién de la eficacia y la legitimidad de su sistema político. La efica­
cia significa verdadera actuación, el grado en que el sistema satis­
face las funciones básicas de gobierno (...)”.

Las resistencias al cambio conceptual y operativo sobre cómo 
abordar la corrupción gubernamental, especialmente en los go­
biernos locales en donde los enfoques de gestión, planeación y 
desarrollo en la materia no existen o tienen limitaciones. Por lo 
cual es fundamental promover un nuevo actuar administrativo, 
un nuevo lugar y papel de las instituciones en la dirección de su 
colectividad y un nuevo modo de gobernar en las sociedades 
contemporáneas. 

Indicadores de gobernación nacional y local 

Un reporte del Banco Mundial sobre la administración del 
gobierno y la justicia, citado en Kaufmann et al. (2005), indica 
que de manera general ésta no ha mejorado en América Latina 
en los últimos ocho años, lo que reduce su potencial de creci­
miento económico. El reporte señala también que hay grandes 
diferencias en las capacidades de gobernación en el continente.

Del acuerdo con Kaufmann, el escaso avance en la región no 
recae en la tradición o el legado de las políticas coloniales, pues 
destaca que los ejemplos de Chile, Sudáfrica y Japón demuestran 
que se puede lograr un buen gobierno en cualquier parte del 
mundo. Tampoco se considera –según Kaufmann– que sea res­
ponsabilidad de una falta de énfasis en el buen funcionamiento 
de las instituciones por parte de los países donantes y de agen­
cias públicas como el Banco Mundial;29 el problema central se 
atribuye a la falta de voluntad política de los gobiernos para 
rediseñar sus procesos de administración y gobierno con base en 
el fortalecimiento de sus capacidades de gobernación y con cri­
terios de eficiencia, eficacia e impactos sociales. Otro factor para 

29Para una crítica al papel del Banco Mundial y otras organizaciones internacionales 
en sus políticas hacia los países en desarrollo véase Stiglitz (2002).



gestión estratégica de la transparencia�77

promover el cambio en los gobiernos se atribuye al profesiona­
lismo de los funcionarios públicos. 

Entre las políticas que los gobiernos exitosos en el combate 
a la corrupción han impulsado se encuentran la simplificación 
en la regulación de la economía y el combate al dominio del 
Estado por parte de oligarquías, lo cual requiere medidas que 
perjudican a muchos intereses establecidos y que los políticos 
frecuentemente prefieren no tomar (Kaufmann et al., 2005; 
Kaufman, 2000). 

Esta descripción es introductoria al análisis de la gobernabi­
lidad en México elaborado por el propio Kaufmann, en el año 
2004 (véase cuadro 3). Como se aprecia, en los indicadores de 
gobernabilidad México disminuyó su capacidad institucional, 
sobresaliendo en los indicadores de efectividad gubernamental 
(56.7 por ciento) y calidad de la regulación (68.0 por ciento). 
Entre los indicadores en donde se aprecian mejoras se encuen­
tran el de rendición de cuentas (56.8 por ciento), el control de 
la corrupción (48.8 por ciento) y respeto al estado de derecho 
(45.9 por ciento).30 Otra mejora importante se aprecia en el in­
dicador de estabilidad política (43.7 por ciento respecto a un 
25.5 por ciento en el año 1998). Estos indicadores se fundamen­
tan con base en percepciones de empresarios, ciudadanos y es­
pecialistas sobre la calidad del gobierno, y como tal pueden tener 
limitaciones.

Los indicadores de gobernabilidad pueden ser subjetivos, 
pero reflejan las percepciones de actores importantes de la socie­
dad civil sobre la eficacia gubernamental en materia de transpa­
rencia y buen gobierno; fundamentalmente, cuestionan la ausen­
cia de un marco conceptual sobre cómo generar mejores formas 
de gobernación en beneficio de los ciudadanos. Ese es el gran 
reto de varios gobiernos latinoamericanos.

30Una de las demandas más frecuentes de los inversionistas es que exista seguridad 
jurídica. Generalmente, en las clasificaciones internacionales México aparece siempre muy 
rezagado en materia de estado de derecho.
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Cuadro 3
Indicadores de gobernabilidad para México

Indicador de gobernabilidad
(Porcentaje)

Años

1998 2004

Voz y rendición de cuentas 44.5 56.8
Estabilidad política 25.5 43.7
Efectividad gubernamental 68.9 56.7
Calidad de regulación 75.5 68.0
Estado de derecho 40.0 45.9
Control de la corrupción 43.7 48.8

Fuente: Kaufmann et al. (2005).

Entre los problemas que propicia la inseguridad jurídica en 
países como México se encuentra la existencia de leyes que 
pueden prestarse a diversas interpretaciones o que son contra­
dictorias entre sí. Se puede afirmar que no existe un “control de 
calidad legislativo” que permita asegurar que el proceso de crea­
ción de leyes genere normas que sean consistentes con las de­
más, que no admitan distintas interpretaciones o que sean 
contradictorias. La diversidad de interpretaciones existe en to­
dos los niveles, desde los juzgados hasta las controversias entre 
los poderes de la Unión o entidades de la República que tienen 
que dirimirse en la Suprema Corte, situación que refleja una 
limitada capacidad de gobernación en materia de estado de 
derecho y que afecta a la gestión y a las políticas públicas en 
países como México.

Indicadores de transparencia  
en gobiernos locales en México

En este apartado se contrastan las limitaciones en la transpa­
rencia en los gobiernos locales mexicanos. Desde nuestra pers­
pectiva, dichas limitaciones reflejan la ausencia de un sentido 
de responsabilidad pública en los funcionarios locales mexica­
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nos.31 El análisis presentado no pretende generalizar al conjun­
to de los gobiernos locales mexicanos y latinoamericanos, pero 
se considera que puede ser aplicable porque refleja problemas 
en la capacidad de gestión local y en sus políticas de transpa­
rencia para controlar la corrupción. 

Como parte del Programa Nacional de Combate a la Corrup­
ción y con el objetivo de dar transparencia a la administración 
pública, la Secretaría de la Contraloría y Desarrollo Administra­
tivo (Secodam) del gobierno de México, conjuntamente con la 
Asociación Internacional de Administración de Ciudades y Con­
dados (icma) y el U.S. Agency for International Development 
(usaid) de Estados Unidos, elaboraron una evaluación sobre 
municipios mexicanos transparentes. 

La evaluación examina 14 acciones básicas para la transpa­
rencia municipal, mismas que buscan responder a las interrogan­
tes más comunes: ¿qué información brinda el gobierno a la so­
ciedad?, ¿cómo se construyen los espacios de participación de la 
sociedad en el diseño de las acciones de gobierno? y ¿cómo 
atiende éste las demandas ciudadanas?32

El estudio de la Secodam y la icma (2002) reconoce ejemplos 
de avances que en materia de transparencia han implementado 
algunos municipios de México. Ello no significa que sean los 
únicos ejemplos ni que estén incluidos todos los municipios que 
han logrado acciones en pro de la transparencia y la rendición de 
cuentas; algunas de estas prácticas han sido institucionalizadas y 
su arraigo organizacional les otorga un valor agregado. Sin em­
bargo, como se ha sustentado en este estudio, los cambios en 
materia de prevención de la corrupción pública siguen siendo 
limitados porque no se han institucionalizado como parte de 
nuevos los valores de gestión en los funcionarios locales. 

31Para analizar la influencia de los factores políticos y sociales en los antecedentes de 
la corrupción y la falta de transparencia en México véase Morris (1991). 

32Los ejemplos que menciona el documento “Municipios transparentes, 14 acciones 
básicas para la transparencia”, Secodam, icma y usaid fueron recopilados durante el perio­
do de diciembre de 2001 a marzo de 2002; no clasifica a los municipios por niveles de 
transparencia ni otorga calificación, evaluación, o certificación alguna, éstas no son atribu­
ciones de la Secodam ni objetivos de la icma.
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Bajo ese marco, en este apartado se mencionan y analizan 
algunos ejemplos de corrupción en gobiernos locales en México 
que indican la falta de transparencia municipal. Finalmente, 
nuestro análisis propone una serie de recomendaciones políticas 
para reducir la diversidad de formas de corrupción en los gobier­
nos locales, propuestas que se sustentan en el marco de la ges­
tión estratégica asociada. 

La falta de transparencia y de formas de corrupción guber­
namental que se describen nos reiteran la ausencia de un sentido 
de responsabilidad con la ciudadanía. Si bien la mayor parte de 
los casos que se analizan se refieren a hechos de corrupción sus­
citados en gobiernos de alternancia democrática en México –(del 
Partido Acción Nacional (pan) y de manera secundaria del Par­
tido Revolucionado Institucional (pri) y del Partido de la Revo­
lución Democrática (prd)–, tales actos se pueden reproducir en 
otros gobiernos locales latinoamericanos. El argumento de tal 
afirmación es que en América Latina, a excepción de algunos 
países, sigue estando en formación una cultura de gestión públi­
ca en donde predomine la responsabilidad y la transparencia en 
el ejercicio de las funciones de gobierno.

Resta mencionar que el estudio de la Secodam y la icma 
tiene la ventaja de ser de los primeros proyectos internacionales 
en los que se pretende evaluar la implementación de mecanis­
mos para transparentar las acciones administrativas; su desven­
taja, desde la perspectiva de la gestión estratégica, reside en que 
se aplica a procesos o estructuras administrativas muy específi­
cas que no necesariamente impactan en el conjunto de la admi­
nistración local o estatal. Una segunda valoración tiene que ver 
con la filosofía de la icma, la cual responde a un modelo de 
gestión de Estados Unidos, y que si bien puede tener aspectos 
positivos es necesario implementar una estrategia de adaptación 
acorde a la cultura de gestión de los gobiernos locales mexicanos. 
Con esto no se desea afirmar que el estudio de la Secodam y la 
icma no sea relevante, sino que es necesario considerar sus al­
cances y limitaciones así como un proceso de adaptación al 
contexto local. 
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Un hecho a destacar en los procesos de alternancia demo­
crática en México, es que la participación de empresarios en la 
administración pública y particularmente en los gobiernos 
locales del pan, ha traído como consecuencia –existen sus ex­
cepciones– que generalmente no se consideren los marcos 
normativos en varios procesos de toma de decisiones. Los pro­
blemas que se identificaron en las 14 acciones de transparencia 
municipal, reflejan tales limitaciones. La causa que explicaría 
tal comportamiento se atribuye a que los “empresarios políti­
cos” en países como México, mantienen los rasgos tradicionales 
de una cultura política y que de alguna manera se reflejan en 
el tipo de gestión empresarial: autoritaria, jerárquica y con es­
casa capacidad de consensuar las políticas con el conjunto de 
los actores.

Las acciones básicas que se pretenden examinar como parte 
de la transparencia municipal en México son las siguientes: 

1. Transparentar las actividades en áreas críticas.
2. Actuar con transparencia en la contratación, despido y 
promoción del personal.
3. Informar sobre los proveedores del municipio.
4. Informar sobre los ingresos municipales y la deuda pú­
blica.
5. Informar sobre las obras de infraestructura y programas 
sociales.
6. Publicar los gastos de comunicación social y de represen­
tación.
7. Informar sobre los ingresos totales del alcalde, regidores y 
funcionarios.
8. Difundir información sobre trámites y servicios munici­
pales.
9. Difundir los reglamentos municipales.
10. Publicar un manual ciudadano de corresponsabilidad.
11. Brindar atención de calidad a la ciudadanía.
12. Crear y poner en acción los consejos municipales.
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13. Procurar que el cabildo funcione con criterios de trans­
parencia.
14. Reglamentar los mecanismos de participación ciudadana 
(Secodam-icma)

Un análisis sobre cada una de las acciones se presenta a 
continuación. La identificación de los problemas que aparece en 
cada acción de transparencia es producto de una recopilación de 
experiencias personales, conversaciones con exfuncionarios pú­
blicos, asesores e información hemerográfica y documental, en 
donde se han destacado esas irregularidades.

1. Transparentar las actividades en áreas críticas.
Se elabora un inventario de áreas críticas o vulnerables, pues 

ello facilita la evaluación de las actividades comprendidas en 
dichas áreas. Entre los procesos administrativos que deben regis­
trar un alto índice de transparencia, sobresalen las adquisiciones 
(compras), las contrataciones de servicios y los arrendamientos 
de bienes muebles e inmuebles, lo anterior debido a que éstas 
son las principales áreas críticas (Secodam e icma, 2002: 6).

Problemas:

• Compras de autos para adaptarse a manera de patrullas de 
policías, cuyo propietario de la empresa de autos es el presiden­
te municipal o gobernador en turno o familiares cercanos.
• Compras de autos para adaptarse como patrullas, sin se­
guir el procedimiento legal correspondiente.
• Compras de materiales y accesorios a empresas cuyos pro­
pietarios son el mismo funcionario o sus familiares.
• Arrendamiento de inmuebles a amigos o familiares.
• Compras de equipo o muebles que superan los topes esta­
blecidos.
• Compras de alimentos en el extranjero a cargo de los fun­
cionarios.
• Desviación de compras de materiales de construcción para 
construir casas o remodelar las casas de funcionarios.
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2. Actuar con transparencia en la contratación, despido y 
promoción del personal.

Es muy importante que la contratación, despido y promo­
ción de los funcionarios públicos se haga de acuerdo con la ca­
pacidad, el profesionalismo y los resultados de su desempeño. El 
objetivo es que los puestos sean ocupados por quienes acrediten 
las mejores aptitudes profesionales y de vocación de servicio a la 
ciudadanía (Secodam e icma, 2002: 7).

Problemas:

• No existe un servicio civil de carrera. 
• Ingreso de familiares y amigos razones de amistad, acuer­
dos políticos, etcétera 
• Justificación de empleo de funcionarios con base con cri­
terios de “confianza”.
• Los familiares o amigos como empleados públicos, obtie­
nen mayores sueldos y prestaciones que el personal de base. 
• No se puede sancionar la ineptitud de los funcionarios, 
porque son amigos o familiares de quienes los nombraron. 
• Los criterios de empleo no son con base en capacidades 
demostradas.
• Inexistencia de mecanismos de evaluación en la adminis­
tración pública.

3. Informar sobre los proveedores del municipio.
Un gobierno transparente da a conocer a la sociedad quiénes 

son los proveedores de productos y servicios; qué productos o 
servicios contrata y cuánto dinero cuesta a los ciudadanos. Entre 
las principales ventajas de hacer pública esta información desta­
can: mayor competitividad entre proveedores, que redunda en 
servicios y productos de mayor calidad y menor costo para el mu­
nicipio.

Un gobierno transparente da a conocer cuánto dinero recibe 
por concepto de impuestos, servicios municipales y otros. La 
difusión de esta información permite:
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• Eficientar la recaudación de impuestos.
• Concientizar a los ciudadanos sobre los efectos que tiene 
el pago oportuno de impuestos en el desarrollo económico, 
político y social del municipio.
• Definir con transparencia y racionalidad el uso y destino 
de los recursos con que cuenta el municipio (Secodam e 
icma, 2002: 8). 

Problemas:

• Los proveedores son familiares o amigos de los funcio­
narios.
• Los funcionarios tienen sus propias empresas provee­
doras.
• Se castiga a proveedores, por su escasa relación con fun­
cionarios en turno.
• Se “clonan” facturas de compras de equipos.
• El material y equipo “desaparece" y no existe control.
• Se bajan precios de adquisiciones, pero son de baja cali­
dad.
• Compras de equipos de alto costo, subutilizado o sin 
utilizar. 

4. Informar sobre los ingresos municipales y la deuda pública.
a) Brindar información sobre los ingresos del municipio.
Un gobierno transparente da a conocer cuánto dinero recibe 

por concepto de impuestos, servicios municipales y otros. La 
difusión de esta información permite:

• Eficientar la recaudación de impuestos.
• Concientizar a los ciudadanos sobre los efectos que tiene 
el pago oportuno de impuestos en el desarrollo económico, 
político y social del municipio.
• Definir con transparencia y racionalidad el uso y destino de 
los recursos con que cuenta el municipio (Secodam e icma, 
2002: 9).
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Problemas:

• Se manipula información financiera.
• Ineficaz e ineficiente gestión y gasto financiero.
• Escaso impacto campañas de pago de impuestos. 
• Baja captación de impuestos.
• Los ciudadanos no ven reflejados el pago de impuestos en 
transparencia y eficacia gubernamental.
• Uso irracional y con relativa transparencia gubernamental.

b) Difundir la morosidad en el pago de impuestos, multas y 
derechos.

Problemas:

• Reproducción de la irresponsabilidad en pagos porque a 
funcionarios y legisladores se les exenta. 
• La morosidad abarca distintos actores y de clase social 
(empresarios, funcionarios y ciudadanos).
• Se “negocia” la morosidad.
• Se establecen descuentos a morosos y no premia a los 
ciudadanos responsables con pagos.

c) Difundir el monto de la deuda pública.
Dar a conocer la deuda contraída con bancos (comerciales y 

de desarrollo), proveedores y cualquier otro tipo de instancias, 
significa cumplir con un principio básico de transparencia, que 
es el de informar sobre la utilización de los recursos públicos 
(Secodam e icma, 2002: 11).

Problemas:

• Se contrae deuda a altos costos financieros para el mu­
nicipio.
• El aumento de deuda se justifica para construir infraes­
tructura urbana.
• La construcción de obra se asocia a campañas electorales.
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• Asociación de tráfico de influencias entre funcionarios y 
banca.
• Los municipios gestionan de manera ineficaz préstamos.
• Administración ineficaz e ineficiente de préstamos.
• Aumenta el endeudamiento en cada cambio de gobierno 
local.

5. Informar sobre las obras de infraestructura y programas 
sociales.

Un gobierno transparente informa oportunamente sobre sus 
logros y sus proyectos. Por ser destino de importantes recursos 
económicos, los datos sobre las obras realizadas y por realizar 
deben ser difundidos y descritos claramente. Asimismo y por ser 
acciones susceptibles de irregularidades, se recomienda informar 
sobre los programas sociales, sus características, monto de recur­
sos y beneficiarios (Secodam e icma, 2002: 12).

Problemas:

• Construcción de obras en contextos electorales.
• Manipulación de construcción obras con desarrollo social.
• La construcción de obras favorece grupos o sectores socia­
les afines al gobierno en turno.
• Programas sociales con un enfoque clientelar y manipulador.
• Escasa articulación interorganizacional en construcción de 
obras.
• Escasa planeación urbana de la infraestructura con el de­
sarrollo urbano.
• Escasa o nula relación de creación de infraestructura urba­
na con políticas de desarrollo social.

6. Publicar los gastos en comunicación social y de represen­
tación.

Uno de los datos que se deben difundir son los gastos reali­
zados por concepto de comunicación social. Generalmente en 
éstos existe un alto índice de discrecionalidad.
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En algunos municipios este rubro ha llegado a representar 
hasta el 12 por ciento del total de los egresos. Un gobierno 
transparente, según los expertos en el tema, no gasta en estos 
conceptos más del 2 por ciento del total de sus ingresos (Seco­
dam e icma, 2002: 13).

Problemas:

• Excesivo gasto a comunicación en detrimento de otras 
prioridades gubernamentales.
• Escasas estrategias para eficientizar gastos en comunica­
ción.
• Se fomentan falsos liderazgos en algunos funcionarios con 
base del marketing y no con eficacia gubernamental.
• Preferencia a determinados diarios por su tendencia ideo­
lógica a favor del gobierno local en turno.
• Los gobiernos en turno no aceptan la crítica de los medios 
de comunicación.
• Confusión entre comunicación y manipulación de la infor­
mación pública.

7. Informar sobre los ingresos totales del alcalde, regidores y 
funcionarios.

Es la información básica que todo gobierno local debe difun­
dir entre la sociedad. Es una acción que diferencia el gobierno 
transparente con respecto a un gobierno tradicional: autoritario 
y poco democrático (Secodam e icma, 2002: 14).

Problemas: 

• No se difunden los ingresos, a pesar de que los gobiernos 
tienen códigos de ética.
• Los sueldos de alcaldes son excesivamente altos, compara­
bles o superiores a alcaldes de países desarrollados.
• Los funcionarios justifican su falta de transparencia en 
interpretaciones personales de la ley.
• Se difunden los ingresos de manera parcial, sin incluir 
otros conceptos (bonos, pagos especiales).
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• Existe disparidad de ingresos entre funcionarios de man­
dos altos, mandos intermedios y empleados en general. 
• Aumentan los sueldos a mandos altos, a diferencia de otros 
trabajadores de menor categoría (bomberos y policías).
• No existen criterios homogéneos en la asignación de las 
categorías de sueldos.
• Se pagan sueldos altos o bonos a amigos(as) o funcionarios 
afines.
• Tendencia a confundir el servicio público con el servicio 
en empresas privadas, por tanto, se justifican sueldos altos.
• Los altos sueldos no se justifican con indicadores de pro­
ductividad y alto desempeño gubernamental.
• Los altos sueldos son poco éticos, ante municipios con 
enormes carencias sociales.

8. Difundir información sobre trámites y servicios municipales.
Difundir pública y oportunamente los requisitos y pormenores 

(costos y duración) de los trámites municipales, son características 
de un gobierno transparente. Ello inhibe posibles actos de corrup­
ción, pues un ciudadano bien informado difícilmente será presa de 
algún intento de extorsión (Secodam e icma, 2002: 15).

Problemas:

• Existen arreglos entre policías y ciudadanos por multas de 
tránsito.
• Los policías y ciudadanos “justifican” los “arreglos” para 
evitar burocratismos y demoras en pagos de multas.
• Generalmente no se difunden los costos de los servicios 
municipales.

9. Difundir los reglamentos municipales.
Un municipio transparente es aquel que conoce sus reglas de 

convivencia, las aplica y las respeta. Cuando la ciudadanía cono­
ce los reglamentos del municipio, se inhiben posibles acciones 
de corrupción por parte de los servidores públicos. Por otra par­
te, una sociedad que conoce sus reglamentos facilita el ejercicio 
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de gobierno, pues los trámites gubernamentales se agilizan y el 
gobierno responde con mayor eficacia a las demandas ciudada­
nas (Secodam e icma, 2002: 16).

Problemas:

• Los reglamentos son poco entendibles para el público en 
general.
• Escasa difusión de los reglamentos completos o resumidos.
• Escasa actualización de los reglamentos.
• Gobierno-sociedad o según, problema social.
• Las acciones de gobierno se basan en excesiva reglamen­
tación.
• La excesiva reglamentación da cauce a los “arreglos” entre 
funcionarios y algunos ciudadanos.
• Los reglamentos son ineficaces para alcanzar los objetivos 
previstos.
• Se concibe al reglamento como la forma principal de regu­
lar la relación con la ciudadanía.

10. Publicar un manual ciudadano de corresponsabilidad.
Un manual de corresponsabilidad es un documento en el 

que se definen los derechos y obligaciones que tienen la autori­
dad municipal y el ciudadano. En algunos municipios se les de­
nomina Manual del Buen Ciudadano o Manual del Buen Vecino 
en ellos se definen las obligaciones del ciudadano, tales como 
pagar los impuestos, sacar la basura en el día señalado, no des­
perdiciar el agua, no tirar la basura, mantener la banqueta en 
buen estado, cumplir con los reglamentos de tránsito, entre otros 
(Secodam e icma, 2002: 16).

Problemas:

• No existe un enfoque de gestión que articule lo público y 
lo ciudadano en causas comunes.
• Las obligaciones de los ciudadanos no están legitimadas, a 
causa entre otras, de la irresponsabilidad de funcionarios 
públicos.
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• Los derechos y obligaciones no se contrastan con conduc­
tas de los funcionarios públicos.
• Los manuales no se cumplen por las autoridades y ciuda­
danos, no están legitimados.
• La implantación de un manual está precedida por una 
sensibilización y concientización de responsabilidades ciu­
dadanas.

11. Brindar atención de calidad a la ciudadanía.
Una de las características de un gobierno transparente es 

proporcionar al ciudadano las facilidades para presentar una 
queja, realizar alguna denuncia o petición, solicitar algún trá­
mite o dirigir algún comentario o reconocimiento ante la auto­
ridad municipal. En México, el mecanismo más utilizado es la 
ventanilla u Oficialía de Partes, como también se le conoce. 
Desde hace algunos años muchos municipios han implementa­
do otras formas de atender al ciudadano: el servicio de aten­
ción telefónica y más recientemente el Internet (Secodam e 
icma, 2002: 17).

Problemas:

• No se aplican los enfoques de gestión en donde el cliente 
es el usuario principal en la prestación del servicio público.
• No se concibe al ciudadano, como un cliente, un benefi­
ciario de la acción pública.
• Pésimo trato de funcionarios a los ciudadanos.
• Ineficiencia e ineficacia en la atención ciudadana.
• Las acciones estratégicas de atención al público, carecen 
de impacto por la deficiente atención de ventanilla.
• No existen indicadores para medir la calidad en la aten­
ción al público.
• Escasos programas de sensibilización de personal sindica­
lizado y en general, sobre trato a ciudadanos.

12. Crear y poner en acción los consejos municipales.
a) Conformar los consejos.
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La formación de consejos municipales, respaldados por un 
reglamento aprobado por el cabildo, para prevenir irregularida­
des en la compra de productos, contrataciones de servicios y 
arrendamientos de bienes muebles e inmuebles por parte del 
gobierno, dar seguimiento al desarrollo urbano, reforzar las ac­
ciones de seguridad pública, garantizar el abasto de agua pota­
ble, revisar las finanzas municipales, delinear estrategias en 
materia de ecología, entre otras acciones, garantiza la transpa­
rencia y constituye un apoyo fundamental en términos de efica­
cia, racionalidad en el uso de los recursos y credibilidad para el 
gobierno municipal (Secodam e icma, 2002: 18-20).

Problemas (en general):

• Un enfoque de gestión poco claro y factible de implantar.
• Generalmente se crean para legitimar la acción de gobierno 
local.
• Escaso impacto para evaluar la acción de gobierno local,
• Carecen de representatividad social.
• No planean con base en la gestión, política e impacto en 
el desarrollo local.
• Confunden programación de acciones con planeación y 
gestión estratégica.
• Los responsables carecen de preparación y experiencia. 
• No son prioritarios en la agenda local.
• No cumplen las metas previstas, por diseño inadecuado.
• Carecen de experiencias, conocimientos y formación pro­
fesional básica sobre los temas locales.
• Carecen de un enfoque integral en materia de desarrollo.

b) Hacer una convocatoria pública para la selección de los integrantes.
Tendencia a invitar a grupos o personas afines al gobierno.
c) Crear un reglamento interno.
Los reglamentos inhiben una efectiva participación ciudadana. 
Los reglamentos son ineficaces para promover la acción pú­

blica-social.
d) Ciudadanizar los consejos.
Un concepto ambiguo y a veces excluyente.
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No se define y articula como prioridad y con respecto a 
políticas concretas. 

e) Garantizar la continuidad en los consejos.
Se adaptan acorde al tipo de gobierno en turno.
No existe equilibrio entre continuidad y democratización.
No queda claro para qué se requiere la continuidad.
Los ciudadanos carecen de experiencia y formación, por 

necesidad de renovar.
La continuidad puede reproducir vicios con el gobierno en 

turno.
f) Realizar sesiones periódicas.
g) Efectuar sesiones abiertas a la ciudadanía.
Existe temor a la participación ciudadana abierta.
Los funcionarios carecen de preparación.
No queda claro cuáles son los objetivos y metas.
Una participación abierta sin objetivos claros puede demo­

rar la toma de decisiones.

13. Procurar que el cabildo funcione con criterios de trans­
parencia

• Efectuar sesiones públicas.
• Integrar regidores de minoría en las comisiones de Hacien­
da y Compras.
• Realizar sesiones abiertas en todas las comisiones del ca­
bildo.
• Evitar reuniones cerradas entre Regidores previas a la se­
sión de cabildo (Secodam e icma, 2002: 21).

Problemas (en general):

• El alcalde impone y no consensua las políticas.
• Liderazgo del alcalde jerárquico y no en términos de una 
gestión política (consensuar).
• Los regidores carecen de formación básica sobre su papel 
y competencias.
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• Los regidores carecen de una capacidad para sustentar y 
construir el futuro del municipio.
• Escasa democratización del cabildo.
• Se negocian acuerdos del cabildo con base en aumento de 
sueldos o prestaciones personales o al partido del regidor.
• Relativa legitimidad del cabildo.

14. Reglamentar los mecanismos de participación ciudadana.
Uno de las tareas principales que debe existir en todo muni­

cipio, pues legitima la vinculación gobierno y sociedad, lo que da 
pie a que la ciudadanía y sus representantes puedan participar en 
función de sus prioridades (Secodam e icma, 2002: 23).

Problemas:

• La participación social se adecua según las prioridades 
políticas y no sociales del gobierno en turno.
• Escaso interés en promover la participación social.
• Ausente un enfoque social en la gestión y las políticas 
públicas.
• Dificultad de cambiar el enfoque gubernamental de una 
administración jerárquica a una gestión social (democrática). 
• Desconocimiento gubernamental de estrategias y fines de 
la participación ciudadana.
• Ausente un enfoque de gestión estratégica asociado.
• Retórica gubernamental sobre importancia de promover 
participación.
• La participación se condiciona por fines políticos del go­
bierno en turno.
• Demoras en reglamentación de la participación.
• Criterios de control y clientelismo para condicionar la 
participación.
• Limitación de la participación a determinados grupos y 
prioridades de gobierno.

Con base en el marco conceptual de este estudio y según los 
problemas de gestión detectados, las alternativas que se proponen 
para atender los problemas de transparencia son las siguientes:
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Las recomendaciones en materia de gestión y política anti­
corrupción implican las siguientes consideraciones: 

Las alternativas se pueden distribuir en tres tipos de accio­
nes: primero, el papel de las autoridades principales del gobierno 
local; segundo, el fortalecimiento de capacidades de goberna­
ción, que se representa mediante los talleres y, por último, la 
necesidad de que exista un conjunto de leyes que controlen o 
eviten los casos de corrupción y de escasa transparencia. Estas 
acciones se orientan hacia un enfoque integral del problema y, 
como tal, se pueden adaptar a los gobiernos locales en América 
Latina.

Los actores principales del gobierno local tienen un papel 
central para potencializar el papel estratégico del municipio 
para atender los factores, condicionantes y problemas de corrup­
ción pública local. Si no existe conocimiento, voluntad, capaci­
dad y liderazgo del alcalde y de los funcionarios locales más 
importantes para evitar y reducir la corrupción, ésta se manten­
drá e incrementará. 

El conocimiento científico para fortalecer las capacidades 
profesionales de los funcionarios locales es esencial. Si no existe 
el conocimiento y que esté actualizado, es de esperarse que los 
funcionarios mantengan y actúen con los mismos criterios de 
ineficiencia y corrupción en el servicio público. En ese marco se 
justifica el fortalecimiento de las capacidades profesionales me­
diante talleres y seminarios bajo un enfoque de gestión estraté­
gica. El reto de la gestión es trascender un enfoque tradicional 
burocrático a uno más gerencial, en donde se valoren como cri­
terios de la acción pública: la responsabilidad, la transparencia 
y, fundamentalmente, la creación de resultados sociales para la 
comunidad.

Finalmente, el control de la corrupción a través de su preven­
ción se justifica con base de un conjunto de reglamentos y leyes. 
Sin embargo, en los gobiernos locales latinoamericanos existe una 
excesiva reglamentación que generalmente no se aplica o es inefi­
caz. Se reitera: el problema no es la ley, sino su calidad, su trans­
parencia, criterios de aplicación y su impacto social. 
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Las contradicciones de las leyes en materia de transparencia 
y política anticorrupción, se reflejan según una reciente evalua­
ción33 sobre la fiscalización del gasto público en 32 entidades 
de México, que detectó, entre otros hallazgos, la gran variedad de 
leyes y la falta de transparencia. La investigación analizó el con­
tenido de las leyes de fiscalización superior de cada estado utili­
zando 10 variables, pero no la manera en que éstas son aplica­
das. La evaluación en los 31 estados y el Distrito Federal arrojó 
un promedio nacional de 57.03 sobre 100 puntos. En total, 15 
leyes estatales en México no aprobaron por fallas en temas como 
autonomía del órgano fiscalizador, medición de su desempeño y 
fundamento sólido en la Constitución estatal.

Una limitación central que puntualiza la evaluación de Fi­
gueroa y Pérez Vargas (2004) es que “sobresalen los problemas 
formales, como la variedad de leyes y técnicas legislativas, los 
conceptos y definiciones dispares, y la falta de armonización y 
actualización de las leyes conexas”. En materia de transparencia 
del gasto público y, en especial, de los resultados de la revisión 
a la cuenta pública, 12 estados aprobaron y 14 reprobaron pese 
a contar con leyes locales sobre acceso a la información.34

Otra conclusión a destacar es que, según Figueroa y Pérez 
Vargas (2004), “no hay evidencia suficiente para afirmar que las 
leyes más nuevas sean mejores, permaneciendo el supuesto de 
que la voluntad política y las decisiones del Poder Legislativo 
son las determinantes para expedir una buena ley en materia de 
fiscalización superior”. 

Adicionalmente se puede mencionar que si las autoridades 
locales y estatales le restan importancia a fomentar una legitimi­
dad institucional con base en una política de transparencia gu­
bernamental, es de esperarse que no exista la reglamentación 
correspondiente. Incluso, puede existir tal reglamentación o las 

33Figueroa y Pérez Vargas (2004).
34Según la evaluación de Figueroa y Pérez Vargas (2004), en materia de autonomía 

plena ante el órgano fiscalizador, 16 estados no aprobaron, 22 no cuentan en su Constitu­
ción local con fundamento suficiente para la actividad de este organismo y 23 no tienen 
reglamento interior propio y actualizado. 
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instancias de transparencia, pero no tienen ningún impacto en 
la acción de gobierno, porque las autoridades no consideran que 
sean relevantes. Es evidente que aquí existe un problema de 
responsabilidad en el ejercicio de las acciones de gobierno. Por 
tanto, entre los retos a los que se enfrenta y tendrá la adminis­
tración local en materia de políticas anticorrupción, está la de 
proveer de una eficaz y efectiva capacidad regulativa. De lo con­
trario, los marcos legales seguirán teniendo lagunas para afrontar 
problemas públicos relevantes como es de la corrupción.

A manera de consideraciones finales: los gobiernos y sus 
administraciones públicas se legitiman por sus rendimientos, es 
decir, por lo que hacen y cómo lo hacen; por tanto, es fundamen­
tal enfocar con precisión los objetivos de la gestión y de la acción 
de gobierno, fomentar el desempeño institucional y procesos de 
innovación, que en su conjunto reduzcan la corrupción guber­
namental. 

El cambio en las prácticas anticorrupción que se propone exis­
tirá en la medida en que también se reforme el Estado en América 
Latina. Gran parte de las deficiencias de esos países en la coyun­
tura actual, se debe a que el Estado no se ha reformado para 
solucionar a los problemas sociales que se han agudizado en los 
últimos 20 años. Es decir, ante la creciente corrupción pública, 
la desigualdad, el desempleo y la inseguridad, el Estado en Améri­
ca Latina debe asumir un papel importante. Para ello es fundamen­
tal reinventar la administración: hacer el Estado más eficiente y 
sensible.

Uno de los temas pendientes en el análisis sobre participa­
ción ciudadana y organizaciones civiles en México, es el papel 
estratégico de los gobiernos y la administración pública local, 
con el fin de incentivar una política anticorrupción mediante 
una gestión asociada. Generalmente, la discusión sobre el tema 
de la participación ciudadana en América Latina se ha centrado 
en su potencial, problemas, logros y desafíos para promover una 
agenda política, social, ambiental y económica. De manera inci­
piente, el análisis académico en México le ha concedido atención 
al papel e impacto de los nuevos enfoques de gestión para pro­
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mover la participación ciudadana local desde una perspectiva 
asociada, al igual que su influencia en las políticas públicas. En 
tal sentido, este apartado ha justificado la necesidad de un cam­
bio de enfoques en los gobiernos y administraciones locales para 
promover una nueva perspectiva de gestión en materia de pre­
vención de la corrupción. 

Los gobiernos locales y las organizaciones civiles en América 
Latina tienen un papel estratégico que desempeñar para influir 
y proponer una agenda hacia la transparencia municipal, que 
responda fundamentalmente a los intereses sociales, pero que, a 
su vez, está sujeta a que ambos entes superen algunos de sus 
vicios: paternalismo, clientelismo, oportunismo, falta de trans­
parencia, corrupción; problemas que en su conjunto reflejan la 
ausencia de capacidad social y de legitimidad.
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El objetivo principal de este capítulo es fundamentar la im- 
iportancia del papel estratégico de los gobiernos locales en 

México para promover un uso productivo de las remesas, con 
base en los proyectos planteados por organizaciones de migrantes 
en Estados Unidos. Se considera que este marco conceptual tam­
bién es aplicable a programas de gestión intergubernamental ba­
sados en las donaciones de migrantes, y en general, en aquellas 
políticas locales con base en remesas. El análisis se aplicaría 
particularmente en aquellos municipios expulsores de migrantes, 
semiurbanos, con una economía local poco diversificada y con 
un tipo de gestión tradicional,35 por lo que esta propuesta de 
análisis no necesariamente se aplicaría a los municipios con un 
perfil más urbano y una economía más diversificada, que no 
dependen totalmente de las remesas o donaciones y cuentan con 
una administración local menos tradicional.36

El planteamiento estratégico en el ámbito de la gestión local 
es relevante porque es una filosofía que permite a las organiza­

35Estos municipios corresponderían a los estados tradicionalmente expulsores de mi­
grantes como son Jalisco, Michoacán, Guanajuato, Guerrero, Oaxaca, Durango, San Luis 
Potosí y Puebla. Serían municipios con una población entre 2,500 y 10,000 habitantes y de 
menos de 2,500 habitantes. En términos de su administración local, se caracterizarían por 
un débil marco normativo y reglamentario, sistemas de gestión obsoletos y débil nivel de 
profesionalización de sus funcionarios públicos.

36Las 20 ciudades que expulsan más migrantes desde el año 2004 son las zonas metro­
politanas del valle de México, Guadalajara, Monterrey, León, Puebla-Tlaxcala, Cuernavaca, 
Acapulco, Morelia, Aguascalientes, San Luis Potosí-Soledad Graciano Sánchez, Juárez, Cuau­
tla, Tijuana, La Laguna, Chihuahua, Victoria de Durango, La Piedad, Tampico, Querétaro 
y Río Verde-Ciudad Fernández. En estas ciudades, la propuesta de gestión estratégica podría 
apoyar los proyectos de desarrollo local, bajo un equilibrio entre competitividad y bienestar 
social.

Capítulo 4

Desarrollo local  
y remesas de emigrantes mexicanos
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ciones públicas pensar en términos de futuro y a fortalecer su 
función social, con base en una evaluación de su misión, proce­
sos, acciones y métodos (Bazaga, 1997). 

La premisa que plantea este capítulo es que la ausencia de 
un enfoque estratégico en la gestión de los municipios mexica­
nos de emigrantes ha coadyuvado a que no se generalicen los 
proyectos productivos37 y alianzas con actores para promover el 
desarrollo local con base en las remesas.38

Uno de los temas poco analizados en la investigación sobre 
remesas en México es el papel de los gobiernos locales para pro­
mover el desarrollo en las comunidades de origen.39 Por ello, el 
Fondo Multilateral de Inversiones –Fomin– del Banco Interame­
ricano de Desarrollo ha destacado que si bien la investigación 
sobre flujos de remesas ha progresado en varios frentes, existen 
todavía algunas carencias; por ejemplo, en materia de analizar el 
papel de los organismos públicos para crear un entorno que 
multiplique el impacto de las remesas en el desarrollo y la gober­
nabilidad (oit, 2005).

Generalmente los gobiernos no han dedicado recursos sufi­
cientes a mejorar el diseño de sus instrumentos y a analizar sus 
requerimientos técnicos, financieros y de organización para pro­
mover el desarrollo con base en las remesas (Torres, 2000). Ésta 

37En este capítulo se entiende por uso productivo de las remesas, en general, aquel que 
va aparejado con el ahorro y la inversión, aunque a veces se extiende el concepto a otros 
gastos como los de educación y salud. Dentro del término inversión no debe pensarse sola­
mente en la inversión orientada a la producción de bienes y servicios, sino en general en 
cualquier clase de inversión en activos fijos, trátese de infraestructura social y comunitaria, 
vivienda o activos de una empresa o negocio (véase Torres, 2000).

38Uno de las principales tipos de remesas tienen su origen en las colectas que realizan 
los migrantes en Estados Unidos, a través de sus organizaciones, con el fin de patrocinar 
alguna acción o proyecto en sus localidades de origen. Se pueden distinguir tres destinos 
genéricos: a) patrocinio de fiestas cívicas o religiosas; b) obras comunitarias, y c) proyectos 
de tipo empresarial. Los usos más frecuentes son los dos primeros, aunque hay una clara 
tendencia a la concentración de esfuerzos y recursos en las obras comunitarias. Los proyec­
tos del último tipo son menos frecuentes. Véase Torres (2000). En este capítulo se conce­
derá mayor atención a las obras comunitarias planteadas por organizaciones de migrantes 
en Estados Unidos.

39Otras carencias de los estudios de remesas son los temas del costo del envío y la 
calidad de la recolección de datos, con la finalidad de formular políticas bien fundamentadas 
(véase International Organization for Migration-oit, 2005: 2).
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es una de las razones por las que no se utilizan de manera ade­
cuada las instituciones e instrumentos orientados a las remesas 
colectivas para movilizar también las remesas familiares. Una 
razón adicional es que generalmente los municipios semiurbanos 
o rurales desconocen cuáles son los mejores enfoques y prácticas 
de gestión para fundamentar y diseñar proyectos productivos 
con base en las remesas. Esta situación se atribuye a que las 
capacidades institucionales de esos municipios son deficientes y, 
por tanto, su interés en sustentar una política de promoción 
económica con base en las remesas es limitada.40 

Este capítulo pretende hacer una aportación al estudio de las 
remesas desde la perspectiva de la gestión pública, acentuando 
de manera integral los temas de uso productivo de las remesas 
–enfoque y gestión estratégica, capacidades y desarrollo local, 
respectivamente. La idea es justificar el potencial de un enfoque 
de gestión estratégico en materia de uso productivo de las reme­
sas en las comunidades de origen. 

Antecedentes del problema:  
migración, gestión  

y crecimiento 

En la discusión sobre migración internacional y remesas pocas 
veces se ha planteado el papel central de los gobiernos locales 
mexicanos para sustentar proyectos eficaces que promuevan el 
crecimiento o el desarrollo local con base en el uso productivo 
de las remesas, situación que se comprende en el marco de que 
generalmente, los estados y los gobiernos federales en América 
Latina no han intentado adoptar una estrategia integral para 
apoyar los nuevos desarrollos, potenciarlos y difundirlos, pese a 
la creciente importancia económica y social de las remesas, su 
impacto regional y a la multiplicación de las iniciativas locales 
para impulsar su uso productivo (Torres, 2005).

40Para un mayor análisis de las capacidades de los municipios mexicanos en la pers­
pectiva del desarrollo económico véase Arroyo y Sánchez (2003).
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Contexto: migración y remesas

La población mexicana en Estados Unidos se estima en cerca 
de 10.6 millones, la cual se podría duplicar en los próximos 25 
años, según datos del Consejo Nacional de Población (Conapo), 
2004.41 Este impacto se comprende considerando la relevancia 
demográfica de los migrantes mexicanos en Estados Unidos. Por 
lo cual es de esperarse que las remesas hacia México aumenten 
o mantengan acorde a su actual nivel (Cámara de Diputados y 
Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública –cesop–), 
2005.42

Entre los principales países remitentes de remesas en el ám­
bito mundial se encuentran los envíos de Estados Unidos a 
México, que representan el 14 por ciento y que se calculaban en 
13,400 millones de dólares en el año 2003 y que aumentaron a 
16, 600 millones en el año 2004, respectivamente.43 De acuerdo 
con cifras del Banco Interamericano de Desarrollo, el total de 
remesas enviadas a América Latina asciende a 45,000 millones 
de dólares anuales.44 

Un indicador de la importancia y magnitud de las remesas 
de los emigrantes se refleja en el hecho de que crecieron en 50 

41Entrevista a Rodolfo Tuirán, La Jornada, 19 de junio de 2005. 
42En 1995 la cifra de remesas fue de 3.7 mil millones de dólares (mdd), mientras que 

para el 2003 la cifra ascendía a 13.4 mil mdd. Según el Banco de México, las remesas fami­
liares han crecido a una tasa de 17.9 por ciento en promedio anual en el periodo que va de 
1996 al 2003, con un crecimiento por encima del 30 por ciento en el 2001 y el 2003. El 
aumento del monto de las remesas y su importancia como fuente de divisas del país, se 
observa en el hecho de que en el 2003 las remesas constituyeron la segunda entrada de 
divisas después del petróleo, superando por primera vez a la inversión extranjera directa. 
Cabe destacar que México es el principal receptor de remesas en Latinoamérica, región que 
recibió 32,000 millones de dólares en el 2003, y que ocupa el primer lugar en el mundo 
entre los países receptores de remesas en proporción al número de habitantes (véase Cáma­
ra de Diputados y cesop, 2005: 12).

43Algunos de los factores que ayudan a explicar el crecimiento de las remesas son: el 
incremento de la emigración laboral (temporal y definitiva) hacia los países demandantes 
de mano de obra. La tendencia a la disminución del costo de los envíos. La mayor partici­
pación de bancos y empresas en el negocio de transferencia de fondos. La disminución de 
los envíos por canales informales. La mejor contabilidad de las remesas familiares por los 
bancos centrales (véase Cámara de Diputados y cesop, op. cit., p. 13).

44Entrevista a Enrique Iglesias, presidente del Banco Interamericano de Desarrollo, El 
Universal, México, 2 de junio de 2005.
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por ciento en el lapso de 1995 y 2002. En América Latina y el 
Caribe aumentaron de 11.7 mil millones a 24.4 mil millones de 
dólares entre esos años, lo que significa que América Latina y el 
Caribe es la región con el mayor dinamismo en el ámbito mun­
dial en la recepción de remesas.45

Cabe mencionar que siete estados del país –Michoacán, 
Guanajuato, Jalisco, México, Puebla, Distrito Federal y Vera­
cruz– concentran la mitad de los envíos,46 lo cual no es motivo 
para pensar que las transferencias son un vehículo para aliviar la 
pobreza, pese a la urbanización del flujo migratorio irregular, 
que es consecuencia de las crisis económicas que afectan espe­
cialmente a las ciudades. Esto se plantea porque los estratos 
medios bajos que habitan en zonas urbanas son los más benefi­
ciados por las remesas y no la población en condiciones de po­
breza extrema. Tales zonas se caracterizan por un perfil de clase 
media baja y con un mayor perfil educativo, por lo cual cuentan 
con ingresos que les permiten emigrar hacia Estados Unidos, a 
diferencia de los migrantes provenientes de comunidades po­
bres, que carecen de tales ingresos.47

Gestión estratégica, valor público  
y desarrollo local 

La propuesta de un enfoque estratégico en la gestión de las 
remesas de emigrantes se relaciona con la nueva gestión pública. 
Uno de sus enfoques, la gestión estratégica, pretende redefinir el 
papel tradicional de la administración pública, enfatizando 
como componente esencial la creación de valor público, es decir, 
resultados socialmente aceptables para la comunidad (Moore, 
1998). Esto implica entre otros aspectos, el aprovechamiento 
óptimo de un uso productivo de las remesas para generar pro­
yectos en los municipios de los emigrantes.

45Para un mayor análisis véase a Sistema Económico Latinoamericano (2004). 
46Véase Cámara de Diputados y cesop, op. cit., pp. 46-48.
47Idem.
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Si se aplica la imaginación gerencial al tema de las remesas 
se puede indicar que: a) nuevas demandas no se deben de ver 
como un problema, sino como una oportunidad; en tal sentido, 
las remesas son una opción para promover el desarrollo local 
con base en su uso productivo; b) reposicionar y adaptar a las 
organizaciones para satisfacer nuevas necesidades; las remesas 
son una opción para rediseñar el papel de los gobiernos locales 
en materia de desarrollo económico; c) no garantizan la conti­
nuidad de las organizaciones, sino tratan de cambiar lo que 
hacen y cómo lo hacen; las remesas son una opción para la 
innovación del gobierno local, y por último, cuestionarse con­
tinuamente el valor de las actividades públicas, lo que favorece 
tendencias a ser proactivos y creativos. En resumen, el impacto 
de las remesas en los municipios mexicanos representa una al­
ternativa para cambiar su papel tradicional en materia de de­
sarrollo local. Si y sólo si cuentan con la iniciativa, la voluntad 
política y, fundamentalmente, la capacidad de crear valor pú­
blico con base en una gestión asociada eficaz: público, social y 
empresarial.

Gobierno local, desarrollo económico  
y capacidad local

Uno de los problemas centrales en materia de desarrollo eco­
nómico es dilucidar cuál es la responsabilidad del gobierno 
local en relación con el desarrollo y el crecimiento económico.48 
Desde una perspectiva tradicional, la responsabilidad mínima 
es la de garantizar que las fuerzas productivas operen eficien­
temente sin obstáculos estructurales o coyunturales, y que 
haya efectiva redistribución de la riqueza. En tal sentido, deben 
de tratar de promover un balance entre competitividad y bienes­
tar. Sin embargo, si las fuerzas productivas y la regulación o la 
intervención gubernamental son deficientes, entonces los obje­
tivos del crecimiento y desarrollo no se alcanzarán. De ahí la 

48Para un mayor análisis sobre este debate véase a Arroyo y Sánchez, op. cit.
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importancia de un papel estratégico de los gobiernos locales 
para promover la actividad económica de los sectores produc­
tivos. En el caso de las remesas, el gobierno local tiene la res­
ponsabilidad de identificar en dónde están las ineficiencias 
relacionadas con la capacidad de absorber el ahorro externo de 
los migrantes (remesas, consumo, inversión y donación) y sus 
familias. Y fundamentalmente, en identificar cuál es su poten­
cial para impulsar proyectos concretos basados un uso produc­
tivo de las remesas. Un problema adicional es si para los mu­
nicipios expulsores de migrantes es una prioridad promover 
una agenda de desarrollo económico basada en uso productivo 
de las remesas.

El municipio y las entidades estatales desempeñan un papel 
central en el diseño de una política de desarrollo local con base 
en las remesas, porque pueden promover procesos de planeación 
y con ello dan respuestas a las demandas y a las necesidades de 
los emigrantes y sus familias. En el caso de los gobiernos locales 
tal papel lo debieran proyectar en: 

a) Una agenda pública local más compleja (servicios públi­
cos, desarrollo, planeación estratégica, proyectos producti­
vos y remesas).
b) Nuevos roles de políticas públicas más sustantivos y es­
tratégicos (servicios públicos, desarrollo y remesas).
c) Nuevos estilos de gobierno local relacional, con confluen­
cias intergubernamentales y ciudadanas que quiebran las 
pautas tradicionales de división central-local y público-pri­
vada del trabajo político (gestión asociada, gestión intergu­
bernamental); elaborado con base Brugué y Gomá (1998).

En la práctica gubernamental este perfil no necesariamente 
se presenta, porque los municipios de emigrantes –semiurba­
nos– se enfrentan generalmente a problemas de cobertura de 
servicios públicos, gobernabilidad, diseño de reformas adminis­
trativas e ineficientes sistemas de recaudación fiscal. De esta 
manera, promover políticas de desarrollo local con base en un 
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uso productivo de las remesas no necesariamente ha sido una de 
sus prioridades, dado que cuentan con otros problemas más 
importantes; y en el caso de los municipios urbanos expulsores 
de migrantes, con una economía más diversificada, no dependen 
totalmente de las remesas o donaciones. Por lo tanto, una polí­
tica de fomento económico basada en las remesas, si bien es 
importante para incentivar el desarrollo local, generalmente no 
ha sido prioritaria en la agenda gubernamental de los municipios 
o ciudades de emigración mexicana. Desde esta perspectiva se 
comprende que varias de las iniciativas de promoción económica 
con base en las remesas sean planteadas particularmente por los 
clubes de migrantes (Orozco, 2003). Por ello se considera que 
estos actores cuentan con poder de convocatoria y recursos para 
asumir un claro liderazgo en ciertas iniciativas de desarrollo local 
o regional. Los clubes son uno de los actores centrales que deben 
ser considerados en una política local de fomento al desarrollo 
productivo.

Capacidad gubernamental: concepto  
e influencia en el desarrollo local

El concepto de capacidad gubernamental alude a que “(…) un 
gobierno puede prever ejercer influencia sobre los cambios; 
adoptar decisiones políticas informadas e inteligentes; captar, 
absorber y gestionar recursos, y evaluar actividades actuales a fin 
de orientar la actividad futura” (Agranoff, 1997: 151).

Entre las implicaciones de la capacidad de gestión local en 
materia de un enfoque basado en un uso productivo de las re­
mesas se encuentran entre otras las siguientes:

C

• Elaboración de diagnósticos sobre la problemática local-
regional con una visión integral.
• Sensibilidad social a los problemas de la comunidad.
• Incluir los diferentes puntos de vista de los actores guber­
namentales y no gubernamentales.
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• Conciliar entre diferentes estratos sociales con diversas 
ideologías y percepciones.
• Definición de problemas prioritarios desde el punto de 
vista social y económico.
• Definición de alternativas y políticas para promover el 
crecimiento y el desarrollo con base en un uso productivo de 
las remesas.
• Capacidad técnica y política para implementar políticas o 
proyectos consensuados con los principales actores. 
• Un enfoque de gestión estratégica que incida en la gene­
ración de valor público (impacto social) y un uso productivo 
de las remesas.
• Visión estratégica para anticipar eventos que impacten en 
mejores condiciones de vida para los migrantes. 
• Conocimiento para gestionar políticas con diferentes acto­
res gubernamentales en el diseño e implementación de pro­
yectos basados en uso productivo de las remesas.
• Capacidad de funcionar los proyectos con base de criterios 
de eficiencia, eficacia y efectividad.
• Diseño e implementación de sistemas administrativos y de 
gestión pública y social efectivos.
• Creación de estructuras de gobierno flexibles para gestio­
nar proyectos estratégicos.

Fuente: Elaboración propia.

La relevancia de la capacidad en los gobiernos locales radica 
en que paralelamente a sus tareas meramente operativas y ejecu­
toras se suman actuaciones de horizonte estratégico. Los gobiernos 
locales y regionales deben de tener la capacidad de definir mo­
delos económicos, sociales y territoriales para sus ciudades, con 
el fin de disminuir la marginalidad y la pobreza. Es decir, deben 
contar con la capacidad para promover el crecimiento y el desarro­
llo económico local y regional con base en un uso productivo de 
las remesas.

El salto cualitativo de los gobiernos locales hacia una pers­
pectiva estratégica se caracteriza por un modelo de crecimiento 
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con fuertes componentes endógenos. Entre los instrumentos de 
la gestión local para promover el desarrollo con base en las re­
mesas se encuentran los siguientes:

Instrumentos para aprovechar el potencial  
de la comunidad local con base en las remesas

Objetivos Métodos Organización

Construir un modelo de 
desarrollo basado en el 
uso productivo de las re­
mesas. 

Organizar a la comuni­
dad y formar negocios 
bajo una noción de un 
uso productivo de las 
remesas.

Corporaciones para la ge­
neración de proyectos 
con uso productivo de las 
remesas y en general, con 
un enfoque del desarrollo 
local. 

Proyectos para crear con­
sensos entre actores pú­
blico, privado y social. 

Empresas de carácter 
colectivo y privado.

Cooperativas comunita­
rias.

Alianza comunitaria pa­
ra la creación de proyec­
tos en áreas estratégicas: 
salud, ahorro, educación, 
alimentación.

Movilización de recur­
sos locales para la crea­
ción de proyectos en 
áreas estratégicas.

Agencias locales público-
privado para promover 
proyectos productivos.

Promover recursos huma­
nos para el desarrollo. 

Iniciativas locales para 
la formación en proyec­
tos asociados al uso pro­
ductivo de remesas.

Comisión local para la 
formación y el desarrollo.

Fuente: Elaborado con base en Brugué y Gomá (1998).

En particular, el rol del gobierno local con respecto a las 
actividades de los migrantes y sus familias y la gestión de su 
éxito en materia de desarrollo implica considerar aspectos ta­
les como: a) fomentar la participación del sector privado en la 
oferta de servicios y bienes; b) regular las ineficiencias del 
sector productivo, c) y/o intervenir directamente para resolver 
esos problemas y en particular a aquéllos asociados con un uso 
productivo de las remesas. Entre las formas de participación 
del gobierno local en materia de remesas se encuentran las 
siguientes:

En resumen, las opciones estratégicas que pueden promover un 
papel más activo del gobierno local para promover el desarrollo 
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y de manera particular un uso productivo de las remesas son: 
potenciar el rol del gobierno local, reconocer los límites de las po­
líticas exógenas para el desarrollo y aceptar el pluralismo y la 
colaboración como ejes básicos de actuación. 

Este marco conceptual se ve limitado en la práctica por las 
capacidades de gestión de los municipios mexicanos, especial­

Rol del gobierno local

Emisor Receptor

• Inversión empresarial
• Alimentación

• Fomentar iniciativas de 
inversión entre el sector 
privado, cámaras, y emi­
sores.
• Identificar planes de 
factibilidad de inversión.

• Fomentar iniciativas de 
inversión entre el sector 
privado, cámaras, y re­
ceptores.
• Identificar planes de 
factibilidad de inversión.

• Educación • Aumentar los servicios 
educativos y la calidad de 
éstos (ofrecer horas extras, 
actividades extracurricu­
lares, etcétera).
• Proponer metas de au­
mento de rendimiento 
educativo.

• Salud • Aumentar los servicios 
de salud y la calidad de 
estos (seguros médicos, 
atención especializada, 
etcétera).
• Proponer metas de ren­
dimiento en salud.

• Ahorro • Motivar a la banca co­
mercial y las microfinan­
cieras a que trabajen para 
captar remesas y ahorro.
• Proponer metas de au­
mento de tasa de ahorro.

• Alimentación • Interceder para aumen­
tar la producción local de 
alimentos y mejorar su 
calidad para reducir la 
importación.
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mente de los municipios semiurbanos y con una deficiente ad­
ministración local. 

La capacidad de gestión local está sujeta al tipo de agenda 
que los gobiernos locales se han planteado para promover el 
desarrollo. En ese sentido, la investigación sobre políticas públi­
cas y gobiernos locales en México ha destacado que existen tres 
tipos de agendas (Cabrero, 2003): la primera, en donde se pro­
mueve la prestación de servicios públicos de manera tradicional; 
la segunda, donde priva la preocupación de otros gobiernos por 
anticiparse a los problemas que se ven venir, sobre todo por aque­
llos que tienen que ver con la necesidad de ampliar la cobertura 
en la prestación de los servicios; y, finalmente, existe un tercer 
tipo de gobierno municipal que asume como responsabilidad 
propia el bienestar integral de los habitantes del municipio (Ca­
brero, 2005). Se podría afirmar que los municipios con el perfil 
de las dos últimas agendas corresponderían a los municipios 
urbanos, en donde sus procesos de gestión se caracterizan por 
algunas fases de reforma y modernización administrativa. Tal es 
el caso de los municipios de emigrantes de León, Aguascalientes, 
San Luis Potosí y Toluca.49 

Si se contrasta este tipo de agenda municipal con algunos 
rasgos de la prioridad de las remesas en la gestión y las políti­
cas públicas locales, se puede presentar el siguiente contexto 
general: 

Generalmente los municipios expulsores de migrantes –tan­
to urbanos como semiurbanos– en México tienen algunas limi­
taciones en su gestión local, entre las que se puede mencionar: 

a) los municipios se caracterizan por una heterogeneidad en 
sus capacidades institucionales, normativas y políticas (Ca­
brero, 2003). Esto trae como consecuencia que tengan limi­
taciones para sustentar proyectos productivos con base en 
las remesas; 

49Para profundizar sobre los rasgos de la gestión y políticas públicas de esos munici­
pios, véase Cabrero (2005). El análisis de Cabrero no hace referencia a la importancia de las 
remesas en el desarrollo local de esos municipios, porque en la medida en que cuenten con 
una economía diversificada, no dependen totalmente de las remesas.
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b) los municipios de emigrantes –especialmente los semiur­
banos– tienen otras prioridades locales, en términos de re­
caudar recursos, seguridad pública, por lo cual una política 
de desarrollo o promoción económica con base en las reme­
sas no es su prioridad principal; 
c) el enfoque de gestión de tales municipios se puede carac­
terizar como tradicional, por lo cual generalmente existe un 
desconocimiento de una perspectiva estratégica para susten­
tar proyectos productivos con base en las remesas; y
d) no existe un enfoque intergubernamental, porque fre­
cuentemente los gobiernos locales carecen de la capacidad 
y liderazgo para consolidar acuerdos políticos, empresaria­
les y sociales. 

Bajo este marco, se puede comprender el escaso papel que 
han tenido los municipios de emigrantes –tanto metropolita­
nos como semiurbanos– para incentivar un uso productivo de 
las remesas y con ello promover mejores condiciones de vida 
para sus familias. Estas limitaciones no significan que no han 
existido algunas propuestas de proyectos productivos en los 
dos tipos de municipios, los cuales han sido impulsadas bási­
camente por las organizaciones de migrantes en Estados Uni­
dos (Orozco, 2003). Esta situación plantea la necesidad de un 
cambio en la gestión de los gobiernos locales en materia de 
remesas. 

En resumen, el papel del gobierno local para promover un uso 
productivo de las remesas se presenta de la siguiente manera:

ROL DEL GOBIERNO LOCAL

Facilitador Regulador Interventor

Alimentación Aumento de produc­
ción local.

Educación Mejora la oferta edu­
cativa de las escuelas 
públicas. 

Vender servicios edu­
cativos.
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Facilitador Regulador Interventor

Salud Promueve inversio­
nes en el sector.

Ahorro Promueve alianzas 
con otros actores para 
crear o incentivar.

Inversión em­
presarial

Promueve condicio­
nes para inversiones 
de diferentes actores 

Del análisis anterior se deduce la importancia del papel es­
tratégico del gobierno local en la promoción del desarrollo. Sin 
embargo, el reto gubernamental es cómo diseñar y desarrollar 
una eficaz política de desarrollo local bajo el siguiente marco: 

• desconocimiento de la importancia de una gestión local 
bajo un enfoque estratégico del desarrollo local; 
• la incipiente participación de los gobiernos locales en la 
promoción del desarrollo y con base en un uso productivo 
de las remesas; 
• la ausencia de un enfoque de gestión intergubernamental 
para articular distintas políticas locales y, en particular, una 
política de desarrollo local basada en el uso productivo de 
las remesas. 

Algunas evidencias del potencial de las remesas  
en la gestión local: desarrollo y crecimiento

Son escasos los estudios en los cuales se ha puesto en evi­
dencia que el tipo de gestión y las políticas públicas en muni­
cipios mexicanos es importante para promover un uso produc­
tivo de las remesas y generar alianzas con otros actores. Uno 
de esos estudios es el de Orozco (2003), el cual demostró que 
los gobiernos locales deberían de cambiar su gestión local en 
materia de remesas para corresponder al papel de las organi­

(Continuación)
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zaciones de migrantes (om) en la generación de proyectos 
productivos.50

El estudio de Orozco aborda el impacto de las om en Estados 
Unidos, que a través de sus inversiones en sus lugares de origen 
dan lugar a relaciones con autoridades locales.51 El problema 
central a abordar es el desarrollo de capacidades de tales om 
para generar esfuerzos de cooperación para el desarrollo local.

Del estudio elaborado por Orozco (2003) nos interesa des­
tacar los aspectos de construcción de la capacidad, la capacidad 
de la cooperación y el impacto de los proyectos promovidos por 
las om. El tema de la construcción de la capacidad de las om 
hace referencia a su habilidad para identificar proyectos, relocali­
zar recursos y la capacidad para su implantación. 

En el estudio de Orozco (2003) se identificó que la capa­
cidad de colaboración y de alianzas de las om con las autorida­
des locales era muy alta (80 por ciento). En cuanto a los efectos 
en el desarrollo local, el estudio destacó que las om han pro­
movido impactos en materia de salud, educación e infraestruc­
tura económica en los ámbitos local. En tal sentido, esas orga­
nizaciones han hecho las siguientes contribuciones: donaciones 
para áreas rurales mexicanas, sus recursos son iguales de impor­
tantes que los recursos gubernamentales locales52 y han promo­
vido una mayor participación ciudadana respectivamente 
(Orozco, 2003: 5). 

Otro de los efectos de las om en las comunidades de migran­
tes en México ha sido que han transformado la cultura política 
y la política local.53 Por ejemplo, tales asociaciones han presio­

50El estudio se basó en la aplicación de 100 entrevistas a organizaciones de migrantes 
en Estados Unidos y el análisis de 40 proyectos de remesas en México (Zacatecas, Jalisco, 
Guanajuato y Michoacán), en cuyos lugares se entrevistó a representantes locales, autorida­
des municipales, estatales y federales relacionados con los proyectos de remesas.

51También véase a Alarcón (2004).
52Por ejemplo el estudio (Orozco 2003: 5) destaca que en algunos casos la aportación 

de las om fue igual que la inversión gubernamental local, particularmente en municipios 
con menos de 3,000 habitantes. Con base en el estudio de 62 comunidades en México, la 
contribución de las om en tales comunidades fue de 23 millones de dólares, que representan 
cerca del 20 por ciento del presupuesto local para obra pública.

53Especialmente la investigación de Orozco (2003: 7) hace referencia a comunidades 
de Guanajuato, Jalisco, Michoacán y Zacatecas, estados que concentran el 30 por ciento de 
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nado a las autoridades locales para promover mayor transparen­
cia y rendición de cuentas en los proyectos de inversión genera­
dos. Otro impacto de las om en el ámbito local ha sido que han 
promovido presupuestos transparentes y tiempos precisos para 
la implantación de los proyectos. Asimismo, las om han creado 
instancias que han promovido la implantación de proyectos de 
inversión en las comunidades. La importancia de estas instan­
cias ha sido que han incentivado la participación ciudadana en las 
decisiones locales; además, han monitoreado el progreso de 
los proyectos.

Como se puede apreciar, el impacto de las om en la gestión 
local de proyectos con base en las remesas ha sido importante, 
porque han influido en ciertos cambios en la administración 
local. Se pueden concebir que las om como actores estratégicos, 
cuenten con capacidades para promover el desarrollo con base 
en uso productivo de las remesas,54 particularmente cuando 
trabajan con alianzas con otros actores (Orozco, 2003: 12). Uno 
de los problemas pendientes es conocer en qué medida tales 
cambios pueden concebirse de manera permanente y generan 
fundamentalmente impacto social como parte de una política 
de desarrollo local. En resumen, la aportación de las om para 
fortalecer la capacidad de gestión local se asocia a los siguientes 
aspectos:

• Capacidad de colaboración y de alianzas.
• Un rol estratégico. 
• Capacidades para promover el desarrollo.
• Promueven transparencia y rendición de cuentas en los 
proyectos de inversión generados.
• Promueven presupuestos transparentes y tiempos precisos 
para la implantación de los proyectos.

la emigración mexicana hacia Estados Unidos. Por lo cual no se puede generalizar tal im­
pacto en el ámbito nacional.

54Cabe mencionar que no todas las om se orientan a promover el desarrollo local o un 
uso productivo de las remesas, por lo cual es importante identificar a aquellas que pueden 
promover un cambio económico en las comunidades y, especialmente, que puedan concertar 
acciones con actores locales.
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• Promueven la implantación de proyectos de inversión en 
las comunidades.

Estas aportaciones de las om representan un reto para los 
gobiernos locales para responder con la misma capacidad de 
gestión en la generación de proyectos con uso productivo de las 
remesas. De esa manera se podría esperar que el impacto social 
de los proyectos de remesas fuera mayor, porque los dos actores 
tendrían las mismas capacidades de gestión y además, porque 
comparten similares objetivos, estrategias y metas. 

El impacto de las remesas:  
¿impacto familiar o desarrollo local?55 

Existe un debate acerca del impacto de las remesas en el creci­
miento y el desarrollo y pueden identificarse dos grandes ver­
tientes.56 La primera vertiente sostiene que las remesas57 tienen 
un impacto significativo en el desarrollo económico local y re­
gional, debido a la proporción de las remesas que se destina al 
financiamiento de proyectos sociales y productivos.58 Sin embar­
go, como se ha indicado en este capítulo, tales actividades son 
mínimas, aunque el potencial existe y puede desarrollarse, en la 
medida en que el gobierno local cuente con una capacidad de 
gestión y un enfoque estratégico para promover proyectos bajo 
un uso productivo de las remesas.

55No es el objetivo de este apartado analizar ampliamente el impacto de las remesas 
en los municipios de emigrantes mexicanos. El propósito central es contextualizar el tema 
con respecto al objeto de estudio del artículo. Para un mayor análisis véase Cámara de Dipu­
tados y cesop, op. cit., pp. 30-33.

56La discusión se ha orientado más al análisis del desarrollo ya que se considera que las 
remesas tienen mayor potencial para incidir en la disminución de la pobreza y la desigualdad 
del ingreso que directamente sobre el crecimiento del producto interno bruto (pib).

57Una proporción de las remesas puede destinarse al financiamiento de proyectos so­
ciales y productivos, ya sea aumentando la inversión en escuelas, centros de salud y otra 
infraestructura, sociales, lo que conlleva una mejora en la calidad de vida de los habitantes 
o bien, aumentando la capacidad productiva, el empleo y, se espera también, los ingresos. 
(véase Cámara de Diputados y cesop, op. cit., p. 31).

58Se considera que para hacer una crítica del uso productivo hay que tener considera­
ciones conceptuales y métricas sobre el término. Por ejemplo, se debe tomar en cuenta qué 
se está midiendo y qué constituye un nivel bajo, medio o alto.
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El hecho de que se estime que alrededor de un cinco por 
ciento59 de las remesas en México se destine al ahorro o a la in­
versión en pequeños negocios (bid-Fomin, 2004, y Santibáñez, 
2005), permitiría desarrollar las capacidades productivas, indivi­
duales o colectivas, de los hogares que reciben esas remesas. No 
obstante, el hecho de contar con algunos recursos no los hace 
automáticamente empresarios (Santibáñez, 2005). Para ello es 
necesario capacitarlos y crear programas que den acceso a crédi­
tos, permitan desarrollar los eventuales negocios o bien transfor­
mar esa capacidad de ahorro en inversión productiva.60 Aquí se 
refleja la importancia de que los gobiernos locales cuenten con 
visión y capacidad para promover proyectos de desarrollo bajo 
una gestión intergubernamental con base en las remesas. 

La cepal ha formulado algunas recomendaciones para el 
desarrollo de proyectos productivos, en las cuales el gobierno 
local debe tener un papel importante:

1. Fortalecimiento del sistema bancario y financiero.
2. Estrategia gradual, descentralizada y participativa. 
3. Fortalecimiento de las organizaciones locales y de mi­
grantes. 
4. Necesidad de políticas públicas de apoyo. 
5. Proyectos pilotos reproducibles. 
6. Talleres de capacitación previos a inversiones. 

59El bajo impacto de las remesas en la inversión productiva puede atribuírsele a cuatro 
factores: a) lo restringido y atomizado de las remesas como expresión del ahorro de los 
migrantes en Estados Unidos; b) los migrantes por lo general provienen del ámbito de la 
economía familiar, de las filas del desempleo, o de precarias condiciones de empleo, aunque 
también participa una pequeña élite empresarial; c) las dificultades derivadas de la estrechez 
del mercado interno y de las condiciones institucionales que entorpecen el éxito y hasta la 
sobrevivencia de pequeñas empresas en las regiones de origen del migrante; y d) el limitado 
impacto multiplicador de las remesas en la mayoría de las economías locales. El aprovecha­
miento de las remesas requiere entonces que se den ciertas condiciones tanto en los agentes 
participantes en el proceso migratorio como en las características socioeconómicas del país. 
Véase Pablo Serrano (2001).

60El desarrollo de las microempresas presenta problemas por la falta de apoyos efecti­
vos para su desarrollo, en parte por falta de capacidad empresarial de las familias receptoras 
de remesas y, sobre todo, por las limitaciones de viabilidad de mercado en economías, o en 
sectores de esas economías, permanentemente deprimidos. Véase Cámara de Diputados y 
cesop, op. cit., p. 32.
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7. Aprovechamiento del mercado paisano y de las experien­
cias internacionales de otros emigrantes.61 

Las remesas pueden ser una de las alternativas para dismi­
nuir la pobreza y la marginalidad en los municipios de emigran­
tes en México, especialmente de aquellos cuya población se ca­
racteriza por estratos medios bajos y no la población en 
condiciones de pobreza extrema.62 Esto sucede porque los hoga­
res que reciben remesas se concentran con ingresos entre dos y 
seis salarios mínimos. Se estima que sólo el 5.8 por ciento de los 
hogares receptores de remesas correspondían a hogares que reci­
ben hasta dos salarios mínimos. En términos del monto de las 
remesas, los hogares con ingresos de ocho salarios mínimos o 
más reciben más del 50 por ciento de las remesas (Cámara de 
Diputados y cesop, 2005: 6 y 37-41).

Una segunda vertiente sobre el impacto de las remesas sos­
tiene que constituyen un ingreso más para las familias y que 
tienen el mismo uso que los salarios que obtienen otros miem­
bros de la familia en territorio nacional, que es principalmente 
el financiamiento del gasto corriente del hogar. Por ende, no se 
puede ignorar o menospreciar la importancia específica de las 
remesas en familias de estratos populares en México. Las reme­
sas son fundamentales para el sostenimiento de poco más de un 
millón de hogares en México; ese es su destino más importante, 
hacer frente a los gastos del hogar, de la educación y atención 
médica de los familiares que se quedan en México; y además, 
comprar o mejorar la vivienda que habitan (Santibáñez, 2005). 

61Véase García (2003).
62La distribución por deciles de hogares indica que los extremos, correspondientes a 

los deciles I y X, son los que tienen menor proporción de hogares que reciben remesas, en 
el total de hogares de cada decil. Los hogares receptores de remesas, se concentran en los 
deciles que van del II al VI. Sin embargo, los mayores montos de ingresos por remesas se 
concentran en los deciles altos e intermedios. En el 2000, los tres deciles más altos recibie­
ron el 56.8 por ciento de las remesas, esta proporción bajó a 35.56 por ciento en el 2002. 
Sin embargo, los cuatro deciles intermedios (IV al VII) representaron el 31.40 y el 46.46 
por ciento. Los hogares con ingresos más bajos (los tres primeros deciles), obtuvieron el 
11.81 y el 17.98 por ciento de las remesas en el 2000 y el 2002, respectivamente. Véase 
Cámara de Diputados y cesop, op. cit., pp. 20-21.



118� josé maría ramos garcía

El Banco Mundial (2006a) estima que apenas seis de cada 
100 dólares de las remesas recibidas por las familias mexicanas 
son ahorradas, sobre todo en medios informales, fuera de la 
regulación y supervisión de las autoridades. El informe del Ban­
co Mundial) también estableció que la exclusión de las familias 
más necesitadas del sistema financiero formal es un obstáculo 
para superar la pobreza en México. Situación que se compren­
de porque la mayor parte de los ingresos por remesas se requie­
ren para pagar servicios o adeudos,63 y en pocos casos se preten­
de establecer una inversión productiva a través de los bancos. En 
este sentido se justifica la prioridad de multiplicar el impacto 
sobre el desarrollo, en el cual las organizaciones de la sociedad 
civil y el sector privado deberían de identificar de forma siste­
mática los obstáculos que impiden el impacto multiplicador de 
las remesas sobre el desarrollo desde un enfoque de gestión 
asociada.64

Asimismo, se puede mencionar que si bien la mayor parte de 
las remesas se destinan a gasto corriente, es decir, a satisfacer 
necesidades inmediatas de familiares de migrantes, lo cual dis­
minuye las condiciones de marginalidad en el ámbito de fami­
lia, pero no genera desarrollo social (sela, 2004, y Cámara de 
Diputados y cesop, 2005). Una razón adicional es que los 
principales municipios de emigrantes mexicanos generalmente 
han tenido limitaciones para promover un uso productivo de las 
remesas.65 En otros casos, son las propias organizaciones de 
migrantes las cuales han tenido un papel central para generar 
alianzas locales o estimular un papel más activo del gobierno 
local.

63El mismo reporte del Banco Mundial (2006a) menciona que las personas más po­
bres, las que viven en áreas rurales y residentes del sur del país, tienden a ahorrar en activos 
físicos. Las tandas son preferidas por las clases medias, las amas de casa y trabajadores 
asalariados y, regionalmente, son extendidas en la zona de El Bajío. El uso de los bancos 
está sobre todo concentrado en las clases profesionales de más alto ingreso que vive en el 
medio urbano y en el norte del país.

64Para profundizar sobre tal prioridad véase Banco Interamericano de Desarrollo y 
Fomin (2004).

65Para un mayor análisis de las remesas desde la perspectiva de las políticas públicas, 
véase a Arroyo y García, op. cit.
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A manera de resumen, este capítulo ha tenido como objeto 
sustentar que un enfoque de gestión estratégica en los munici­
pios de emigrantes mexicanos es importante para promover un uso 
productivo de las remesas y con ello tratar de promover un de­
sarrollo local. El enfoque estratégico es relevante porque permite 
a los gobiernos locales a pensar en términos de futuro y a forta­
lecer su función social, con base en una evaluación de su gestión, 
sus políticas, objetivos, estrategias, metas e impactos.

El potencial para avanzar hacia una política de desarrollo 
local con base en las remesas existe y se puede apreciar especial­
mente con respecto al papel de las organizaciones de migrantes 
y de algunos gobiernos locales para promover un uso productivo 
de las remesas. No obstante, el problema central es que la mayor 
parte de los municipios de emigrantes tienen otras prioridades 
locales, aunado a limitaciones en sus capacidades de gestión, lo 
que no ha permitido diseñar y, en su caso, institucionalizar una 
política de fomento económico local basado en las remesas. El 
problema se presenta particularmente con los municipios se­
miurbanos y con una deficiente gestión pública. En el caso de 
las ciudades metropolitanas, al contar con una economía más 
diversificada, no dependen de las remesas o donaciones, por lo 
cual, no es una prioridad sustentar proyectos productivos.

El impacto de las remesas, los problemas de bajo crecimiento 
económico y la aguda desigualdad social en México, plantean la 
necesidad de una política o programa integral en materia de un uso 
productivo de las remesas de alcance nacional, pero bajo un esque­
ma descentralizado de operación y de toma de decisiones. Este 
esquema debe permitir alentar las iniciativas locales mediante 
apoyos y estímulos a las mejores prácticas y al desarrollo de 
proyectos piloto que permitan reproducirlas a escala más amplia. 
La asistencia técnica bajo un enfoque de la gestión estratégica 
local es una de las mejores opciones para mejorar el diseño de 
instrumentos a nivel local-regional.
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El objetivo general de este capítulo es el de identificar y ana- 
ilizar los fundamentos jurídicos básicos que regulan los planes 

y programas del gobierno federal en materia de ordenamiento del 
territorio en México. La finalidad es examinar si dicho marco 
plantea los elementos legales que favorezcan una gestión intergu­
bernamental de las políticas y nuevos procesos de gestión del or­
denamiento territorial, especialmente en el ámbito municipal. 

La relevancia del municipio en la perspectiva territorial radica 
en que la mayor parte de los procesos tienen lugar en un espacio 
físico que genera un conjunto de relaciones sociales, políticas, 
económicas y culturales, que es necesario gestionar para promover 
los niveles de vida de la población. En tal sentido, es primordial 
una gestión del ordenamiento territorial en el ámbito local para 
promover una mayor calidad de vida.

Tradicionalmente el ordenamiento territorial se ha concep­
tualizado en términos del “desarrollo equilibrado de las regiones 
y la organización física del espacio”. Sin embargo, el territorio es 
un concepto más amplio y complejo que el espacio físico, y ade­
más se considera que debiera tener mayor énfasis en el mejora­
miento de la calidad de vida de las personas. Con lo cual se 
aprecia la complejidad del ordenamiento territorial, como una 
política para el equilibrio urbano, pero a su vez, como una polí­
tica orientada hacia la calidad de vida. En ambos casos se requie­

Capítulo 5

Gestión del ordenamiento territorial  
y el desarrollo local en México*

*Este capítulo se elaboró como parte del proyecto de investigación Ordenamiento 
Territorial en el Estado de Baja California, Colef-sahope, bajo la coordinación de Nora 
Bringas, profesora-investigadora de El Colegio de la Frontera Norte.
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re del papel de los gobiernos y de su gestión para desarrollar las 
políticas públicas en la materia.

Este capítulo parte de reconocer que en México el creci­
miento urbano de las ciudades a causa del aumento de la pobla­
ción, debido a fenómenos migratorios y una deficiente planeación 
urbana (Aguilar, 2001), no ha sido acompañado de una decidida 
acción de los gobiernos para asegurar una apropiada ocupación 
del territorio y calidad de vida de sus habitantes. Situación que 
se atribuye a una deficiente gestión gubernamental, provocada 
entre otros factores por limitaciones de tipo conceptual: 

(...) los problemas del desarrollo de los países empiezan por 
las ideas. A menudo muchas de ellas tienen un sustento muy 
endeble. Cuando estas ideas se transforman en políticas públi­
cas, el resultado (es) insatisfactorio (...) a la luz de los concep­
tos sobre los que tales políticas descansan. En este sentido, los 
problemas que se encuentran en la implementación tienen 
realmente que ver con una deficiente formulación, y ésta con 
ideas pobremente definidas (Aguilar, 2001).

La premisa de este capítulo es que el marco legal en materia 
de ordenamiento territorial en México si bien conceptualmente 
ha integrado las distintas dimensiones (social, económica, cultu­
ral e institucional) que implica un ordenamiento territorial, no 
ha existido una vinculación eficaz con la gestión y una política 
territorial. Con lo cual, el impacto de las políticas federales y 
estatales en materia territorial, no necesariamente ha provocado 
efectos en el ámbito local, en términos de una mejora en la ca­
lidad de vida.

Las preguntas centrales que orientan este análisis son las 
siguientes: 

¿Existe una articulación entre el marco legal y los planes y 
los programas en materia de ordenamiento territorial?

¿Se plantean nuevos enfoques de gestión en los planes na­
cionales de ordenamiento territorial que repercuten en el ámbito 
local?
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¿Qué problemas han obstaculizado una gestión interguber­
namental en materia de ordenamiento territorial en el ámbito 
local?

Marco conceptual: Estado, gestión  
y política de ordenamiento territorial

Una adecuada comprensión del ordenamiento territorial re­
quiere precisar lo que se entiende por territorio y su relación con 
las distintas dimensiones. En primer lugar, es importante conce­
bir el territorio como un concepto holístico más global que la 
concepción de espacio. El territorio deja de ser el soporte físico 
de las actividades humanas, para transformarse en un sistema 
complejo donde interactúan factores ambientales, económicos, 
sociales, políticos y culturales (Conama, 2000). Desde esta pers­
pectiva, se plantea la importancia de una noción integral del 
ordenamiento territorial, que a su vez implica que la gestión y 
las políticas incorporen las distintas dimensiones que condicio­
nan el territorio. 

El ordenamiento territorial debe de considerar el componen­
te de la gestión y de las políticas, porque al margen de los sesgos 
urbanos, social y económico de una política de esa naturaleza, 
un elemento esencial es la capacidad de los actores para promo­
ver, gestionar y evaluar el ordenamiento territorial. Ahí radica la 
importancia de la gestión y una planeación estratégica en mate­
ria territorial para promover el desarrollo local. 

Una definición amplia del ordenamiento territorial debe in­
cluir la gestión y las políticas públicas, que se vinculan a una noción 
estratégica en términos de su enfoque y su metodología. Adicio­
nalmente, un elemento importante es la gestión política, particu­
larmente, si se parte de la consideración de que una perspectiva 
integral del ordenamiento territorial considera los siguientes 
elementos: 

• Procesos de planificación.
• Los conflictos entre intereses diversos. 
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• Voluntades políticas de alianza entre territorios adminis­
trativos diferentes. 
• Formas de participación y de concertación de actores, 
(Conama, 2000).

Desde el punto de vista administrativo, la ordenación del terri­
torio es una función pública que responde, fundamentalmente, a 
la necesidad de controlar desde los poderes públicos el crecimien­
to espontáneo de las actividades humanas, públicas y privadas, 
con el fin de evitar los problemas que aquél provoca y de garantizar 
una especie de justicia socioespacial: el respeto al principio que 
proclama la función social de la propiedad, y un desarrollo que, tras­
cendiendo el mero crecimiento económico, se centra en la calidad 
de vida de la población (Gómez Orea, 2001). 

Teóricamente el ordenamiento territorial involucra a toda la 
sociedad, y el Estado debe liderar una estrategia de ordenamien­
to territorial, confrontando los intereses, las aspiraciones diver­
sas y eventualmente contradictorias de los diversos actores, con 
el objeto de potenciar el desarrollo económico, social y ambien­
talmente sustentable (Conama, 2000). 

Se asume que el ordenamiento territorial debiera ser una 
política dirigida y articulada por el Estado y sus gobiernos. El 
Estado es el encargado de fijar el marco regulatorio para la ac­
ción de los privados, y de generar políticas y acciones que pro­
muevan un ordenamiento del territorio acorde a las necesidades 
y aspiraciones de la ciudadanía. El Estado, además, debiera ser 
capaz de articular las distintas visiones y acciones de los sectores 
que conviven en su interior, en pos de los objetivos nacionales, 
regionales y locales. Por tanto la pregunta central es si el Estado 
mexicano cumple con sus responsabilidades legales y de gestión 
gubernamental en materia de ordenamiento territorial.

Llamaremos sistema territorial al conjunto de elementos que 
intervienen en el territorio, con sus partes o factores constituti­
vos y sus interacciones con los demás subsistemas. Éste se con­
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forma de los subsistemas de asentamientos humanos, activida­
des productivas y medio físico y éstos a su vez se soportan sobre 
un subsistema que es el marco jurídico e institucional, que regula 
la actuación humana sobre el territorio.

Marco legal-normativo del ordenamiento  
territorial en México: ámbito federal

Existe una diversidad de dependencias gubernamentales que han 
generado una variedad de programas, planes y políticas en mate­
ria de ordenamiento territorial en México (véase cuadro 4).

Cuadro 4
Marco normativo del ordenamiento territorial

Marco normativo general

Nivel de gobierno Leyes Reglamentos y convenios

Federal Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos
Ley de Planeación
Ley General de los Asenta­
mientos Humanos (dof, 26 
de mayo de 1976, reformada 
el 21 de julio de 1993)
Ley General de Equilibrio 
Ecológico y Protección al Am­
biente (dof, 28 de enero de 
1988, modificada el 13 de di­
ciembre de 1996)
Ley General de Población (dof, 
7 de enero de 1974, reformada 
el 4 de enero de 1991)
Ley General de Bienes Nacio­
nales
Ley Federal de Derechos de 
Agua
Ley Agraria
Ley Orgánica de la Adminis­
tración Pública Federal

Reglamento Interno de la Se­
cretaría de Desarrollo Social
Reglamento Interno de la Se­
cretaría de Medio Ambiente 
y Recursos Naturales
Reglamento Interno de la Se­
cretaría de Agricultura, Gana­
dería, Pesca y Alimentación

Fuente: Rodrigo Vera Vázquez (2002).
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El problema a plantear es si existe una articulación eficaz 
entre todos esos marcos legales y que promuevan el diseño e 
implantación de una política de ordenamiento territorial acorde 
a sus dimensiones social, ambiental, urbana y económica respec­
tivamente y sus impactos en el desarrollo local.

Los preceptos básicos para el ordenamiento y regulación de 
los asentamientos humanos en el territorio nacional están esta­
blecidos por la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos en sus artículos 27, 73 y 115. El artículo 25 consti­
tucional establece que: 

Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional 
para garantizar que éste sea integral y sustentable, que for­
talezca la Soberanía de la Nación y su régimen democrático 
y que, mediante el fomento del crecimiento económico y el 
empleo y una más justa distribución del ingreso y la riqueza, 
permita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los 
individuos, grupos y clases sociales, cuya seguridad protege 
esta Constitución.

Como consecuencia, el Estado tiene un papel central en la 
regulación de las actividades productivas, ambientales y su im­
pacto en el desarrollo. 

El artículo 27 designa a la nación como la responsable de 
imponer las medidas en materia de ordenamiento en los siguien­
tes términos: 

(...) ordenar los asentamientos humanos y establecer ade­
cuadas provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas 
y bosques, a efecto de ejecutar obras públicas, de planear y 
regular la fundación, conservación, mejoramiento y creci­
miento de los centros de población; para preservar y restau­
rar el equilibrio ecológico.

Desde nuestra perspectiva el mandato constitucional esta­
blece una noción “tradicional” del ordenamiento, en el sentido 
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de que se considera que sólo con ordenar los espacios físicos 
acorde a sus características, es posible fomentar una política de 
ordenamiento territorial que integre conceptual y operativamen­
te, las distintas y complejas dimensiones de un ordenamiento, 
en especial, el papel de los actores y sus distintos intereses. Una 
de las implicaciones de esta definición constitucional radica en 
que otras leyes federales y estatales reproducen tal noción del 
ordenamiento territorial. Bajo ese enfoque es cuestionable que 
el ordenamiento territorial pueda generar un desarrollo local.

De los anteriores preceptos constitucionales se destaca el 
papel del Estado para atender los principales criterios de una 
política territorial: la promoción, la ordenación, la regulación, 
la funcionalidad, la integración y el equilibrio con sentido so­
cial y sustentable. El análisis sobre los papeles del Estado de­
berá centrarse si las responsabilidades indicadas no se han 
ejecutado eficazmente o si han cambiado en el transcurso de 
los años, a causa de los cambios del entorno económico, social 
e institucional.

Dentro del ámbito legislativo, el artículo 73 fracción XXIX-C 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
faculta al Congreso de la Unión para expedir leyes que establez­
can la concurrencia del gobierno federal, de los estados y de los 
municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias en 
materia de asentamientos humanos, con objeto de cumplir con 
los fines previstos en el párrafo 3o. del artículo 27 de la Consti­
tución. Éste, a su vez, hace referencia al mejoramiento de las 
condiciones de vida de la población rural y urbana; en conse­
cuencia, se dictarán las medidas necesarias para promover entre 
otras las siguientes disposiciones:

(...) ordenar los asentamientos humanos y establecer ade­
cuadas provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas 
y bosques, a efecto de ejecutar obras públicas y de planear y 
regular la fundación, conservación, mejoramiento y creci­
miento de los centros de población; para preservar y restau­
rar el equilibrio ecológico.
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Debido a que la planeación deberá llevarse como un medio 
para el eficaz desempeño de la responsabilidad del Estado sobre 
el desarrollo integral del país, la Ley de Planeación (1983) es 
referente en cuanto a la coordinación y congruencia del Ejecuti­
vo federal y sus actividades de planeación con las entidades fe­
derativas. Por ello, en el artículo 1o. se indica que las disposicio­
nes de esta ley son de orden público e interés social y tienen por 
objeto establecer: 

Fracción I: Las normas y principios básicos conforme a los 
cuales se llevará a cabo la Planeación Nacional del Desarro­
llo y encauzar, en función de ésta, las actividades de la ad­
ministración Pública Federal. 
Fracción II: (...) las bases para que el Ejecutivo Federal coor­
dine sus actividades de planeación con las entidades federa­
tivas, conforme a la legislación aplicable.

En este sentido el artículo 2o. refiere al fortalecimiento del 
pacto federal y del municipio libre, para llevar a cabo un desarro­
llo equilibrado del país, promoviendo la descentralización. De 
este modo, la Ley de Planeación es clara al presentar que todas 
las dependencias de la administración pública centralizada debe­
rán planear y conducir sus actividades con sujeción a los objeti­
vos y prioridades de la planeación nacional del desarrollo, de tal 
manera que, en los términos de esta ley, se lleven a cabo median­
te el Sistema Nacional de Planeación Democrática. La cuestión 
es si efectivamente este marco legal conduce a una gestión inter­
gubernamental del conjunto de las dimensiones del ordenamien­
to territorial y genera impactos en el desarrollo local. 

Adicionalmente la Ley de Planeación establece en su capítu­
lo quinto, artículo 33, referente a la coordinación que:

El Ejecutivo Federal podrá convenir con los gobiernos de las 
entidades federativas, satisfaciendo las formalidades que en 
cada caso procedan, la coordinación que se requiera a efecto 
de que dichos gobiernos participen en la planeación nacio­
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nal del desarrollo; coadyuven, en el ámbito de sus respecti­
vas jurisdicciones, a la consecución de los objetivos de la 
planeación nacional, y para que las acciones a realizarse por 
la Federación y los Estados se planeen de manera conjunta. 
En todos los casos se deberá considerar la participación que 
corresponda a los municipios. 

Formalmente la Ley de Planeación debe promover algunas 
de las principales prioridades de política gubernamental que 
caracterizan a un Estado democrático: desarrollo integral, coor­
dinación, desarrollo equilibrado y descentralización. Se conside­
ra que tales objetivos no se han alcanzado totalmente, entre 
otras causas porque se ha mantenido una tendencia a la centra­
lización en el gobierno federal. Por tanto, no se ha promovido 
un equilibrio con otros procesos como son la propia descentrali­
zación, democratización, participación social y un equilibrio de 
las capacidades territoriales con una visión sustentable. Con lo 
cual se ha limitado el desarrollo local. En ese marco también se 
podrían ubicar algunas orientaciones de la Ley General de los 
Asentamientos Humanos (1993).

Un problema adicional con la Ley de Planeación es que res­
pondió a un contexto político-institucional en donde se prego­
naba una “doctrina” de la planeación. Bajo ese marco “concep­
tual” se inscribió la Ley General de Asentamientos Humanos 
de 1976. Desde ese año, la gestión de la entonces Secretaría de 
Asentamientos Humanos y Obras Públicas (sahop) ante las 
entidades federativas fue tendiente a la creación de un sistema 
nacional de planeación urbana, el cual llevaba la invocación de 
este marco legal (de planeación) que desde entonces ha caracte­
rizado la gestión urbana en el ámbito local. 

La Ley de Planeación fue considerada como un modelo de 
gestión pública durante el gobierno de Miguel de la Madrid, lo 
que significó un referente obligado para conceptualizar y orga­
nizar la práctica de la planeación durante esos años (Azuela de 
la Cueva, 1990: 65). 
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En la actualidad la Ley de Planeación se concibe únicamen­
te como un marco referencial, a causa de sus limitaciones, entre 
las que destacan: 

• Un concepto de planeación sin referentes conceptuales 
que permitan una articulación con la gestión y políticas 
públicas y su impacto en el desarrollo local.
• La planeación se asocia a un conjunto de acciones y pro­
pósitos que no se fundamenta en estrategias, mecanismos y 
políticas concertadas con los distintos actores en los diferen­
tes ámbitos.
• La planeación no se ha articulado al desarrollo local bajo 
un equilibrio entre competitividad y bienestar.
• La planeación como un recetario de procedimientos, reglas 
y objetivos que no se articula con una noción estratégica de 
la gestión y las políticas.
• La planeación se concibe como un requisito de procedi­
miento institucional para acceder a las fuentes de financia­
miento gubernamental. 
• La planeación entendida como tal, ha evolucionado en la 
actualidad hacia una planeación estratégica en su definición 
más tradicional y simple.

Estos factores han determinado que el marco legal de la 
planeación si bien contenga algunos aspectos que permitan 
orientar las políticas de ordenamiento territorial y el desarrollo 
sustentable, por otro, no ofrece elementos concretos que permitan 
articular las distintas dimensiones del territorio. La planeación 
en su dimensión limitada –como una orientación general– no se 
concibe como un marco conceptual que permita orientar, regular 
y gestionar el conjunto de aspectos que condicionan un ordena­
miento territorial.

La complejidad de los procesos sociales presentes general­
mente ha superado las valorizaciones de los actores públicos 
para aprehender la complejidad del territorio. Por ello, concebir 
una revalorización del mismo y su impacto en la gestión y las 
políticas resulta muy complejo. Si se adiciona una noción de un 
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enfoque prospectivo, la complejidad aumenta, especialmente 
con gobiernos y administraciones con un bajo desempeño y 
formación profesional deficiente. 

En materia de criterios de planeación y ordenamiento terri­
torial se tiene que hacer referencia a si los instrumentos de pla­
neación del territorio tienen la capacidad de fomentar una dis­
tribución equilibrada y sustentable de la población y las 
actividades económicas (véase figura 2). Para ello se requiere 
atender los siguientes aspectos:

• Una definición amplia e integral del ordenamiento terri­
torial.
• Una articulación entre las distintas dimensiones del orde­
namiento territorial.
• Una articulación entre el concepto de ordenamiento terri­
torial, la gestión y las políticas. 
• Valorar la integración entre la organización, su gestión y 
las políticas territorial integración entre la planeación estra­
tégica, el ordenamiento territorial y la gestión territorial.

La importancia de estos aspectos radica en que su ausencia 
ha condicionado los alcances de la planeación y la gestión del 
desarrollo urbano en México. 

Adicionalmente, los criterios fundamentales de la planeación 
del territorio se asocian a la coordinación intergubernamental, 
la gestión de políticas, programas y planes gubernamentales, la 
capacidad gubernamental y la dirección estratégica. Estos aspec­
tos tendrían que incidir en el Sistema Nacional de Planeación 
Democrática, a través de las políticas sectoriales desarrolladas 
por los gobiernos estatal y local. 

Se propone la necesidad de una gestión intergubernamental 
del ordenamiento territorial, con base en considerar sus principa­
les componentes, en la medida en que esas políticas mantienen 
interdependencia. Así, el territorio concebido con una noción 
dinámica, social y espacial, implica la necesidad de valorar tales 
dimensiones e impacto en la gestión y las políticas públicas.



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Capacidad instrumentos de planeación  

Capacidad gubernamental 
Dirección estratégica 
Gestión de políticas, programas y 
planes intergubernamentales 
Coordinación intergubernamental 

Distribución equilibrada y sustentable 
población y actividades económicas 

Criterios  

Sistema Nacional de Planeación Democrática  

Política sectorial 

Gobiernos estatales  Municipios 

Gestión intergubernamental  

Ordenamiento territorial 
Constitución y administración  de reservas territoriales 
Regularización urbana 
Dotación de infraestructura 
Equipamiento y servicios urbanos 
Equilibrio ecológico 
Protección del patrimonio cultural 

Objetivo

Figura 2
Criterios de planeación  

y ordenamiento territorial

Fuente: Elaboración propia.
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Marco legal

Disposiciones constitucionales
Leyes
Reglamentos
Decretos
Resoluciones administrativas
Diversas decisiones

Centralismo
Competencia
Control
Normatividad
Inflexibilidad

Contradicciones
No consensos entre actores
Descoordinación
Relativa institucionalización
Vicios legales
No coherencia

Retos de política legal
Mejorar calidad regulación
Control y responsabilidad
Adaptación de contextos

Demandas ciudadanas
Conclictos entre actores
Cambios económicos

Coordinación normativa eficaz

Figura 3
Integración-desintegración, marco legal  

y contexto social

Fuente: Elaboración propia.
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Programas del gobierno federal  
y el ordenamiento territorial: ámbito federal

Esquema institucional vigente y atribuciones jurídicas

En este apartado se identifica el esquema institucional y las 
atribuciones jurídicas que poseen los diferentes actores del sec­
tor público involucrados en el proceso de ordenamiento territo­
rial (véase cuadro 5). La finalidad es determinar si el marco ju­
rídico-administrativo del país contempla una estructura 
institucional involucrada de manera directa o indirecta en el 
tema del ordenamiento territorial.

Cuadro 5
Actores institucionales vinculados  

a planeación urbana y regional

Actores federales

Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat):
1. Subsecretaría de Planeación y Política Ambiental
1.1. Dirección General de Política Ambiental e Integración Regional y Sectorial
2. Subsecretaría de Gestión para la Protección Ambiental
Dirección General de la Zona Marítimo Terrestre y Ambientes Costeros

Organismos descentralizados
Comisión Nacional del Agua
Comisión Nacional de Áreas Protegidas
Instituto Nacional de Ecología
Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol):
1. Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Ordenación del Territorio
1.1. Dirección General de Ordenación del Territorio
1.2. Dirección General de Desarrollo Urbano y Regional
Dirección General de Suelo y Reserva Territorial

Organismos descentralizados
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación (Sagarpa)
Organismos descentralizados

Fuente: Vera Vázquez (2002).

La estructura del régimen y su orden administrativo partici­
pan como factor de influencia directa al armar respuestas guber­
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namentales y por ello es necesario integrar los distintos niveles 
de gobierno, cada uno de los cuales poseen un ámbito de acción 
y atiende una dimensión de la ordenación territorial. Ambos 
aspectos son importantes porque el alcance de las políticas en 
cada nivel se asocia inicialmente a sus competencias. 

Las actuaciones propias de cada nivel territorial son diferen­
tes, y puede afirmarse que cada uno de ellos es el adecuado 
para conseguir alguno de los objetivos fijados. Esto, por supues­
to, no resta valor a lo que se pueda realizar desde los otros 
ámbitos. Además, debe considerarse que el objetivo de la sus­
tentabilidad reclama una amplia colaboración entre todos los 
agentes, públicos y privados, con incidencia en el territorio. El 
problema radica en que si los distintos actores gubernamentales 
cuentan con las capacidades normativas e institucionales que 
les permitan gestionar intergubernamentalmente una política 
territorial, en un marco en que cuentan con diferentes respon­
sabilidades, enfoques, ámbitos de acción y problemas. 

A manera de antecedentes, el Plan Nacional de Desarrollo 
(pnd) l995-2000 establecía en sus estrategias de desarrollo social 
la necesidad de promover el desarrollo equilibrado entre las re­
giones, para ello se proponía la ejecución de políticas de desarro­
llo regional, urbano y de la reforma agraria, respectivamente. La 
finalidad era reducir las disparidades entre la ciudad y el campo, 
mejorar los niveles de competitividad, a generar empleos, a mi­
nimizar el constante crecimiento demográfico y a mejorar las 
condiciones de vida de la población. Sin embargo, estos proble­
mas no se han reducido sustancialmente en el transcurso de los 
años, a causa de una inadecuada gestión de la planeación terri­
torial y las limitaciones de la política de desarrollo social. 

Dentro de los objetivos específicos relativos al ordenamiento 
territorial de los asentamientos humanos que contemplaba el 
Programa Nacional de Desarrollo Urbano (pndu) 1995-2000 se 
establecía el de buscar fortalecer diferentes tipos de corredores, 
entre los que se destacan los turísticos, con la finalidad de estimu­
lar la generación de empleos y la consolidación de las regiones; 
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asimismo establecía que en los planes y programas de ordena­
miento y desarrollo urbano se incorporarán los criterios de sus­
tentabilidad y de conservación del entorno natural. 

De entre los objetivos referentes al desarrollo urbano ordenado 
se destacaba la necesidad de fomentar la coordinación entre enti­
dades y dependencias del gobierno para dotar de infraestructura y 
equipamiento urbano a las ciudades. Es importante subrayar el 
énfasis que pone este programa en la idea de que el ordenamiento 
territorial debería ser una facultad de los gobiernos locales.

Un buen referente de los cambios en materia de administra­
ción territorial en la década de los noventa fue el impacto del 
pndu 1995-2000; éste abordó una serie de lineamientos relativos 
al ordenamiento territorial de los asentamientos humanos. Sin 
embargo, esta política se enfocó básicamente al impulso, conso­
lidación y desarrollo de ciudades, ya que esencialmente se con­
sideró que la implementación de estas políticas repercutiría en 
un equilibrio regional, para ello se crearon cuatro programas 
estratégicos:

Cuadro 6
Políticas, enfoques y problemas  
del ordenamiento territorial

Organismo Política Enfoque Problema

Secretaría de Desarrollo 
Social (Sedesol)

Social, urba­
na, regional y 
territorial

Asentamientos 
humanos

Desequilibrios en 
el sistema de ciu­
dades

Secretaría de Medio Am­
biente y Recursos Natura­
les (Semarnat)

Ambiental Medio físico Aprovechamien­
to de los recursos 
naturales

Secretaría de Agricultu­
ra, Ganadería, Desarro­
llo Rural, Pesca y Alimen­
tación (Sagarpa)

Desarrollo re­
gional

Actividad eco- 
nómica, produc­
tividad

Siniestralidad y 
baja productivi­
dad regional

Secretaría de Asentamien­
tos Humanos y Obras Pú­
blicas (sahop)

Urbana Obras públicas Incorporación del 
sector rural

Fuente: pndu-ot (2001-2006).
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1. Programa de 100 Ciudades.
2. Programa de Consolidación de las Zonas Metropolitanas.
3. Programa de Ordenamiento Territorial y Promoción del 
Desarrollo Urbano.
4. Programa de Impulso a la Participación Social en el De­
sarrollo Urbano.

En el caso del Programa de Ordenamiento Territorial y Pro­
moción del Desarrollo Urbano (1995-2000) su objetivo general 
era el de coordinar acciones de la Federación con estados y mu­
nicipios para promover el ordenamiento y la planeación del de­
sarrollo urbano. Sus objetivos específicos consistían: 

• Fortalecer la capacidad estatal y local para orientar el de­
sarrollo urbano. 
• Coordinar los esfuerzos intragubernamentales federales de 
apoyo a la consolidación de los asentamientos humanos. 
• Consolidar el marco jurídico para el desarrollo urbano 
estatal y municipal. 

Dos aspectos destacan de la propuesta anterior, por un lado, 
el énfasis en el fortalecimiento de las capacidades de gestión 
institucional e intergubernamental y el diseño de los marcos le­
gales en materia de ordenamiento territorial. Segundo, el desarro­
llo de los estudios técnicos correspondientes, con la finalidad de 
conocer las principales variables que condicionan el desarrollo 
urbano. Y tercero, la necesidad de considerar el impacto local del 
ordenamiento territorial. Si bien estos aspectos son retomados 
en el programa federal de ordenamiento de la presente adminis­
tración, no existe una visión integral del ordenamiento que 
permita vincular tal enfoque con la gestión y las distintas políti­
cas. Este problema ha condicionado el impacto del ordenamien­
to territorial en el desarrollo local. 

En aras de ser congruente con los planteamientos del Plan 
Nacional de Desarrollo 1995-2000, la entonces Semarnap propuso 
10 lineamientos de política ambiental que dan dirección y sentido 



gestión del ordenamiento territorial� 139

a las acciones institucionales; en ellos se basan las directrices del 
ordenamiento ecológico del territorio. Estos lineamientos eran:

• Promover una transición al desarrollo sustentable y frenar 
los procesos de deterioro ambiental.
• Aprovechar el potencial de los recursos y mejorar ecológica­
mente los procesos productivos para impulsar el desarrollo.
• Ordenar el aprovechamiento de los recursos, la produc­
ción, la infraestructura y el desarrollo urbano.
• Destacar la prevención y fomentar, con educación, capaci­
tación y comunicación, patrones de consumo favorables a la 
sustentabilidad.
• Fomentar programas de uso de recursos que colaboren a la 
superación de la pobreza.
• Impulsar la corresponsabilidad, la participación social y la 
información oportuna y transparente de la política ambiental.
• Avanzar en la descentralización, la coordinación y la inte­
gración regional.
• Fortalecer el marco jurídico y el cumplimiento de las leyes, 
normas y programas.
• Modernizar e innovar las prácticas institucionales que re­
fuercen las acciones en torno a una gestión ágil y funcional 
y a una actuación transparente en todos los niveles.
• Promover la participación de México en los foros interna­
cionales de medio ambiente.

La anterior administración gubernamental también formuló 
una serie de iniciativas teórico-metodológicas para promover 
ordenamientos ecológicos del territorio. Adicionalmente cen­
traron su interés en el fortalecimiento de las capacidades insti­
tucional y de gestión gubernamental en los ámbitos local y esta­
tal. Además, definieron algunos de los principios rectores del 
ordenamiento ecológico del territorio:

• Integral.
• Articulador.
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• Participativo.
• Prospectivo.
• Distribución y competencia.
• Equilibrio territorial.

Para tales efectos, se reconoció la necesidad de extender y 
multiplicar los esfuerzos de gestión, de tal forma que todos los 
estados de la Federación, especialmente las regiones y munici­
pios con problemas más críticos, tuvieran un ordenamiento 
ecológico que les permitiera planear de manera responsable el 
desarrollo de infraestructura y abasto urbano, y las actividades 
y proyectos productivos (ine, 1999).

Estos aspectos son importantes porque permiten avanzar en 
el diseño y gestión de programas de ordenamiento territorial en el 
ámbito local, en un contexto en que la administración pública 
en la materia se caracteriza por constantes cambios en los acto­
res, la organización y sus enfoques. 

Las políticas de la presente administración se caracterizan por 
los siguientes aspectos generales. En el Plan Nacional de Desarro­
llo (pnd) 2001-2006 se desprende la necesidad de incrementar el 
desarrollo social y armónico con la naturaleza. Esto implica orien­
tar las políticas de crecimiento poblacional y ordenamiento terri­
torial, con la participación de los estados y municipios, para crear 
núcleos de desarrollo que estimulen la migración regional ordena­
da y propicien el arraigo de la población económicamente activa 
cerca de sus lugares de origen. La estrategia a seguir es, entre otras, 
armonizar el crecimiento y la distribución territorial de la pobla­
ción con las exigencias de desarrollo sustentable. Con esto se 
pretende mejorar la calidad de vida y fomentar el equilibrio de las 
regiones del país, con la participación del gobierno y la sociedad 
civil, de acuerdo con modelos sustentables de ocupación y apro­
vechamiento del suelo (pnd, 2001: 92).

La propuesta del pnd 2001-2006 retoma algunos aspectos 
del anterior programa, aunque no enfatiza en el campo del or­
denamiento territorial el papel de la gestión y políticas públicas. 
El mencionado plan tiene como esencia lograr que: “(...) México 
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responda, con dinamismo y decisión a los retos que plantean las 
diferentes transiciones en el ámbito político, demográfico, eco­
nómico y social...” (ix). 

En ese marco, se concebía que: “(...) el medio ambiente es 
prioritario... es una prioridad para el Ejecutivo federal y para el 
(pnd), toda vez que el desarrollo de la nación no será sustenta­
ble si no se protegen los recursos naturales...” (pnd, 2001: 24). 

Uno de los objetivos es lograr un desarrollo social y humano 
con armonía con la naturaleza, lo cual implica fortalecer la cul­
tura de cuidado del medio ambiente. Para alcanzar tal propósito 
una de las estrategias que se propone es: 

a) armonizar el crecimiento y la distribución territorial de la 
población con las exigencias del desarrollo sustentable, para 
mejorar la calidad de vida de los mexicanos y fomentar el 
equilibrio de las regiones del país. Orientar las políticas de 
crecimiento poblacional y ordenamiento territorial, conside­
rando la participación de los estados y municipios, para 
crear núcleos de desarrollo sustentable que estimulen la mi­
gración regional ordenada y propicien el arraigo de la pobla­
ción económicamente activa cerca de sus lugares de origen. 
Se buscará el equilibrio con el desarrollo urbano, regional y 
nacional de acuerdos con modelos de sustentables de ocupa­
ción y aprovechamiento del suelo (pnd, 2001: 92).

El pnd 2001-2006 renova el interés gubernamental sobre 
el desarrollo sustentable desde una perspectiva del ordena­
miento territorial. Sin embargo, destaca la orientación del or­
denamiento territorial únicamente en términos de regular los 
flujos de población en los ámbitos local y regional. Como con­
secuencia, en este rubro no se concede importancia a mejorar 
la calidad de vida de esos estratos. Lo cual es contradictorio 
considerando la importancia del ordenamiento territorial en tal 
sentido. 

Las propuestas de la presente administración federal en ma­
teria de ordenamiento territorial son orientadas fundamental­
mente por la Sedesol. 
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Entre los objetivos de su nueva política territorial destaca, el 
de elevar la competitividad económica de las ciudades y las re­
giones del país; acrecentar la equidad y la igualdad de oportuni­
dades y se garantice la cohesión social. En la presente adminis­
tración federal la misión de la Sedesol en el contexto institucional 
es instrumentar la política de ordenación del territorio, para que 
sea complementaria a la política de desarrollo urbano y regional. 
Para lograr este objetivo se asegurará que confluyan las aspira­
ciones locales con las directrices nacionales en el marco del pacto 
federal. En este quehacer, el ordenamiento ecológico, competen­
cia de Semarnat, se considera como un vínculo fundamental. 
Para cumplir esta misión, el pndu-ot postula cuatro principios 
de actuación institucional: 

• Orientación espacial del desarrollo.
• Organización de territorios de actuación.
• Planificación y prospectiva del territorio.
• Aplicación del Fondo de Ordenación del Territorio en dos 
vertientes: Fondo Regional Compensatorio y Fondo Regio­
nal Estructurante (pndu-ot, 2001: 90).

La Sedesol elaboró el Programa Nacional de Desarrollo Ur­
bano y Ordenación del Territorio (pndu-ot) 2001-2006, que 
está sustentado en los objetivos y estrategias contenidas en el 
pnd, el cual incorpora dentro de sus objetivos rectores, en el área 
de crecimiento con calidad, el de promover el desarrollo econó­
mico regional equilibrado y orientar políticas de crecimiento 
poblacional y ordenamiento territorial, considerando la partici­
pación de los estados y municipios. Todo ello según lo estableci­
do en los artículos 21, 22 y 23 de la Ley de Planeación.

El pndu-ot define a la ordenación del territorio como una 
política que permite maximizar la eficiencia económica del terri­
torio garantizando, al mismo tiempo, su cohesión social, política 
y cultural en condiciones de sustentabilidad. En particular, es 
una estrategia que, al considerar plenamente la dimensión espa­
cial, tiene como objetivo hacer no sólo compatibles sino comple­
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mentar las aspiraciones locales y regionales con las orientaciones 
nacionales. Por estas razones, la ordenación del territorio repre­
senta en México tanto un enfoque como una herramienta para 
ofrecer una respuesta institucional al reto de la superación de la 
pobreza de territorios, de comunidades y de individuos, comba­
tiendo las causas estructurales de la misma bajo los principios de 
subsidiariedad y resarcitoriedad.

El reconocimiento de las particularidades de cada territorio 
y la identificación realista de su potencial sientan las bases para 
instrumentar acciones de gobierno en el territorio. Como conse­
cuencia, la política territorial busca:

• Impulsar el desarrollo nacional mediante la activación de 
las potencialidades de cada región.
• Reducir las desigualdades entre las áreas, no mediante 
subsidios o inversiones no redituables, sino a través del in­
cremento en su nivel de competitividad.
• Fortalecer la gobernabilidad del territorio a través del prin­
cipio de subsidiariedad (pndu-ot, 2001: 34).

La implementación de las disposiciones del pndu-ot se 
concibe como parte de una política de Estado en términos de 
una coordinación intergubernamental: 

(...) en el marco del más estricto apego a los distintos ámbi­
tos de acción y competencia, se pretende crear un marco de 
colaboración interinstitucional que permita la efectiva coor­
dinación y la adopción de una visión integral con enfoque 
estratégico, así como presentar a la Soberanía Nacional y a 
la de los estados de la Federación los proyectos de Ley, de 
Reforma o de Adiciones que resulten necesarios para lograr 
la proyección, el desarrollo y el orden que México merece 
(pndu-ot, 2001: 83).

En la presente administración el papel de la Sedesol es re­
levante para promover una política de ordenamiento territorial 
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a partir del marco legal y del resto de programas que directa o 
indirectamente inciden en el ordenamiento. La diversidad de ta­
reas y retos que representa el ordenamiento territorial desde las 
diferentes dimensiones que lo condicionan, plantea un serio reto 
a la Sedesol. Particularmente cuando otras de sus prioridades son 
las de promover el desarrollo social, reducir los niveles de po­
breza y promover una ciudadanía económica o productiva. Por 
ello, es importante conocer si esa dependencia cuenta con las 
capacidades institucionales y de gestión intergubernamental en 
los ámbitos intra e interinstitucional para promover esas políticas. 
Y particularmente si cuenta con la capacidad política de generar 
una gestión intergubernamental en materia de desarrollo local.

Resta mencionar que el pndu-ot 2001-2006, a diferencia 
del pndu 1995-2000, integra la ordenación del territorio de 
manera explícita como política de Estado. Aunado a esto la 
Sedesol pretende promover en este periodo de la administra­
ción gubernamental la Ley de Orientación y Ordenación Sus­
tentable del Territorio. Dicho programa pretende sentar las 
bases para el fortalecimiento coordinado de acción espacial y 
el equilibrio regional. 

Uno de los programas importantes en donde se pretende ope­
racionalizar las iniciativas de desarrollo sustentable en la perspectiva 
del ordenamiento territorial es el Programa Nacional de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales 2001-2006, de la Semarnat. Uno de 
los pilares en la nueva política ambiental a la que hace referencia 
la secretaría es la integralidad. Esta política va más allá de un en­
foque puramente ecológico y considera que los recursos naturales 
deben ser manejados en forma conjunta y coordinada. Para lograr 
el manejo integral de los recursos naturales en el territorio se pre­
tende adoptar un enfoque integral de cuencas donde se tomarán 
en cuenta las interrelaciones que existen entre agua, aire, suelo, 
recursos forestales y los componentes de la diversidad biológica.

Para concebir tal enfoque la Semarnat propone como parte 
de su programa nacional una nueva gestión ambiental, adoptan­
do un enfoque estratégico y con base en impulsar un nuevo fe­
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deralismo, el cual es concebido como una acción conjunta y 
coordinada para promover una gestión eficaz y eficiente. 

El nuevo federalismo se sustenta en las siguientes líneas de 
acción: 

• Estrategias generales y firma de acuerdos.
• Desarrollo institucional.
• Vinculación de la descentralización con el desarrollo regio­
nal sustentable (Semanart, 2001:100).

A manera de resumen, los planes y programas nacionales 
examinados igualmente integran las principales dimensiones de 
la problemática territorial y ambiental. En algunos casos, existe 
un énfasis en seguir fortaleciendo el papel de la gestión y la po­
lítica ambiental. 

En materia ambiental existe una continuidad de prioridades 
institucionales, que se han actualizado en función de los cam­
bios en el entorno. La tendencia parece ir hacia la instituciona­
lización de procesos relacionados con la conceptualización del 
desarrollo sustentable y de alguna manera en materia de gestión 
y políticas públicas. 

No se puede afirmar lo mismo de las propuestas de la Sede­
sol en materia territorial. Se considera en un primer momento, 
que no existe continuidad en la manera de conceptualizar la 
problemática territorial con una visión social –que sería la prio­
ridad institucional. Se podría esperar que se conceda mayor 
atención a la dimensión social, y en particular a la política de 
promover una ciudadanía económica (sic), en lugar de favorecer 
una articulación de las políticas social y territorial. Desde el 
punto de vista conceptual, no se identificó en el programa na­
cional de la Sedesol tal vinculación. Esta situación puede tener 
impactos negativos para la población objetivo y una ineficaz 
actuación gubernamental para promover el desarrollo. Adicio­
nalmente, las dependencias estatales de la Sedesol no aborda­
ron en la presente administración los problemas del orde­
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namiento territorial. No obstante de que la calidad de vida es 
una de las prioridades de las dependencias asociadas con el 
desarrollo social.

En ese contexto, los gobiernos locales tienden a desaprove­
char las opciones para promover un desarrollo local desde una 
perspectiva territorial. Sin embargo, en el próximo sexenio los 
gobiernos locales tienen el reto de tratar de articularse a dicha 
política, considerando las demandas sociales.

Coordinación, gestión intergubernamental  
y el ordenamiento territorial

Como se ha apreciado, existe una diversidad de dependencias 
gubernamentales, que han generado programas, planes y políti­
cas en materia de ordenamiento territorial en México. El pro­
blema a plantear es si existe una articulación eficaz entre todos 
esos marcos legales e institucionales y que en consecuencia, 
permitan el diseño e implantación de una política de ordena­
miento territorial acorde a sus dimensiones social, ambiental, 
urbana y económica.

El ordenamiento territorial debiera ser una política dirigida 
y articulada por el Estado. En este sentido las funciones del Es­
tado son:

• Fijar el marco regulatorio para la acción de los privados. 
• Generar políticas y acciones que promuevan un ordena­
miento del territorio acorde a las necesidades y aspiraciones 
de la ciudadanía. 
• Articular las distintas visiones y acciones de los distintos 
sectores que conviven en su interior, en pos de los objetivos 
nacionales, regionales y locales. 

Bajo ese contexto, es necesario definir unos papeles de los 
gobiernos para dar respuestas al nuevo sistema de relaciones 
público-ciudadano. Esos papeles son los siguientes:
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Papeles de los gobiernos para dar respuestas  
al nuevo sistema de relaciones público-ciudadano

• Gobierno catalizador (potencia los recursos/gestión de la 
escasez).
• Gobierno competitivo (énfasis en lo que hace mejor).
• Gobierno previsor (valora las amenazas y oportunidades).
• Gobierno-cliente (en función demandas de los ciudadanos).
• Gobierno social (integración ciudadana en políticas pú­
blicas).

Reconociendo el papel del Estado en el fomento y regulación 
del ordenamiento territorial cabe cuestionar si el marco legal e 
institucional facilita la interacción, cooperación y coordinación 
entre todos los actores gubernamentales. Adicionalmente se 
cuestiona, ¿por qué no ha sido posible una gestión interguberna­
mental en la definición de las políticas y programas en materia de 
ordenamiento territorial en México? El argumento central es que en 
el corto plazo no se considera un cambio sustancial, porque se 
siguen manteniendo los mismos problemas de gestión en térmi­
nos de centralización, control y excesiva normatividad. Tenden­
cias que igualmente se reproducen en la relación de los gobiernos 
de los estados con los gobiernos locales. Esta aseveración la fun­
damentamos con el siguiente análisis. 

La Ley de Planeación establece en su capítulo quinto, artícu­
lo 33, referente a la coordinación que: “El Ejecutivo Federal podrá 
convenir con los gobiernos de las entidades federativas, satisfacien­
do las formalidades que en cada caso procedan, la coordinación 
que se requiera a efecto de que dichos gobiernos participen en 
la planeación nacional del desarrollo.”

En cambio, la Ley General de Asentamientos Humanos (art. 
6o.) establece en cuanto a la concurrencia y coordinación de las 
autoridades:

(...) las atribuciones que en materia de ordenamiento terri­
torial de los asentamientos humanos y de desarrollo urbano 
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de los centros de población que tiene el Estado, serán ejerci­
das de manera concurrente por la Federación, las Entidades 
Federativas y los Municipios, en el ámbito de la competencia 
que les determina la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

La mencionada ley en su artículo 7o. indica que corresponde 
a la Federación, a través de la Sedesol, una serie de atribuciones 
con respecto a la coordinación de acciones con el resto de ámbi­
tos de gobiernos y actores no gubernamentales. Aquí se estable­
cen los antecedentes de la participación de la Sedesol en materia 
de ordenamiento territorial.

En el área de crecimiento con calidad, el papel de la Sedesol 
a través del pndu-ot 2001-2006, consiste en promover el desarro­
llo económico regional equilibrado y orientar políticas de creci­
miento poblacional y ordenamiento territorial, considerando la 
participación de los estados y municipios.

El marco legal en la materia de ordenamiento territorial ha 
establecido de manera general los lineamientos generales para 
promover la cooperación, coordinación y negociación entre los 
distintos ámbitos gubernamentales. Si es así, entonces, ¿por qué 
no ha sido una práctica común y fundamentalmente, no se ha 
institucionalizado la cooperación y gestión intergubernamental 
en materia de ordenamiento territorial? 

En materia de ordenamiento territorial las tendencias de las 
relaciones intergubernamentales se manifiestan, porque forman 
parte de los rasgos estructurales de sistemas políticos como el 
mexicano y que reproducen los gobiernos locales y estatales. En 
consecuencia, el reto gubernamental es reducir las tendencias que 
obstaculizan el desarrollo de la gestión y las políticas. 

Una tendencia general de las relaciones intergubernamenta­
les en su noción tradicional es que acentúan los aspectos norma­
tivos, con lo cual se tiende a dejar de lado otros elementos que 
trascienden la esfera legalista de las relaciones entre los niveles 
de gobierno. Además, no hay que olvidar que en esas relaciones 



gestión del ordenamiento territorial� 149

existen componentes políticos y sociales que condicionan la 
naturaleza del federalismo.

Para resumir, el nuevo modo de gobernar se caracteriza por 
ser menos gubernamentalista y más interdependiente e interac­
tivo con otros agentes, prefiere formas de organización descen­
tralizadas y horizontales, le interesa coordinar más que subordi­
nar, sustituye el mando y el control por el liderazgo y está por 
la asociación más que por la unilateralidad (Aguilar, 2002b). 

Las relaciones intergubernamentales están en proceso de 
desarrollo en México, requiriendo una sofisticación de sus ins­
trumentos, especialmente con respecto a subvenciones intergu­
bernamentales, las regulaciones, órganos de negociación, formu­
lación e implantación de políticas y el manejo de técnicas y juegos 
de gestión conjunta de políticas y programas (Agranoff, 1997, y 
Méndez, 1997). Estos temas han sido poco analizados desde el 
punto de vista académico en México. Entre otras causas, por 
el incipiente proceso de democratización nacional y la mayor 
importancia que se ha adjudicado a los temas de la gobernabili­
dad, democratización, la gestión de los procesos de descentrali­
zación y las reformas administrativas.

La excesiva normatividad en las relaciones entre los gobier­
nos federales y locales ha provocado dos consecuencias funda­
mentales para promover las relaciones sociales:

• Limitan el avance en la cooperación y la concertación de 
la agenda gubernamental. 
• Obstaculizan el desarrollo de las relaciones sociales entre 
los actores. 

La normatividad generalmente puede provocar las siguientes 
tendencias:

• Centralismo.
• Control.
• Excesiva normatividad. 
• Escasa flexibilidad.
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Estas tendencias pueden dar origen a los siguientes proble­
mas que han estado presentes en el marco legal e institucional 
en materia de ordenamiento territorial en México y que se pueden 
reproducir en los ámbitos estatal y local. Estos problemas son: 

• Contradicciones en la propia normatividad. 
• Descoordinación. 
• Relativa institucionalización en los procesos de toma de 
decisiones. 
• Desarticulación entre las diversas disposiciones. 
• Una reglamentación obsoleta. 

Como consecuencia, estos problemas han impactado en un 
escaso desarrollo local desde la perspectiva del ordenamiento 
territorial. Con lo cual es necesario disminuir esos problemas 
para evitar que sigan siendo condicionantes.

Los retos del marco legal en materia de ordenamiento terri­
torial en México son fundamentalmente: 

• Mejorar la calidad de la regulación. 
• Mejorar el control. 
• Una eficaz responsabilidad. 
• Una normatividad flexible y eficaz.

Atender los retos anteriores implica una adaptación a las 
demandas de los ciudadanos, los conflictos entre los actores y 
los cambios económicos. 

Este examen introductorio al marco legal refleja su impor­
tancia para regular el papel de los actores, la implantación de las 
políticas y las facultades de los órdenes de gobierno. El problema 
radica en que las distorsiones del marco legal, pueden ser un 
obstáculo para un desarrollo eficaz de las relaciones sociales y su 
impacto en el ordenamiento territorial. 

El marco legal plantea las condiciones generales para promo­
ver una coordinación y cooperación eficaz entre los diversos 
actores y ámbitos de gobierno. Sin embargo, la ausencia de una 
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gestión intergubernamental eficaz en materia de política territorial 
ha repercutido en una escasa reducción de los desequilibrios re­
gionales y el nivel y la calidad de vida. Es decir, sigue estando ausen­
te la articulación operativa entre la norma, la gestión y la política 
pública. Por tanto, se cuestiona: ¿qué falla?, ¿lo legal, la organi­
zación, el enfoque, y/o los actores? De manera general, el pro­
blema radica en una relativa articulación e institucionalización 
entre todos los factores.

El examen efectuado nos refleja que desde el gobierno fede­
ral se pretende reducir las tendencias a la centralización en 
materia de ordenamiento territorial. Sin embargo, aún existen 
problemas estructurales que condicionan un cambio que pro­
mueva efectivamente los procesos de descentralización en mate­
ria territorial, promoviendo un fortalecimiento de las capacida­
des locales (Ramos, 2002). La alternancia de gobiernos tanto 
en el ámbito federal como estatal, no necesariamente ha reduci­
do el centralismo, en algunos casos se ha legitimado.

Gestión metropolitana

El fomento del desarrollo local trasciende ampliamente los 
roles tradicionales de las administraciones públicas locales. Entre 
otras razones por las siguientes: la base territorial para el desarro­
llo económico local no coincide necesariamente con la delimita­
ción municipal y exige, por lo tanto, la configuración de nuevos 
espacios territoriales adecuados para el impulso de iniciativas 
económicas competitivas. Esto implica una gestión metropolita­
na de los recursos compartidos, lo cual en el caso de los gobier­
nos mexicanos existen experiencias incipientes.

Esta gestión puede resultar compleja si los gobiernos locales 
que comparten recursos o que se ubican en una similar unidad 
de gestión ambiental no han generado procesos de coordinación, 
cooperación y negociación intergubernamental, que les haya 
permitido identificar los aspectos de interés mutuo y aprovecha­
miento racional de los recursos. Adicionalmente deben conside­
rarse los aspectos en los cuales existen problemas o diferencias, 
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y en los cuales es necesario fomentar una mayor planeación del 
desarrollo compartido, en un marco en donde puedan existir 
diferencias ideológicas y de concepción del desarrollo.

En ese marco, se considera que la organización territorial de 
los mercados de trabajo, aparece como un aspecto crucial para 
cualquier iniciativa de ordenamiento territorial y del desarrollo.

Desde esta perspectiva, se hace imperativo el diseño e im­
plantación de una política entre dos entidades locales, que 
comparten territorios con características de aprovechamiento 
similares, pero en donde sus prioridades políticas y de gestión 
no necesariamente coinciden. Esta situación implica los siguien­
tes aspectos: 

• Una regionalización común.
• Diagnóstico similar. 
• Gestión, políticas estratégicas comunes.
• Gestión política.
• Gestión local-regional.
• Gestión y planeación estratégica.	

El desarrollo local, y en consecuencia la política económica 
territorial, exige una acción conjunta de la diversidad de agentes 
implicados en el ordenamiento y aprovechamiento del territorio, 
y no solamente del gobierno local. 

La promoción económica local exige una perspectiva a me­
dio y largo plazo y de políticas persistentes y de largo aliento. 
Esta perspectiva no siempre es factible a partir de la lógica ins­
titucional de la administración local. Por lo cual se concibe que 
instancias paralelas –como los institutos de planeación– con una 
visión estratégica puedan impulsar el rediseño del ordenamiento 
territorial con una perspectiva de desarrollo.

Exige dotarse de instrumentos, medios y capacidades espe­
cíficas, las cuales no siempre se encuentran disponibles en las 
estructuras y en la organización del gobierno local. Situación 
que generalmente ha representado una de las limitaciones prin­
cipales para promover el desarrollo bajo una política de ordena­
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miento territorial. En consecuencia, es necesaria una articula­
ción de la regionalización del territorio, sus políticas y estrategias 
con la gestión y la política pública territorial. Su ausencia ha 
determinado los alcances del ordenamiento territorial en Baja 
California.

A manera de consideraciones generales, el objetivo general 
de este capítulo es el de identificar los fundamentos jurídicos 
básicos que regulan los planes y programas del gobierno federal en 
materia de ordenamiento del territorio en México. Con ello se 
pretende examinar si ese marco promueve una gestión interguber­
namental de las políticas y nuevos procesos de gestión del ordena­
miento territorial, especialmente en el marco de los municipios 
mexicanos.

El ordenamiento del territorio constituye un instrumento 
fundamental para planear el desarrollo regional de manera com­
patible con las aptitudes y capacidades de un espacio regional, 
al igual que mediante dicho ordenamiento se debe buscar una 
distribución equitativa de los recursos existentes en el entorno. 
Como tal, el ordenamiento del territorio es un medio y no un 
fin en sí mismo. 

Bajo ese marco la importancia del ordenamiento territorial 
para los municipios mexicanos radica en que permite sustentar 
escenarios futuros que vinculen el crecimiento de la población 
con la demanda de recursos tanto ambientales como servicios 
otorgados por los gobiernos estatales. Para lograr este objetivo es 
necesario investigar hasta dónde pueden llegar a crecer los mu­
nicipios en términos de límites físicos y según la capacidad de 
generar inversión productiva, para generar empleo, vivienda y 
servicios públicos. Como consecuencia el ordenamiento territo­
rial permite a los municipios un mejor aprovechamiento de re­
cursos disponibles, y con ello la posibilidad de generar un mejor 
bienestar social.
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El objetivo principal de este capítulo es el de fundamentar  
iun marco conceptual de la gestión local ambiental. Se fun­

damenta la premisa de que la contaminación ambiental y particu­
larmente del aire se ha agudizado y se mantendrá como un 
problema ambiental y social, porque no se ha conceptualizado 
desde la perspectiva de la gestión estratégica ambiental especial­
mente de parte de las autoridades locales mexicanas.66 

La propuesta de enfoque conceptual que se plantea en este 
capítulo se relaciona con la gestión estratégica ambiental. 

Problemática ambiental del aire: antecedentes 

El aire compartido en los principales municipios fronterizos 
es considerado como uno de los más degradados en su calidad 
natural en la frontera México-Estados Unidos, dada la fuerte 
presión a la que se ha visto sometido por el crecimiento pobla­
cional, el avance del sector industrial, la actividad agrícola y 
pecuaria, así como por un fuerte desarrollo económico en la 
región fronteriza. El problema ambiental ha derivado en impac­
tos en la salud para los habitantes de las comunidades locales 
fronterizas. 

*Este capítulo ha sido elaborado con la colaboración de Efraín Nieblas, profesor-in­
vestigador del Instituto de Ingeniería, Universidad Autónoma de Baja California.

66No se concibe el enfoque estratégico como la panacea, sino como un modelo que 
puede ser eficaz, eficiente y efectivo, si los actores cuentan con el conocimiento, la ini­
ciativa y la voluntad política de llevarlo a la práctica con un enfoque ambientalmente 
sustentable. 

Capítulo 6

Gestión transfronteriza ambiental del aire*
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El componente poblacional 

Es importante considerar que la región fronteriza entre ambos 
países es una de las más dinámicas y complejas en el mundo. Esta 
área se caracteriza por un alto crecimiento poblacional, acompa­
ñado de un aumento en las necesidades de urbanización y de una 
importante industrialización de su economía. Esto tiene lugar en 
un contexto de rápidos cambios políticos y económicos.

Por ejemplo la frontera que comprende los estados de Ca­
lifornia-Baja California es un área de especial importancia. Am­
bos estados incluyen a cerca del 42 por ciento de la población 
total que se asienta en la región fronteriza entre México y Es­
tados Unidos. Por el lado estadounidense se encuentran los 
condados de San Diego y Valle Imperial, en tanto que los muni­
cipios de Tijuana, Rosarito, Tecate y Mexicali se encuentran del 
lado mexicano.

La población actual de esta región es de 5.5 millones de 
personas. Sin embargo, para el año 2020, se estima que la po­
blación ascenderá cerca del doble, 9.4 millones. Tan sólo la re­
gión San Diego-Tijuana alcanzará una población de 7.6 millones 
en los próximos 16 años.

Este rápido crecimiento de la población, aunado a un impor­
tante incremento del sector industrial en las ciudades de Mexi­
cali y Tijuana, es el principal factor que propicia el incremento 
en la demanda de servicios en la región, que a su vez, ejercen 
una considerable presión sobre el medio ambiente y la calidad 
del aire. Por ejemplo, se espera que la demanda de energía en 
Baja California se mantenga en un rango alto por los próximos 
10 años, creciendo entre un 6 y un 7 por ciento de manera anual. 
Por su parte, los condados de Imperial y San Diego tendrán un 
incremento en su demanda de electricidad del 3 por ciento du­
rante la próxima década.

La combinación de diversos factores geográficos y meteoro­
lógicos, propician que algunos municipios fronterizos compartan 
una misma cuenca atmosférica, a través de la cual fluyen vientos 
dominantes que se manifiestan en diversas escalas espaciales y 
temporales. La velocidad y dirección de estos vientos favorece el 
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transporte y deposición de contaminantes atmosféricos en la 
frontera entre México y Estados Unidos, independientemente 
de su punto de origen (Nieblas, 2005). Por ejemplo, el ozono y 
las partículas suspendidas que son generadas en el municipio 
fronterizo de Mexicali, B.C., se desplazan al Valle Imperial, Ca­
lifornia. Esto sucede cuando el flujo de los vientos dominantes 
proviene del sureste. Por el contrario, cuando el viento fluye de 
noroeste a sureste, como es más común que ocurra, las partículas 
suspendidas son transportadas del Valle Imperial hacia Mexicali 
(Chow et al., 2000). Este problema ambiental se genera porque 
ambas localidades al igual que la región de Tijuana-San Diego 
comparten una misma cuenca, lo que determinaría la necesidad 
de que existiera una planeación ambiental común. No obstante, 
existe una serie de limitaciones que dificultan tal enfoque.

Proyectos generadores de electricidad

Recientemente el problema ambiental se ha agudizado con la 
instalación de dos plantas generadoras de electricidad en el mu­
nicipio de Mexicali,67 a causa de que su funcionamiento presen­
ta deficiencias técnicas para controlar las emisiones tóxicas al 
ambiente (Powers, 2005). El problema fundamental con estas 
plantas es que no funcionan con un enfoque de energía ambien­
talmente sustentable.68 

Los proyectos de construcción de infraestructura eléctrica en 
la frontera México-Estados Unidos serán una fuente de tensión 
transfronteriza en los próximos años (Vaughan et al., 2002 y 

67Actualmente prolifera la construcción de termoeléctricas en la región fronteriza Méxi­
co-Estados Unidos. Se pretende construir 12 plantas en los centros urbanos de San Diego, 
California-Tijuana, B.C. y El Paso, Texas-Ciudad Juárez, Chih., en los próximos años. 

68Los criterios de un enfoque de energía ambientalmente sustentables son, entre otros: 
sistemas de control de emisiones atmosféricas con tecnología que minimice las emisiones al 
aire; compensar las emisiones restantes al aire actualizando las fuentes locales de contami­
nación atmosférica; uso de tecnología de enfriamiento seco para eliminar la pérdida de agua 
por evaporación, generación de descargas y emisiones PM10 relacionadas con los sistemas de 
enfriamiento húmedo y uso de tecnología de “cero descargas líquidas” para eliminar las 
descargas de aguas residuales. Véase Grupo de Trabajo de Termoeléctricas Fronterizas, Ti­
juana, B.C., 2005.
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Miller et al., 2002) porque se puede esperar que no exista un 
enfoque de generación ambientalmente sustentable.69

Rasgos de la política ambiental del aire

En la mayor parte de los municipios mexicanos y particular­
mente en los fronterizos del norte de México, los esfuerzos por 
abatir la contaminación han sido esporádicos y no han formado 
parte de una planeación y una política de desarrollo sustenta­
ble. Las principales acciones emprendidas hasta ahora son resul­
tado de esfuerzos de las autoridades estatales y federales, o 
bien, derivadas de la cooperación técnica, a través del Grupo 
Binacional de Calidad del Aire del Programa Frontera XXI y 
recientemente del Programa Ambiental México-Estados Uni­
dos: Frontera 2012.70

En la actualidad uno de los programas estratégicos es el de 
Frontera 2012, entre cuyos principios de política ambiental se 
encuentran: 

• Reducir los riesgos mayores a la salud pública, y conservar 
y restaurar el entorno natural. 
• Adoptar un enfoque local para establecer prioridades y 
tomar decisiones a través de alianzas entre los gobiernos 
federales, estatales, locales y de las tribus indígenas de los 
Estados Unidos. 
• Atender los impactos ambientales considerables en las 
comunidades fronterizas. 
• Fomentar la transparencia, la participación pública y el 
diálogo abierto proporcionando información oportuna, acce­
sible y precisa. 

69Un indicador del desinterés gubernamental por el impacto ambiental de los proyec­
tos de infraestructura de energía en México fue que grupos ambientalistas de ambos países 
criticaron que el gobierno federal de Estados Unidos no hubiera solicitado un estudio del 
impacto ambiental previamente a la instalación de las dos empresas generadoras de energía 
en Mexicali. Finalmente el estudio se efectuó y los resultados del impacto aparecen en U.S. 
Department of Energy y U.S. Department of Interior. Bureau of Land Management 
(2004). 

70En el Programa 2012 se plantea el objetivo dos, el cual pretende reducir la contami­
nación del aire.
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• Fortalecer la capacidad de los residentes de las comunida­
des locales y de otros interesados para la gestión de temas 
ambientales y de salud pública relacionados con el medio 
ambiente. 
• Lograr resultados concretos y mensurables, manteniendo 
al mismo tiempo una visión de largo plazo. 
• Medir los avances del programa desarrollando para ello 
indicadores ambientales y de salud pública. 

En cambio los objetivos generales del programa en materia de 
prevención de la contaminación del aire pretenden conducir a:

• determinar concentraciones de emisiones de contaminan­
tes en el ambiente; 
• evaluar las fuentes que contribuyen a dichas emisiones y 
sus impactos relativos; 
• desarrollar e instrumentar estrategias efectivas de control 
a bajo costo. 

Como se aprecia, existe un problema ambiental que si bien se 
ha conceptualizado como parte de la agenda pública de los gobier­
nos federal, estatal y local de México y de Estados Unidos,71 han 
existido obstáculos para una implantación eficaz con base en un 
enfoque de gestión intergubernamental y sustentable. 

La contaminación del aire ha sido un problema que, al paso 
del tiempo, se ha agudizado en algunas de las ciudades fronteri­
zas entre México y Estados Unidos, y que coexiste debido a una 
compleja red de interrelaciones sociales, culturales y económi­
cas, que reflejan las diferencias entre los niveles de desarrollo 
entre ambos países.

A pesar de los múltiples esfuerzos de colaboración, poco se ha 
logrado para institucionalizar las acciones y programas que atien­

71La diversidad de programas, planes y mecanismos orientados a reducir la contami­
nación del aire en la frontera México-Estados Unidos no han podido reducir de manera 
significativa el problema. Una excepción es el caso de la región de Ciudad Juárez, Chih. y 
El Paso, Texas. Véase N. Parks et al. (2003).
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dan la problemática ambiental común. La realidad es que los 
gobiernos de ambos países presentan diferencias en sus sistemas 
políticos y en sus estructuras administrativas que afectan la 
cooperación binacional, por lo que la continuidad y la planea­
ción conjunta sigue siendo un reto a vencer (Ganster, 2004). 
Estos factores explican que la implantación de los programas 
binacionales ambientales presente problemas o que no se logre 
el impacto esperado: la reducción de la contaminación del aire.

En el caso de los programas ambientales nacionales, si bien 
se puede afirmar que cada país tiene la responsabilidad de ga­
rantizar que sus actividades no causen un daño significativo en 
el otro; y a pesar de que las normas internas de ambos países, 
sobre la calidad del aire marcan estándares similares, es impor­
tante notar que sus leyes se encuentran en etapas muy diferentes 
de implementación y aplicación (Rincón y Emerson, 2000). Lo 
cual refleja las diferencias estructurales en materia de desarrollo 
institucional, legal y organizacional entre dos países con distin­
tos niveles de desarrollo.

Asimismo, aunque ambos países tienen mecanismos y pla­
nes de mejoramiento de la calidad del aire, es un hecho que éstos 
no se aplican más allá de su frontera internacional. Por lo que la 
efectividad de los mismos se ve truncada en la línea fronteriza. 
Tal es el caso de las disposiciones del Acta de Aire Limpio de 
Estados Unidos y del Acta de Aire Limpio del estado de Califor­
nia, en relación al Programa de Créditos para la Reducción de 
Emisiones (icapcd, 2003) los cuales han tenido un impacto en 
el control de la contaminación en California.72

El hecho de que tal región comparta una problemática am­
biental común puede conducir a crear mecanismos transfronte­
rizos tales como un distrito binacional para la administración 
de la calidad del aire. También podría propiciar un esquema de 
evaluación de impacto ambiental transfronterizo; la definición 

72Por ejemplo, si bien el condado de Imperial, California, puede ser sancionado por su 
nivel de contaminación del aire según la normatividad ambiental establecida en Estados 
Unidos, se le ha eximido de sanciones, porque ha comprobado que las fuentes de la conta­
minación ambiental provienen del lado mexicano, es decir del municipio de Mexicali.
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de estándares de calidad del aire comunes y compartidos por 
las comunidades de ambos lados de la frontera, así como el 
establecimiento de un sistema de intercambio y compensacio­
nes para la reducción de emisiones a la atmósfera (Nieblas, 
2005). Sin embargo, si bien el diseño e implantación de esas 
acciones son importantes, debe de considerarse previamente su 
factibilidad en términos por un lado, de que si el Estado y los 
gobiernos asumen un enfoque de energía ambientalmente sus­
tentable y una mayor responsabilidad pública a través de im­
plantar políticas eficaces y de mayor impacto social. 

Gestión estratégica ambiental: algunos elementos

El enfoque de análisis del objeto de estudio es la gestión pública 
estratégica bajo una perspectiva de creación de valor público 
(Moore, 1998), es decir, resultados socialmente aceptables para 
las comunidades, con base en la eficacia y eficiencia en la admi­
nistración y en las políticas ambientales. Una segunda dimen­
sión de la gestión, es la parte operativa, en donde se plantea una 
serie de acciones y estrategias para disminuir el problema am­
biental con un enfoque sustentable.

La capacidad de los municipios para promover una gestión 
ambiental es relevante porque los gobiernos locales en México 
se enfrentan a la necesidad de promover reformas administrati­
vas, pero que tengan un alto contenido social y sustentable. Tal 
meta se podrá alcanzar en la medida en que los gobiernos locales 
se rediseñen mediante el cambio en sus paradigmas y que supe­
ren sus limitaciones, en términos de prioridad gubernamental de 
los temas ambientales.

Un elemento fundamental de la gestión estratégica es la ima­
ginación gerencial en el diseño e implantación de la gestión. Sus 
principios básicos acorde con Moore (1998) y aplicados al objeto 
de estudio se pueden caracterizar de la siguiente manera:

a) nuevas demandas no se deben de ver como un problema, 
sino como una oportunidad: la contaminación ambiental 
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abre oportunidades para generar acuerdos entre los actores 
gubernamental, empresarial y social;
b) reposicionar y adaptar a las organizaciones para satisfacer 
nuevas necesidades: la gestión ambiental debe rediseñarse 
para atender los problemas ambientales actuales, generando 
con ello, una mayor calidad de vida en el ámbito local;
c) no garantizan la continuidad de las organizaciones, sino 
tratan de cambiar lo que hacen y cómo lo hacen: la gestión 
ambiental debe de rediseñarse constantemente para dar 
respuestas a las demandas sociales, mediante un cambio en 
sus procesos de toma de decisiones; y
d) cuestionarse continuamente el valor de las actividades 
públicas, lo que favorece tendencias a ser proactivos y crea­
tivos: la gestión ambiental local debe de evaluar periódica­
mente su desempeño y su impacto social, y monitorear las 
demandas y oportunidades del entorno.

Las condiciones para desarrollar un enfoque útil del valor 
público desde el enfoque de la gestión estratégica ambiental se 
asocian a una reflexión sustantiva sobre lo que es valioso para 
los ciudadanos y eficaz (eficiencia administrativa y calidad de la 
gestión ambiental); un diagnóstico de las expectativas políticas 
(de los distintos actores) para establecer un proyecto estratégico 
local y transfronterizo en materia de reducción de la contamina­
ción del aire y un análisis detallado de lo que es viable operati­
vamente (factibilidad organizacional en términos de las capaci­
dades de gestión local ambiental para promover un desarrollo 
sustentable).

En este capítulo la gestión estratégica ambiental se entiende 
como un proceso para alcanzar un aprovechamiento óptimo y con 
impacto social de la oferta ambiental existente en un determi­
nado ámbito territorial, y minimizar al mismo tiempo los impac­
tos ambientales negativos, asociados a las acciones de desarrollo 
de dicho medio (Semarnat, 2000). Sus principales componentes 
son la política, el derecho y la administración ambientales orien­
tados bajo un enfoque preventivo y social. 
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La gestión ambiental es principalmente una función pública 
o del Estado, sin embargo no es una función exclusivamente gu­
bernamental, ya que existe una corresponsabilidad entre el Es­
tado y la sociedad civil. Para lo cual es fundamental que el Esta­
do rediseñe sus procesos de toma de decisiones y su relación con 
los ciudadanos, con base en asumir un nuevo enfoque de gestión: 
con mayor responsabilidad para crear permanentemente valor 
público, es decir resultados sociales con criterios ambientalmen­
te sustentables. 

El planteamiento estratégico se orienta a promover una ma­
yor calidad de vida local. Para tal efecto, se considera que el 
fortalecimiento de la capacidad institucional de los gobiernos es 
fundamental para generar una gestión ambiental eficaz y meca­
nismos de cooperación intergubernamental orientados a promo­
ver la calidad del aire y en general del medio ambiente. 

El enfoque de gestión orienta los objetivos, fines y metas de 
un desarrollo sustentable y de una efectiva cooperación ambien­
tal transfronteriza. 

Uno de los actores principales responsables de implantar 
el enfoque de gestión estratégica ambiental es el municipio. En 
materia ambiental, el municipio tiene a su cargo el desempeño 
de funciones que le han sido conferidas tanto constitucional­
mente, como por la legislación ambiental respectiva. También 
tiene la posibilidad de ampliar dicho ámbito de competencia 
en la medida de su creatividad y capacidad, mediante instru­
mentos tales como convenios de coordinación con la Federa­
ción o bien, con las entidades federativas (Semarnat, 2000). 

El reto de los municipios está en la búsqueda de propuestas 
integrales para la gestión ambiental, a través de la formulación 
de programas específicos y acciones concretas para la atención de 
los problemas ambientales prioritarios, que se presentan en su 
jurisdicción. En este contexto y atendiendo los cambios legales73 

73Uno de los principales fundamentos legales del papel del municipio en México en 
materia ambiental se relaciona con la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambiente (lgeepa), publicada en el Diario Oficial de la Federación el 28 de enero de 1988 
y modificada por decreto del 13 de diciembre de 1996. Este artículo no pretende profundi­
zar sobre tal marco legal, para ello véase Semarnat (2000).
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en la pasada administración federal (1994-2000) se planteó la 
necesidad de impulsar un nuevo sistema de administración, dis­
tinto a los modelos parcializadores hasta hoy seguidos por los 
diferentes niveles de gobierno. Por ello la Semarnat propuso una 
estrategia de descentralización74 en la pasada administración 
federal, que tenía como finalidad desarrollar un sistema de ges­
tión ambiental más eficaz y eficiente.

Gestión ambiental local y política federal

Dimensiones de análisis de la contaminación del aire: hacia un 
enfoque integral.

Existen un conjunto de dimensiones que caracterizan la 
gestión ambiental tanto local como transfronteriza y que condi­
cionan el análisis del objeto de estudio. Estas dimensiones se 
componen de aspectos administrativos, legales, institucionales, 
económicos, sociales, culturales y ambientales respectivamen­
te.75 En este apartado se concederá más importancia a la dimen­
sión legal, con el fin de destacar el marco de la acción de la 
gestión ambiental local para abordar el problema de la contami­
nación del aire. 

Las dimensiones anteriores condicionan el problema am­
biental desde una perspectiva integral y, por tanto, deben de 
considerarse en su eventual solución. Se concibe que dichas di­
mensiones generalmente no hayan sido consideradas en la ges­
tión, la política y planeación del aire en México. Es decir, ha 
predominado una concepción sectorial del problema y por tanto 
sus alternativas de solución han carecido de una visión integral. 
Este tipo de análisis ha sido planteado principalmente en el 
ámbito gubernamental. 

74Véase Semarnat (1997).
75El Programa 2012 propone dos maneras para implantar sus propuestas. Por un lado el 

enfoque local, fundamentado en que la toma de decisiones, el establecimiento de prioridades 
y la instrumentación de proyectos desde el nivel local es la mejor manera de atender los 
problemas ambientales en la región fronteriza (p. 12). Un segundo enfoque es que se preten­
de mejorar el desempeño ambiental mediante la aplicación y el cumplimiento de la ley, la 
prevención de la contaminación y la promoción de la gestión ambiental responsable (p. 20).
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Dimensiones de la gestión local ambiental  
transfronteriza

1. Administrativos (Capacidades distintas)
2. Jurídicos (Marcos normativos diferentes)
3. Políticos (Sistemas políticos diferenciados)
4. Institucionales (Fortalecimiento institucional)
5. Económicos (Asimetrías en niveles de desarrollo)
6. Sociales (Participación y sensibilidad social)
7. Culturales (Valores éticos, transparencia, responsabilidad)
8. Ambientales (Cuenca ambiental común e impactos ambientales dife­

renciados)

La dimensión asociada a la capacidad administrativa es una 
de las vertientes principales del cambio de enfoques de gestión, 
porque tiene que ver con el fortalecimiento gubernamental para 
sustentar la factibilidad de un programa eficaz de prevención 
ambiental sustentable. 

El fortalecimiento de las capacidades administrativas se 
vincula con los procesos de modernización de los municipios, en 
los cuales se propone la descentralización y el fortalecimiento 
de los gobiernos locales y la participación activa de la sociedad 
civil. Para desarrollar dicha iniciativa, se han incorporado accio­
nes innovadoras, en las que se integran las capacidades de regu­
lación y articulación del funcionamiento de las diversas depen­
dencias gubernamentales, así como de sus instrumentos de 
coordinación, regulación y control.

El reto de los municipios está en la búsqueda de propuestas 
integrales para la gestión ambiental, a través de la formulación de 
programas específicos y acciones concretas para la atención de los 
problemas ambientales prioritarios, que se presentan en su juris­
dicción. Desde tal perspectiva, el problema del aire en la región 
de estudio debe verse como parte de un problema particular, pero 
asociado a una política de desarrollo sustentable local y regional.

Los planes y programas federales, durante el periodo de 
1995 al 2000 pretendieron evitar la concentración y centraliza­
ción de los poderes de la Federación ante la histórica e inequita­
tiva participación política y económica en que se encontraba 
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sumido el municipio. Por lo que el pnd 1995-2000 enfatizó la 
necesidad de transferir funciones y fortalecer los estados y mu­
nicipios para reducir los desequilibrios regionales y combatir la 
centralización de las actividades y la toma de decisiones. Sin 
embargo, a pesar de tal interés gubernamental, el problema no 
se resolvió totalmente, porque ha prevalecido el centralismo de 
parte del gobierno federal y de los gobiernos estatales. 

La gestión municipal, en particular la de los municipios 
fronterizos y los municipios costeros deben conocer de las obli­
gaciones y derechos que emanan de la Carta de Naciones Uni­
das, para diagnosticar y contemplar en su plan y sistema de 
gestión municipal, aquellos compromisos internacionales o im­
pactos transfronterizos que operan en su jurisdicción. Con ello 
se podrán evitar controversias internacionales futuras, ya sea por 
omisión, aplicación errónea o desconocimiento del convenio, 
tratado, acuerdo o convención respectiva.76 

Uno de los compromisos internacionales suscritos por Méxi­
co, en materia de fortalecimiento municipal ambiental, ha sido el 
Programa 21, resultado de la Conferencia de la Cumbre de la 
Tierra, celebrada en Río de Janeiro en junio de 1992. Los países 
participantes, convinieron en integrar La Agenda XXI, con un 
programa de acciones, denominado Programa 21. En este acuerdo 
internacional se legitimó el concepto de “desarrollo sustentable”.

El capítulo 28 del Programa 21 plasmó las iniciativas de las 
autoridades locales –municipales–, a quienes se les confiere un 
papel determinante en la cooperación estratégica, para aplicar esta 
iniciativa hacia el desarrollo sustentable de sus comunidades.

Los 10 objetivos planteados por el programa son los si­
guientes: 

1. Proteger los espacios libres y la biodiversidad y ampliar el 
verde urbano. 
2. Defender la ciudad compacta y diversa, con un espacio 
público de calidad. 

76Véase cuadro 11, “Compromisos Internacionales más relevantes en materia ambiental”.
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3. Mejorar la movilidad y hacer de la calle un entorno aco­
gedor. 
4. Conseguir niveles óptimos de calidad ambiental y conver­
tirse en una ciudad saludable. 
5. Preservar los recursos naturales y promover el uso de los 
renovables. 
6. Reducir la producción de residuos y fomentar la cultura 
de la reutilización y el reciclaje. 
7. Incrementar la cohesión social, fortaleciendo los mecanis­
mos de equidad y participación. 
8. Potenciar la actividad económica orientada hacia un de­
sarrollo sostenible. 
9. Progresar en la cultura de la sostenibilidad mediante la 
educación y la comunicación ambiental. 
10. Reducir el impacto de la ciudad sobre el planeta y pro­
mover la cooperación internacional. 

El marco del diseño del Programa 21 se contextualizaba bajo 
el siguiente marco: cada autoridad local debería iniciar un diálo­
go con sus ciudadanos, organizaciones locales y empresas priva­
das y aprobar un Programa 21 local. Mediante la celebración de 
consultas y la promoción de un consenso, las autoridades locales 
recibirían aportes de la ciudadanía y las organizaciones cívicas, 
empresariales e industriales locales y obtendrían la información 
necesaria para formular las mejores estrategias. El proceso de 
consultas aumentaría la conciencia de los hogares respecto de las 
cuestiones relativas al desarrollo sostenible. También se podrían 
emplear estrategias para apoyar propuestas encaminadas a obte­
ner financiación local, nacional, regional e internacional.77 Por lo 

77Para diseñar el Programa 21 se planteaba considerar la vinculación con organizacio­
nes y los órganos pertinentes, tales como el Programa de las Naciones Unidas para el Desarro­
llo (pnud), el Centro de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos (Hábitat), el 
Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente (pnuma), el Banco Mundial, los 
bancos regionales, la Unión Internacional de Administraciones Locales, la Asociación Mun­
dial de las Grandes Metrópolis, la Cumbre de las Grandes Ciudades del Mundo, la Organi­
zación de Ciudades Unidas y otras instituciones internacionales, con miras a movilizar 
mayor financiación internacional para los programas de las autoridades locales.
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anterior, sería importante conocer de qué manera los municipios 
mexicanos se han vinculado a una agenda ambiental bajo el 
Programa 21, especialmente aquellos que cuentan con proble­
mas de contaminación del aire.

La implantación de una agenda estratégica ambiental en los 
municipios fronterizos del norte de México se ha visto limitada, 
básicamente porque esos gobiernos han tenido otras prioridades 
de política local, en la cual la agenda ambiental no ha sido relevan­
te. Esta escasa prioridad está asociada al hecho de que las capaci­
dades de gestión y de visión de tales gobiernos son limitadas.

El marco legal de la gestión ambiental local

El marco legal es el espacio en el cual se indican las competencias 
de los actores para fundamentar sus propuestas.78 Una cuestión 
central con el marco jurídico es conocer si tal normatividad pue­
de influir79 para disminuir la contaminación ambiental en el 
ámbito local.

La estructura organizativa de la administración municipal 
responde en esencia a sus funciones como prestadora de servi­
cios públicos. Con la reforma municipal de 1983, base de la 
división territorial del país, así como de la organización política 
y la administración pública de los estados, se fortalece al muni­
cipio como promotor del desarrollo, lo cual también exige una 
reforma de su modelo organizativo. Sin embargo, como se ha 
mencionado en el caso de los municipios mexicanos, existe dife­
rentes capacidades de gestión ambiental, lo que ha condicionado 
la reducción de los problemas ambientales. 

Las atribuciones que la lgeepa confiere actualmente a los 
gobiernos locales en materia ambiental son mayores, lo que re­
quiere una mejor estructura administrativa y de gestión ambien­

78Se ha mencionado con anterioridad la importancia para los municipios mexicanos 
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente (lgeepa), publicada 
en el Diario Oficial de la Federación, el 28 de enero de 1988 y modificada por Decreto del 13 
de diciembre de 1996.

79Para un mayor análisis del marco legal en materia ambiental véase a Raúl Bañes 
(1994).
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tal para dar cumplimiento a las nuevas responsabilidades muni­
cipales (Semarnat, 1998: 3-1), lo cual exige no solamente el 
crecimiento del aparato administrativo sino su adaptación a la 
esencia de los temas y problemas ambientales que hoy aquejan 
a las diferentes regiones del país. 

El Sistema Municipal de Gestión Ambiental (smga)

En este apartado se pretende destacar el papel que pueden ejercer 
los gobiernos locales mexicanos en materia ambiental. Con ello 
se desea destacar el potencial que pueden ejercer dichos gobier­
nos, pero que generalmente no lo llevan a cabo, porque los temas 
ambientales no han formado parte de la agenda ambiental, no 
obstante su impacto ambiental y en la salud pública. En tal sen­
tido, el enfoque de gestión estratégica tiene una aplicación prác­
tica para implantar tal agenda en los municipios mexicanos.

Un smga es un conjunto de elementos administrativos y 
normativos que, dentro de la estructura orgánica del municipio, 
lleva a cabo la formulación de la planeación y la instrumenta­
ción, control, evaluación y seguimiento de las acciones de pro­
tección y conservación del ambiente y de manejo adecuado de 
los recursos naturales, en coordinación con las instancias estata­
les y federales y con el sector social organizado del municipio 
(Semarnat, 1998: 3-2). 

Al municipio le corresponde diseñar e implantar la gestión 
ambiental que consiste entre otras tareas la de autorizar el esta­
blecimiento y operación de múltiples actividades humanas, está 
en posibilidad de prevenir, controlar, evitar o atenuar los impac­
tos sobre el ambiente. Sin embargo, la protección del medio 
ambiente debe corresponsabilizar a los sectores público, social y 
privado. 

La importancia de una gestión ambiental en el municipio 
radica en que es a través de tal ámbito, en el cual se llevan a 
cabo los programas de desarrollo y donde pueden aplicarse las 
decisiones para que dichos programas no alteren negativamente 
las condiciones del medio ambiente. Al involucrar al municipio 
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en la gestión ambiental, se le reconocen sus facultades para 
decidir y, aplicar sus propias políticas ambientales, para planifi­
car su desarrollo y, en consecuencia, para elevar la calidad de 
vida de la población de su comunidad. Pero esto sucede en la 
medida en que el municipio asume como una prioridad social, 
pública y gubernamental el problema de la contaminación del 
aire y en general el tema ambiental. Lo cual en la práctica no 
ha sucedido en la mayor parte de los municipios mexicanos. 

Importancia de un Sistema Municipal  
de Gestión Ambiental (SMGA)

Es un conjunto de instrumentos administrativos y normativos 
que forman parte del proceso de planeación y se refiere a las 
fases de ejecución, control, evaluación, seguimiento y reorien­
tación de las acciones de protección y conservación del am­
biente, así como el manejo de los recursos naturales, en coor­
dinación con las autoridades estatales y federales. Esto implica 
la necesidad de una gestión intergubernamental en materia 
ambiental, la cual ha sido incipiente para promover la política 
ambiental y particularmente en el problema de la contamina­
ción del aire.

Para llevar a cabo las acciones en materia de protección am­
biental, así como el aprovechamiento sustentable de los recursos 
naturales, es conveniente que los municipios organicen su siste­
ma de gestión tomando en consideración: su estructura adminis­
trativa; el personal disponible; los tipos de ecosistemas de la 
región, el tipo de problemas y oportunidades ambientales y el 
modo en que los grupos sociales pueden participar en la preser­
vación del medio ambiente (Semarnat, 1998: 3-3). Esto implica 
que los municipios asuman como una prioridad estratégica el 
tema ambiental y lo integren como parte de sus políticas muni­
cipales para promover una mayor calidad de vida. Sin embargo, 
el problema estructural radica en la escasa prioridad del tema 
ambiental en el ámbito local y de la dificultad de implantar una 
política efectiva de prevención de la contaminación del aire. Asi­
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mismo, como se puede apreciar, existe un marco legal e institucio­
nal que permite la participación del municipio en una política 
ambiental. El problema es que se deja de lado tal participación, la 
cual se concibe estratégica para promover una política de desarro­
llo sustentable.

Los instrumentos que deberían de generar una gestión am­
biental local son básicamente los siguientes: 

• elaborar el Plan Ambiental Municipal (como uno de los 
rubros del Plan de Desarrollo Municipal); 
• expedir el Reglamento Ambiental Municipal, en el cual se 
podrán especificar las acciones de coordinación que pueden 
emprenderse con las dependencias de los gobiernos estatal y 
federal, así como con la población en general; y 
• elaborar el Plan Municipal Estratégico de Prevención, Mi­
tigación y Recuperación frente a Desastres. Este plan deberá 
estar coordinado por la Unidad de Protección Civil de la 
Localidad (Semarnat, 1998: 3-4).

Ahora bien, este papel estratégico del municipio se fortale­
cería, si su rol se concibe como parte de una política del ordena­
miento territorial, en la cual la dimensión de la gestión ambien­
tal tiene un papel fundamental, pues permite entender que el 
conjunto de las políticas se conciben orientados hacia mejorar 
las condiciones de vida de la población.

El ordenamiento territorial debe de considerar el componen­
te de la gestión y de las políticas, porque al margen de los sesgos 
urbanos, social y económico de una política de esa naturaleza, 
un elemento esencial es la capacidad de los actores para promo­
ver, gestionar y evaluar el ordenamiento territorial. Ahí radica la 
importancia de la gestión y una planeación estratégica. 

Unidad Operativa de Protección Ambiental 

La Semarnat ha recomendado la creación de una unidad dentro 
de la estructura del ayuntamiento que ejecutará las acciones 
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permitidas por el Reglamento Municipal de Protección al Am­
biente y lo que contempla el Plan Municipal de Protección al 
Ambiente, sus actos son considerados de autoridad. Su estruc­
tura operativa dependerá de los recursos, tamaño y retos am­
bientales del municipio. Esta unidad será la responsable de eje­
cutar las decisiones acordadas por el cabildo en materia de 
protección ambiental (Semarnat, 1998: 3-4). Una condición 
fundamental de esta unidad es que para generar impacto social 
es importante que adopte un enfoque estratégico, en el sentido 
que la unidad se caracterice por adoptar una visión, valorar las 
oportunidades del entorno y fundamentalmente que se valore la 
importancia de generar beneficios sociales. 

Una propuesta de unidad operativa puede ser una dirección 
de nueva creación, con una organización propia que incluya las 
áreas de planeación, ordenamiento ecológico, manejo de recur­
sos naturales, control de la contaminación, etcétera, o bien 
constituir, una subdirección, departamento u oficina ubicada 
dentro de una dirección ya existente, que tenga mayor injeren­
cia en los procesos relacionados con la degradación del ambien­
te o la explotación de recursos, como pudieran ser las direccio­
nes de Desarrollo Urbano, Desarrollo Rural o de Planeación 
(Semarnat, 1998: 3-4). El problema al cual se enfrentan los 
municipios mexicanos es que en la medida en que una agenda 
ambiental no es una prioridad gubernamental, entonces, tal 
propuesta no es factible de implantarse. Esto no significa que 
no sea importante, lo que sucede es que generalmente los go­
biernos locales en México no valoran la importancia de una 
gestión estratégica para promover un desarrollo sustentable. 
Esto implica dejar de lado un enfoque en el cual se concilien los 
temas estratégicos para el desarrollo social, como son la compe­
titividad y el bienestar. 

Programas ambientales y la gestión local ambiental

El municipio debe diseñar programas que respondan a las atri­
buciones que éste tiene conferidas conforme al actual marco de 
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descentralización de la gestión ambiental (Semarnat, 1998: 3-
12), entre esos programas se encuentran los siguientes:

Gestión del agua
• Regular la prestación del servicio público de alcantarillado 
y tratamiento de aguas residuales. 
• Prevenir y controlar la contaminación de aguas federales 
que tengan asignadas o concesionadas para la prestación de 
servicios públicos, y de las que se descarguen en las redes 
de alcantarillado de los centros de población, sin perjuicio de 
las facultades de la Federación, en materia de tratamiento, 
descarga, infiltración y el reuso de aguas residuales confor­
me a las disposiciones legales en la materia.
• Dictaminar las solicitudes de permiso para descargar aguas 
residuales en los sistemas de drenaje y alcantarillado que 
administren, con base en las disposiciones que se establecen 
en las Normas Oficiales Mexicanas (nom).
Gestión del aire
• Establecer y operar sistemas para verificar las emisiones 
vehiculares atmosféricas: fijas y móviles.
• Aplicación de las disposiciones jurídicas de prevención y 
control de la contaminación por ruido, liberaciones, energía 
térmica, radiaciones electromagnéticas y lumínicas y olores 
perjudiciales para el equilibrio ecológico del ambiente, pro­
veniente de fuentes fijas que funcionen como establecimien­
tos mercantiles o de servicios.
Gestión de residuos sólidos
• Regular las actividades que no son altamente riesgosas.
• Autorizar el funcionamiento de los sistemas de recolec­
ción, almacenamiento, transporte, alojamiento, reutiliza­
ción, tratamiento y disposición final de los residuos sólidos 
domésticos.
• Establecer medidas de control y seguridad para realizar 
tareas de inspección y vigilancia; ordenar el decomiso de 
materiales o sustancias contaminantes o proceder a la clau­
sura temporal, parcial o total, de las fuentes contaminantes 
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cuando exista riesgo inminente de desequilibrio ecológico, o 
repercusiones peligrosas para los ecosistemas, sus compo­
nentes o la salud pública.
Gestión de flora y fauna silvestres
• Participar en la protección de la flora y fauna silvestres en 
el nivel local, y en el control y supervisión de las especies 
amenazadas y en peligro de extinción, de acuerdo con los 
lineamientos del Instituto Nacional de Ecología.
Gestión de la biodiversidad y áreas naturales protegidas
• Creación y administración de zonas de conservación ecológi­
ca de los centros de población, parques urbanos, jardines públi­
cos y demás áreas análogas previstas por la legislación local.
Gestión de aspectos generales.80

Como se puede apreciar, el municipio tiene una serie de atri­
buciones en materia de gestión ambiental, que permiten tener 
una participación destacada en la política ambiental local. Sin 
embargo, para la mayor parte de los municipios mexicanos, tal 
agenda no ha sido una prioridad, no obstante, de que se compar­
ten una serie de problemas ambientales. En tal sentido, es esencial 
que los municipios mexicanos propongan una agenda ambiental, 

80Formulación, conducción y evaluación de la política ambiental municipal. Aplica­
ción de los instrumentos de la política ambiental. Fijar y aplicar medidas de prevención y 
control de emergencias ecológicas, así como de contingencias ambientales, en forma ais­
lada, o coordinada con el Ejecutivo estatal o el federal. Incorporar en las licencias de 
construcción considera, las actividades que producen impacto negativo en el medio am­
biente. Preservar y restaurar el equilibrio ecológico y la protección ambiental en áreas 
urbanas, relacionadas con los servicios públicos como son: el mantenimiento de calles, 
cuidado de mercados, limpieza de cementerios, labores de rastro, y vigilancia de los siste­
mas de transporte. Evaluar el impacto ambiental cuando las actividades ocasionan dese­
quilibrios ecológicos o rebasan los límites y condiciones señalados por los reglamentos y 
nom emitidas por la Federación. Proteger los parques urbanos y las zonas sujetas a con­
servación ecológica. Definir medidas para prohibir la emisión de ruidos, vibraciones, 
energía térmica, lumínica, olores perjudiciales al equilibrio ecológico y al ambiente cuando 
rebasen los límites máximos permisibles contenidos en las normas oficiales mexicanas 
(nom). Crear y administrar museos, zonas de demostración, zoológicos, jardines botáni­
cos y otras instalaciones o exhibiciones similares destinados a promover la conciencia 
ecológica y el cumplimiento de las leyes municipales en la materia. Ordenamiento ecoló­
gico territorial local (oet), los programas y procedimientos serán expedidos por las auto­
ridades municipales. Manifestación impacto ambiental (mia). El impacto ambiental que 
pudiese ocasionar obras o actividades no comprendidas en el artículo 28, de la lgeepa. 
Véase Semarnat, 1998: 3-13. 
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dado que el problema se mantendrá en los próximos años y ge­
nerará una serie de impactos ambientales y sociales. 

El impacto social de tal agenda será más efectivo si se orien­
ta bajo el enfoque de gestión estratégica, ya que su marco con­
ceptual se fundamenta bajo la meta de generar impacto social, 
bajo una noción ambientalmente sustentable.

Instrumentos para aplicar en el Sistema Municipal  
de Gestión Ambiental 

Con el propósito de estimular el desarrollo sustentable, las autori­
dades municipales pueden utilizar los instrumentos que les pro­
porciona la legislación ambiental, mismos que pueden comple­
mentarse e integrarse en el Programa Municipal para la Protección 
del Medio Ambiente, a fin de establecer las acciones para la 
atención de los problemas ambientales en el municipio. Estos 
instrumentos reflejan que si los municipios asumieran la impor­
tancia de crear valor público a través de una gestión ambiental 
local y asociada a los instrumentos de que disponen, se esperaría 
que los problemas ambientales se redujeran. Los instrumentos 
mencionados se muestran en el siguiente cuadro. 

Aplicación de los instrumentos  
de la política ambiental en la LGEEPA

Principios y criterios de la lgeepa

Instrumentos  
de la política ambiental Artículo Objeto del instrumento

1. Planeación. 
Programa municipal 
de protección al 
ambiente.

Art. 8o., 
fracción XV

Formular, ejecutar y evaluar el progra­
ma municipal.

2. Ordenamiento 
ecológico.

Art. 8o., 
fracción VIII
Art. 20 Bis 4

Definen las características del uso del 
suelo (habitacional, comercial, indus­
trial, agrícola, etcétera) con el fin de no 
dañar el medio ambiente ni agotar los 
recursos naturales.
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Principios y criterios de la lgeepa

Instrumentos  
de la política ambiental Artículo Objeto del instrumento

3. Instrumentos 
económicos.

Art. 21 Incentivan el cumplimiento de la polí­
tica ambiental promoviendo cambios 
en la conducta industrial, comercial y 
de servicios, para hacer compatibles los 
intereses de los particulares con los co­
lectivos de protección ambiental de 
desarrollo sustentable.

4. Regulación 
ambiental de los 
asentamientos 
humanos. 

Art. 23 Promueve la utilización de instrumentos 
económicos, fiscales y financieros de po­
lítica urbana y ambiental, para inducir 
conductas compatibles con la protección 
y restauración del medio ambiente y con 
un desarrollo urbano sustentable.

5. Evaluación del 
impacto y riesgo 
ambiental.

Art. 35 Bis 2 Diseña medidas técnicas para reducir el 
impacto ambiental que cada proyecto 
de desarrollo (construcción de escuelas, 
hospitales, presas, industrias, entre 
otras) podría causar al medio ambiente, 
por la descarga de aguas residuales, emi­
sión de contaminantes a la atmósfera, 
tala de árboles, por mencionar algunas.

6. Autorregulación y 
auditorías ambientales.

Art. 38 Bis 2 Establece los sistemas de autorregula­
ción y auditorías ambientales de sus 
respectivas competencias.

7. Investigación y 
educación ambiental.

Art. 41 Fomentar las investigaciones científi­
cas y promover programas para el de­
sarrollo de técnicas y procedimientos 
que permitan prevenir y controlar la 
contaminación y aprovechar y proteger 
los ecosistemas.

8. Sistema de 
información ambiental 
municipal. 
8.1 Derecho a la 
información 
ambiental.

Art. 8o., 
fracción XIII 

Art. 159 Bis. 
3, 4, 5 y 6.

Formulación y conducción de la políti­
ca municipal de información y difusión 
en materia ambiental.
Toda persona tendrá derecho a que el 
municipio ponga a su disposición la 
información ambiental que le soliciten 
previstos por la ley. Los gastos que se 
generen correrán por cuenta del solici­
tante.

(Continuación)
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Principios y criterios de la lgeepa

Instrumentos  
de la política ambiental Artículo Objeto del instrumento

9. Prevención y 
control de la 
contaminación del 
agua y de los sistemas 
acuáticos.

Art.119 Bis Vigilar y controlar descargas en siste­
mas de alcantarillado, así como aguas 
de competencia local.

10. Regulación directa 
de materiales y 
residuos sólidos no 
peligrosos.

Art. 8o., 
fracción IV

Regular el manejo, transporte, almace­
namiento, tratamiento y disposición 
final de los residuos sólidos e industria­
les que no sean considerados como pe­
ligrosos.

11. Establecimiento de 
áreas naturales 
protegidas.

Art. 56 Son las zonas del territorio nacional 
que se establecen para proteger, pre­
servar y restaurar la biodiversidad 
(vegetación y fauna terrestre y mari­
na), para evitar su deterioro y des­
trucción.

12. Regulación directa 
de establecimientos 
mercantiles y de 
servicios, fuentes fijas.

Art. 8o., 
fracciones III, 
IV y VI

Regular la emisión de contaminantes 
producidos por actividades industria­
les, a través de las licencias de funcio­
namiento contempladas en los regla­
mentos correspondientes.

13. Medidas de 
control, seguridad y 
sanciones.

Art. 8o., Vigilar y fomentar la aplicación de to­
dos los instrumentos regulatorios. Es­
tas actividades son más efectivas cuan­
do se basan en una amplia participación 
social.

14. Participación 
social.

 Art. 158, 
fracción V.

Incorporar la participación de los ciu­
dadanos de los sectores social y privado 
y los organismos no gubernamentales, 
en el diseño y ejecución de las políticas 
ambientales y en la atención de proble­
mas específicos.

Fuente: Semarnat (1988: 3-15 y 3-16).

Los instrumentos de política ambiental definen los ámbitos 
de acción del municipio de acuerdo con las atribuciones que les 
otorgan las leyes y los programas para la prevención y protección 
del medio ambiente y los recursos naturales. Estos instrumentos 
pueden ser aplicados de acuerdo con su objeto.
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La dimensión institucional de la política ambiental identifi­
ca al Estado como al principal encargado. Tanto las autoridades 
federales, como las estatales y municipales gestionan la política 
ambiental en México. Los tres órdenes de gobierno, participan 
de la ejecución de acciones conforme a los principios de distri­
bución de competencias previstas en la Constitución federal en 
los artículos 73 fracción XXIX-G, 124, 115.

Las competencias de cada una de las autoridades que parti­
cipan en la gestión ambiental, se basan en los criterios previstos 
en los artículos 73 XXIX-G, 115 y 124 de la Constitución, así 
como a la propia lgeepa, en los artículos 5o., 7o., 8o. y 9o., los 
cuales establecen las competencias de la Federación, de los esta­
dos, de los municipios y del Distrito Federal, respectivamente.

En suma, el municipio mexicano cuenta con el marco legal e 
institucional para fundamentar e implantar una gestión local am­
biental orientada hacia el desarrollo sustentable. El problema 
central es que la mayor parte de los municipios no han valorado 
la importancia de los temas ambientales como parte de una 
agenda estratégica ambiental. En consecuencia, se siguen agudi­
zando tales problemas, como parte de una gestión ineficaz y 
carente de un enfoque ambientalmente sustentable. 

Propuestas gubernamentales  
de gestión ambiental federal y local

El objetivo de esta sección es presentar un panorama general 
de la propuesta de gestión ambiental de parte del gobierno fede­
ral mexicano. 

Se examina de manera preliminar el enfoque de gestión am­
biental, el cual se contrasta con base en la propuesta de gestión 
expuesta en el Programa Nacional de Medio Ambiente y Recur­
sos Naturales 2001-2006, de la Semarnat. Uno de los pilares en 
la política ambiental del presente gobierno federal es la integra­
lidad. Esta política va más allá de un enfoque puramente ecoló­
gico y considera que los recursos naturales deben ser manejados 
en forma conjunta y coordinada. Para lograr el manejo integral 
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de los recursos naturales en el territorio se pretende adoptar un 
enfoque integral de cuencas, que implica considerar las interre­
laciones que existen entre agua, aire, suelo, recursos forestales y 
los componentes de la diversidad biológica.

Para concebir tal enfoque la Semarnat propone como parte 
de su programa nacional81 una nueva gestión ambiental, adop­
tando un enfoque estratégico y con base en impulsar un nuevo 
federalismo, el cual es concebido como una acción conjunta y 
coordinada para promover una gestión eficaz y eficiente.

El nuevo federalismo planteado por la política ambiental 
federal se sustenta en las siguientes líneas de acción: 

• Estrategias generales y firma de acuerdos.
• Desarrollo institucional.
• Vinculación de la descentralización con el desarrollo regio­
nal sustentable. 

Un problema de gestión y política pública es cómo trasladar 
el marco de la cuenca ambiental común en una política como la 
del aire, en donde se perciben diferencias y de enfoques distintos 
de cómo reducir y prevenir la contaminación ambiental.

Los problemas que han caracterizado la gestión ambiental 
en México se resumen desde la perspectiva de la Semarnat en 
los siguientes: 

• Dispersión y sectorialidad de la gestión ambiental.
• Rezago normativo.
• Marginación presupuestal.
• Coordinación insuficiente con estados y municipios.
• Ausencia de integración política.
• Información ambiental insuficiente.
• Investigación ambiental limitada.

81Los proyectos que pretende desarrollar la Semarnat en la administración guberna­
mental 2001-2006 son: 1. proyecto territorial de nación, que incorpore los resultados del 
debate nacional y conduzca a ordenamientos de territorios de actuación, avanzando en el 
equilibrio regional y la cohesión social y productiva. 2. elaboración y promoción de la Ley 
de Orientación y Ordenación Sustentable del Territorio y 3. proyectos estratégicos estruc­
turales y compensatorios de acción regional, fortaleciendo potencialidades regionales.
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• Educación, capacitación, cultura ambiental y comunica­
ción educativa.
• Participación social y transparencia.

Ante esas limitaciones y los retos que plantea el programa na­
cional de la Semarnat se propone desarrollar un enfoque basado en 
una nueva gestión ambiental, sus principales lineamientos son: 

• Redefinir el sector ambiental según la nueva visión.
• Dependencias orientadas a promover un desarrollo susten­
table.
• Eficiente uso de instrumentos de gestión ambiental.
• Desarrollar indicadores de desempeño ambiental.
• Diseñar e implementar un nuevo federalismo que permita 
descentralizar la gestión ambiental.
• Actualizar, ampliar y modernizar la normatividad ambien­
tal y diseñar instrumentos de fomento...

Del programa de la Semarnat sobresale el propósito de que 
el medio ambiente deje de ser un asunto sectorial, restringido a 
la política social y pasa a ser un tema transversal en las distintas 
dependencias. Situación que en la práctica puede presentar pro­
blemas institucionales y de gestión, porque a pesar del interés 
que ha adquirido el tema ambiental en México, en el ámbito 
gubernamental aún no se ha institucionalizado una gestión in­
tergubernamental en materia ambiental y según las distintas 
dimensiones que lo condicionan. 

En tal sentido, se afirma que los problemas de la Semarnat 
tienen más bien que ver con su estructura organizativa y su es­
trategia para hacer frente a los problemas ambientales del país, 
los cuales han sido diagnosticados en su naturaleza integral, 
pero son enfrentados con una estrategia parcializante,82 lo cual 
reduce la eficacia de la implantación de las políticas. Los proble­
mas de fondo se asocian a una deficiente articulación sectorial y 

82Un factor adicional es la participación de políticos en calidad de funcionarios am­
bientales, los cuales generalmente cuentan con escasa formación y experiencia ambiental.
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territorial de las propuestas contenidas en los distintos progra­
mas de que se compone el Programa Nacional del Medio Am­
biente y Recursos Naturales. 83

Es loable el interés gubernamental de promover nuevos pro­
cesos de gestión y en su caso, consolidarlos, lo que refleja una 
cierta continuidad con respecto a la anterior administración fe­
deral.84 En ese sentido, las vertientes del cambio que pretende la 
Semarnat se fundamentan en promover la descentralización y 
capacidades locales; el ordenamiento ecológico y el desarrollo 
regional; desarrollo urbano sustentable, marco legal y concurren­
cias y una política social respectivamente. 

Entre los problemas que pueden implicar estas disposicio­
nes, se encuentra la manera en que los actores locales y estatales 
interpretan los objetivos de política institucional y los implantan 
acorde a su problemática y según un enfoque ambientalmente 
sustentable. En tal contexto, la implantación de las políticas 
ambientales en los ámbitos locales puede tener problemas, en la 
medida que existan limitadas capacidades de gestión pero, sobre 
todo, de que tales problemas ambientales no son una prioridad 
en los gobiernos locales.

Otra de las limitaciones de la aplicación del nuevo enfoque 
ambiental en los ámbitos locales-estatales se puede atribuir a 
que ha existido la tendencia de nombrar como funcionarios am­
bientales a políticos o a personas con escaso conocimiento o 
experiencia en temas ambientales, con lo cual desconocen de los 
nuevos enfoques de gestión. De esa manera se puede compren­
der que los diversos programas ambientales no se puedan im­
plantar con criterios de eficacia, eficiencia y efectividad ambien­
tal. El hecho de que la contaminación del aire se haya agudizado 
desde hace varios años en el ámbito nacional y regional, refleja­
ría la inexistencia de esos enfoques de gestión y la ausencia de 
una política de prevención ambiental eficaz bajo una noción 
sustentable. 

83Véase José Luis Lezama (2002).
84Para un mayor análisis de la gestión ambiental desde una perspectiva gubernamental, 

véase Semanart (2000).
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Alcances del enfoque  
de gestión local ambiental

Se ha justificado un marco institucional de la participación del 
gobierno local en materia ambiental, en donde se aprecian obje­
tivos, acciones y metas.

El gobierno federal también ha planteado un enfoque de 
gestión ambiental, que se orienta a la necesidad de un enfoque 
de gestión intergubernamental. Se puede considerar que tal en­
foque no se ha implantado en la mayor parte de los estados, a 
causa de un problema de desconocimiento del enfoque y de li­
mitadas capacidades institucionales. 

La mayor parte de los gobiernos locales en México no han 
promovido tal enfoque de gestión ambiental, porque desconocen 
tal enfoque, su vigencia, sus impactos y la manera de implantar­
lo. Por tanto, es un problema de capacidades institucionales.

La implantación del enfoque de gestión local ambiental im­
plica la necesidad de una visión, mayor responsabilidad y la 
creación de valor público.

Se puede contrastar las limitaciones del enfoque de gestión 
acorde con los siguientes rasgos generales en materia de preven­
ción de la contaminación del aire: 

a) No existe un enfoque estratégico de la gestión del aire, el hecho 
de que la contaminación del aire se haya agudizado en los 
últimos años en municipios mexicanos indicaría que no se 
han atendido sus causas y efectos de manera eficaz; además, 
no ha habido una integración conceptual y operativa entre 
el problema, la política, la gestión y la planeación estratégica 
ambiental, especialmente en el ámbito local.
b) La gestión ambiental local asume un enfoque convencional y no 
integral y desde la perspectiva del desarrollo, situación que ha su­
cedido a pesar de los avances que ha tenido el análisis insti­
tucional y científico de los temas ambientales en México. 
c) El enfoque de gestión de los programas ambientales ha sido secto-
rial y no integral. La contaminación del aire se ha concebido 
como una política sectorial y no se ha integrado como parte 
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de un desarrollo sustentable, particularmente si se conside­
ran sus impactos en materia de salud y bienestar social. 
d) La gestión de los programas ha sido deficiente, en su conceptua­
lización y ejecución. Si no se analiza la contaminación am­
biental desde una perspectiva amplia (sectorial e integral) es 
de esperarse que los impactos sean limitados a una dimen­
sión específica, dejando de lado el resto de las dimensiones. 
e) No existe una gestión política, sustentada en la capacidad de 
generar consensos entre los diversos actores que convergen 
en el ámbito local. La atención del problema ambiental está 
relacionada con una gestión intergubernamental85 tanto 
nacional como transnacional, lo que implica considerar la 
participación de distintos actores con prioridades diferentes 
en materia ambiental entre México y Estados Unidos. 

En suma, los gobiernos locales mexicanos han dejado de lado 
la posibilidad de desarrollar una política ambiental local en te­
mas estratégicos para el desarrollo sustentable local, como es el 
caso de energía. En los próximos años los gobiernos locales se 
enfrentarán al reto de conciliar competitividad y bienestar, de lo 
contrario se continuará cuestionando el desarrollo. 

A manera de resumen, el objetivo central de este capítulo ha 
sido el de presentar un marco conceptual de la gestión local am­
biental. Se ha sustentado la premisa de que la contaminación 
ambiental del aire se ha agudizado y se podrá mantener como 
un problema ambiental y social en los municipios mexicanos, 
porque no se ha conceptualizado desde la perspectiva de la ges­
tión estratégica ambiental. 

La importancia de un enfoque estratégico en materia am­
biental radica en que permite redefinir el papel tradicional de la 
administración pública, enfatizando como rasgo esencial la crea­
ción de valor público, es decir, resultados socialmente aceptables 

85El marco institucional para implantar una gestión intergubernamental existe, pero 
generalmente no se ejecuta, básicamente por las diferencias políticas y prioridades de los 
actores. Para identificar las competencias de los tres niveles de gobierno en la política am­
biental en México véase Semanat (1998). 
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para las comunidades mexicanas. Esto implica la reducción de la 
contaminación bajo una noción ambientalmente sustentable. O, 
en su defecto, promover proyectos de energía fomentando un equi­
librio entre competitividad y bienestar. Para promover tal enfoque, 
la gestión estratégica propone fomentar eficacia, la eficiencia y la 
efectividad en la administración y la política ambiental, con 
base en fortalecer la capacidad de los gobiernos.

Sin embargo, si bien se ha planteado un nuevo enfoque am­
biental tanto en el ámbito municipal como de parte del gobierno 
federal mexicano, en la práctica han existido problemas para 
implantarlo en los ámbitos estatal y local. Situación que se pue­
de explicar entre otras causas, por el desconocimiento del enfo­
que, una formación deficiente de los funcionarios en temas 
ambientales, lo que refleja una escasa prioridad gubernamental 
del problema ambiental en el ámbito local. 

El aire compartido en los municipios fronterizos del norte 
de México es considerado como uno de los más degradados en 
su calidad natural, dada la fuerte presión a la que se ha visto 
sometido por el rápido crecimiento poblacional, el avance del 
sector industrial, las actividades agrícolas y pecuaria, así como 
un fuerte desarrollo económico. Esto ha derivado en problemas 
de salud para los habitantes de esas comunidades.

En la actualidad la contaminación del aire se ha agudizado 
como producto de una estrategia para promover fuentes alternas 
de energía de parte del gobierno de Estados Unidos en la fron­
tera con México. El problema de tales plantas radica en que los 
proyectos de energía no se conciben bajo una noción ambiental­
mente sustentable. Por lo cual se esperan que se presenten pro­
blemas ambientales en los próximos años. 

La disminución del problema ambiental en la frontera Méxi­
co-Estados Unidos, dependerá de que se conceptualice y se im­
plante desde una gestión estratégica del desarrollo sustentable y 
por tanto, como una prioridad en la agenda pública y guberna­
mental. Si no se avanza en tal perspectiva, se podría esperar que 
el problema ambiental continúe agudizándose, afectando la cali­
dad y la salud de los habitantes de la frontera norte mexicana.
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Este libro ha tenido como objeto destacar el papel y el poten- 
icial de los municipios mexicanos en la coyuntura actual y 

en una perspectiva de largo plazo, bajo las dimensiones de la 
gestión y la política pública local. Desde esa orientación se con­
sidera que este libro puede ser una aportación a los estudios de 
gobiernos locales promovidos desde hace 15 años por Enrique 
Cabrero y Tonatiuh Guillén, entre otros.

Los municipios mexicanos han evolucionado en sus propues­
tas de gestión local en comparación a hace 10 años. Sin embar­
go, la heterogeneidad de los municipios en términos de sus ca­
pacidades de gestión, financieras y políticas, han condicionado 
que los procesos de cambio se puedan generalizar y con ello 
promover un desarrollo local. Por lo cual queda pendiente una 
renovación de los esquemas de gestión local y en donde se pre­
tenda promover un desarrollo local bajo la conciliación de los 
objetivos de competitividad y bienestar. En tal sentido este libro 
sustentó la necesidad de un papel más estratégico de los gobier­
nos locales mexicanos en materia de cinco temas nodales para el 
desarrollo local: participación ciudadana, transparencia, reme­
sas, ordenamiento territorial y gestión ambiental.

En materia de participación ciudadana generalmente la dis­
cusión en México se ha centrado en su potencial, problemas, 
logros y desafíos para promover una agenda política, social, am­
biental y económica. En este libro se ha justificado la necesidad 
de un cambio de enfoques en los gobiernos y administraciones 
locales mexicanas para promover una nueva perspectiva de ges­

 
Conclusiones generales
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tión relacionada con la gestión asociada. Este enfoque puede 
potenciar las relaciones gobierno-sociedad para definir o redefi­
nir las prioridades, los problemas y los desafíos en materia de 
desarrollo local. 

Existen proyectos locales en México donde se han demostra­
do los logros y retos de una alianza estratégica asociada. Sin em­
bargo, hay una serie de problemas que impiden que se generalice 
el enfoque de una gestión asociada en materia de desarrollo local. 
Entre esas limitaciones destaca el desconocimiento de tal enfoque, 
los valores tradicionales de una cultura política y de gestión, y la 
existencia de otras prioridades locales que, en su conjunto, nos 
remiten a problemas de capacidades de gobernación y de visión 
para promover el desarrollo local ante recursos escasos. 

En materia de transparencia este estudio destacó que las 
prácticas anticorrupción podrían disminuir en la medida en que 
se reforme el Estado en América Latina. Gran parte de las defi­
ciencias de esos países en la coyuntura actual se deben a que el 
Estado no se ha reformado para solucionar a los problemas so­
ciales que se han agudizado en los últimos 20 años. Para ello es 
fundamental reinventar la administración: hacer el Estado más 
eficiente y sensible.

Una política efectiva de los distintos gobiernos contra la 
corrupción, la desigualdad y el fomento a la educación en todos 
sus niveles, pueden promover la estabilidad social y política, 
favoreciendo un entorno económico y con ello, el desarrollo. El 
desarrollo según Stiglitz (2002), consiste en transformar las so­
ciedades, mejorar las vidas de los pobres y que todos tengan 
oportunidades y acceso a la salud y educación. 

Uno de los temas pendientes en el análisis sobre transparen­
cia y corrupción es el papel estratégico de los gobiernos y la 
administración pública local con el fin de incentivar una política 
anticorrupción mediante una gestión asociada. En tal sentido, 
en el libro se ha justificado la necesidad de un cambio de enfo­
ques en los gobiernos y administraciones locales para promover 
una nueva perspectiva de gestión en materia de prevención de 
la corrupción. 
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Los gobiernos locales y las organizaciones civiles en América 
Latina tienen un papel estratégico que desempeñar para influir 
y proponer una agenda hacia la transparencia municipal, que 
responda fundamentalmente a los intereses sociales, pero que a 
su vez, está sujeta a que ambos entes superen algunos de sus 
vicios: paternalismo, clientelismo, oportunismo, falta de trans­
parencia, corrupción; problemas que en su conjunto, reflejan la 
ausencia de capacidad social y de legitimidad.

Respecto al tema de remesas, este libro sustentó que un 
enfoque de gestión estratégica en los municipios de emigrantes 
mexicanos es importante para promover un uso productivo de 
las remesas y con ello tratar de promover un desarrollo local. El 
enfoque estratégico es relevante porque permite a los gobiernos 
locales pensar en términos de futuro y a fortalecer su función 
social, con base en una evaluación de su gestión, sus políticas, 
objetivos, estrategias, metas e impactos.

El potencial para avanzar hacia una política de desarrollo 
local con base en las remesas existe y se puede apreciar especial­
mente con respecto al papel de las organizaciones de migrantes 
y de algunos gobiernos locales para promover un uso productivo 
de las remesas. No obstante, el problema central es que la mayor 
parte de los municipios de emigrantes tienen otras prioridades 
locales, aunado a limitaciones en sus capacidades de gestión, lo 
que no ha permitido diseñar y en su caso, institucionalizar una 
política de fomento económico local basado en las remesas. El 
problema se presenta particularmente con los municipios se­
miurbanos y con una deficiente gestión pública. 

El impacto de las remesas, los problemas de bajo crecimien­
to económico y la aguda desigualdad social en México, plantean 
la necesidad de una política o programa integral en materia de un 
uso productivo de las remesas de alcance nacional, pero bajo 
un esquema descentralizado de operación y de toma de decisio­
nes. Este esquema debe permitir alentar las iniciativas locales 
mediante apoyos y estímulos a las mejores prácticas y al desarro­
llo de proyectos piloto que permitan reproducirlas a escala más 
amplia. 



188� josé maría ramos garcía

Con respecto al tema del ordenamiento territorial, el libro 
concibe que el ordenamiento tanto como un enfoque y un ins­
trumento es fundamental para planear el desarrollo regional-lo­
cal de manera compatible con las aptitudes y capacidades de un 
espacio, al igual que mediante dicho ordenamiento se debe bus­
car una distribución equitativa de los recursos existentes en el 
entorno. Como tal, el ordenamiento del territorio es un medio y 
no un fin en sí mismo. 

Asimismo, se identificaron los fundamentos jurídicos bási­
cos que regulan los planes y programas del gobierno federal en 
materia de ordenamiento del territorio en México. Con ello se 
pretende examinar si ese marco promueve una gestión intergu­
bernamental de las políticas y nuevos procesos de gestión del 
ordenamiento territorial, especialmente en el marco de los mu­
nicipios mexicanos.

La elaboración de un plan o programa que contemple las 
dimensiones sociales, naturales, económicas y políticas de un 
territorio es sólo el comienzo de un proceso que debería tener 
como finalidad poner en marcha los mecanismos adecuados 
para promover el desarrollo. Para ello, es necesario conocer si 
esta noción del ordenamiento está incorporada en el marco le­
gal-institucional y sobre todo, si existe una vinculación con la 
gestión y las políticas públicas del ordenamiento. Esto nos remi­
te a reiterar la relevancia de una gestión intergubernamental e 
interinstitucional en el ámbito territorial. 

La relevancia y potencial que representa el ordenamiento 
territorial en una perspectiva del desarrollo local y regional, im­
plica entre otros aspectos, el reto de rediseñar los procesos tra­
dicionales de elaboración de planes, programas y políticas, con 
base en incluir las distintas dimensiones y fundamentalmente, 
integrando la variable de la gestión estratégica. Esto es relevante 
porque la limitada o ausencia del conjunto de las dimensiones 
del ordenamiento territorial, condiciona que los procesos de 
gestión sean deficientes en todas sus fases. De ahí la necesidad 
de promover una articulación conceptual y operativa entre mar­
cos legales, planes y programas y el proceso de toma de decisio­
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nes. Su desvinculación ha sido un problema estructural, que ha 
impedido promover el desarrollo local-regional en una perspec­
tiva del desarrollo sustentable.

Con respecto al tema de la gestión local ambiental, este es­
tudio presentó un marco conceptual de la gestión ambiental. En 
el cual se sustentó la premisa de que la contaminación ambiental 
del aire se ha agudizado y se podrá mantener como un problema 
ambiental y social en los municipios mexicanos, porque no se ha 
conceptualizado desde la perspectiva de la gestión estratégica 
ambiental. 

La importancia de un enfoque estratégico en materia am­
biental radica en que permite redefinir el papel tradicional de 
la administración pública, enfatizando como rasgo esencial la 
creación de valor público. Esto implica la reducción de la con­
taminación bajo una noción ambientalmente sustentable. O en 
su defecto, promover proyectos de energía fomentando un equili­
brio entre competitividad y bienestar. Para promover tal enfoque, 
la gestión estratégica propone fomentar eficacia, la eficiencia y la 
efectividad en la administración y la política ambiental, con 
base en fortalecer la capacidad de los gobiernos.

Sin embargo, si bien se ha planteado un nuevo enfoque am­
biental tanto en el ámbito municipal como de parte del gobierno 
federal mexicano, en la práctica han existido problemas para 
implantarlo en los ámbitos estatal y local. Situación que se pue­
de explicar entre otras causas, por el desconocimiento del enfo­
que, una formación deficiente de los funcionarios en temas 
ambientales, lo que refleja una escasa prioridad gubernamental 
del problema ambiental en el ámbito local. 

Estos cinco temas de análisis son estratégicos para promover 
una agenda de desarrollo local basada en la competitividad y el 
bienestar. En tal contexto, el papel de los gobiernos locales debe 
ser fundamental, si cuentan con la visión y la capacidad para 
identificar y fundamentar proyectos estratégicos en materia de 
desarrollo local. Como tal, el reto de posicionar el rol estratégico 
de los gobiernos locales sigue vigente en la agenda nacional y 
local y debe de vincularse a los dos problemas que cuestionarán 
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el papel de los municipios en los próximos 10 años: la seguridad 
y el desarrollo. De lo contrario, los municipios seguirán desapro­
vechando las oportunidades para fundamentar el desarrollo bajo 
un entorno de constantes cambios, crecientes demandas sociales 
y un bajo desempeño gubernamental.

[San Antonio del Mar, B.C., septiembre de 2006]
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El propósito de este libro es examinar el papel estratégico 
de los gobiernos locales mexicanos en la coyuntura actual y 
hacia el futuro para fundamentar una agenda basada en la 
competitividad y el bienestar social. 

Esta agenda es fundamental considerando que los proble-
mas de pobreza e inseguridad pública se han agravado. Con 
lo cual, se plantea la necesidad de fortalecer el papel de los 
gobiernos locales en cinco políticas que son el objeto central 
del libro y que promueven el desarrollo local: participación 
ciudadana, transparencia, remesas, ordenamiento territorial y 
gestión ambiental respectivamente. Estos problemas en 
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los gobiernos locales mexicanos de generar un buen desem-
peño y una eficaz y eficiente administración en materia de 
desarrollo local.

La importancia de este estudio radica en que se funda-
menta la necesidad de que los gobiernos locales mexicanos re-
diseñen su visión, su administración y su política de desarrollo 
local bajo las dimensiones social, económica, política y ambien-
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